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HIPOTESIS 

LA RESPONSABILIDAD CIVIL DEL ESTADO. 

El Estndo es una persona moral, entendiendo ésta como: "una unidad orgánica 
resultante de una colectividad organizada de personas o de un conjunto de bienes y n los 
que, para In consecución de un fin social durable y pcnnancnte, le es reconocida por el 
derecho una capacidad de derechos patrimoniales, por lo que siendo así una persona 
moral es, por lo tanto, sujeto de derechos y obligaciones. 

Como persona jurídica el Estado actúa por medio de órganos que han sido creados 
por mandatos legales, es decir, esferas limitadas de competencia, las cuales se ejercen por 
titulares de la función pública, que son personas fisicas. En esta actividad estatal se 
pueden lesionar los derechos de los particulares, existiendo la obligación de indemnizarlos 
por los perjuicios que se les ocasionen; que es lo que se llama: LA 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO, que se presenta en el ámbito del Estado de 
Derecho. · 

La Responsabilidad Civil del Estado se convierte en un problema complejo y de 
dificil detenninación al resistirse el Estado a aceptar nuevas obligaciones jurídicas y de 
serias implicaciones económicas, más son obligaciones que debe de aceptar y de cumplir 
como parte de su carácter de Estado. 

El Estado acepta una responsabilidad subsidiaria a la de sus funcionarios, y una 
responsabilidad directa en algunos casos detenninados como tratándose de expropiación 
por causa de utilidad pública, pero, yo me pregunto, ¿Porqué responsabilidad subsidiaria? 
¿qué los funcionarios no fonnan parte de un todo que es el Estado? Aunado a esto; el 
Estado tiene facultad para ir en contra del funcionario en el caso de haber desembolsado 
una indemnización. 

Esta responsabilidad subsidiaria esta contenida en el articulo 1928 del Código Civil 
vigente, otros articulas que hablan de la responsabilidad son los siguientes: del articulo 
108 al 114 Constitucionales, más estos se refieren a la responsabilidad de los Servidores 
Públicos, de los cuales hay incluso una ley, que es: "La Ley Federal de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos". 



Así es pues como el Estado se niega a aceptar nuevas responsabilidades al no 
regularlas, al no existir ordenamientos jurldicos que las establezcan y regulen. 

Con el objeto de demostrar este supuesto analizaremos la naturaleza jurldica de la 
responsabilidad y todas sus caracteristicas, también veremos el surguimiento del principio 
de la responsabilidad del Estado y cual ha sido la evolución del mismo. Abarcaremos 
además, tanto las características de la Responsabilidad del Estado como las del 
funcionario, compararemos y analizaremos los derechos extranjeros para poder as! 
obtener las conclusiones pertinentes y la comprobación o no del supuesto. 
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INTRODUCCJON 

El problema de la responsabilidad del Estado se desenvuelve en el marco de un 
Estado de Derecho. La resistencia o negación del Estado para aceptar nuevas 
obligaciones jurídicas que representarían considerables implicaciones económicas, como 
ya hemos serlalado en la hipótesis, convierten a este en un problema complejo y de dificil 
determinación, que retrasa la elaboración de una teoría general en materia de 
responsabilidad pública, tan necesaria para rematar el régimen de las garantías de los 
particulares.(!) 

Ahora remontémonos al siglo XVIII para señalar el punto de partida para la 
creación de la "Teoría de la Responsabilidad del Estado". 

"Postdam. Siglo XVIIl, Jinete de Imperial cabalgadura, Federico U llega a los 
límites de su parque "Saos Souci". Alll vive Amaldo el Molinero, dichoso en su 
propiedad adquirida con su tesonero esfuerzo. 

El capricho del príncipe no tiene limites. Quiere Federico comprar a Amaldo su 
molino y su jardfn. ¿para dar a "Saos Souci" unos metros más de extensión? Quizás el 
autor del antiguo Maquiavelo quiere mostrar de cerca, a sus cortesano.s de manos pálidas e 
inútiles, eso que siempre han desdeñado mirar: un instrumento de trabajo. 

Capricho del Príncipe. Y orgullo de hombre humilde que ha ido acumulando las 
piedras de su molino, con blanca harina y pan rubio ... Contlicto de Intereses. 

El molinero se niega a vender su propiedad al monarca. El Rey grita: "¡¡Si te la 
puedo tomar sin pagártelall". Y el molinero responde: "11SI, pero hay jueces el Berlín!!", 
y los versos de Andrieuk, que tan bien describen el episodio de Postdam, afirman que la 
cólera de Federico se disipó, feliz de hallar en Prusia alguien que creyera en su justicia ... 

Tiempo después -agrega la tradición- el hijo del molinero quiso cederle la 
propiedad, pero el Rey le contesto: "Vuestro molino no es vuestro, ni mío; pertenece a la 
lristoria". (2) 

¿Sentiría el pueblo de Prusia la misma fe que Amaldo en la justicia de Berlín? 
Tenemos a continuación la opinión de algunos historiadores: "Los magistrados y los 
ministros no podían ejercer ningún poder arbitrario, de los cuales Federico se reservaba el 
monopolio; con frecuencia aprisionaba a la gente por capricho o por pasión personal... En 
el Código de Procedimientos que le proyectó el canciller Samuel Coeccio y que sometió a 



la opinión de los jurisconsultos... dejaba en pie el procedimiento inquisitorial; pero 
Federico se reservaba el derecho de reformar las sentencias. Esta reserva bastaría para 
revelar sus despóticas intenciones. Además, no eomprendia nada referente a la legalidad, a 
las formalidades jurídicas. Trataba de asnos a los jueces y los destituía; enviaba oficiales 
para juzgar procesos cuyo conocimiento les era completamente extrru1o ... 

Por lo anterior se supone que los jueces de Berlín no hubiesen podido defender la 
propiedad del molinero, por su tan poca independencia, frente a la decisión de Federico, si 
no hubiera triunfado sobre el capricho la vanidad halagada del monarca." 

Situaciones como la de Arnaldo, indefenso frente al soberano, eran la regla en el 
Estado de policía. Hoy el Estado de derecho tiene sus bases en principios jurídicos 
diferentes a los de aquella época. Pero lrunentablemente, en alguna o muchas naciones, 
frente a ciertos actos del Estado que han lesionado sus derechos, el ciudadano que 
reclruna su reparación se sigue sintiendo indefenso, y esto es de vital importancia evitarlo. 

(1) •No hemos de considernrn sino la responsabilidad civil, 
c:slo es, la que se origina por un d4J'lo patrimonial y se 
resuelve en una indemnización•. Oan::lll Oviedo Carlos, 
"Derecho Administmivo•. Sa. Ed. EISA Madrid, 1955. 
Pd g. 573. T.l 

(2) Oracicla Rciriz 9Rcsponsabilidad del Estado'". EUDEDJ\, 
&litorilll Univcrsitaris de llucnosAires. Argentino, 1969. 
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CAPITULO I 

¿QUE ES LA RESPONSABILIDAD? 

a. DEFINICIÓN ETIMOLÓGICA DE RESPONSABILIDAD. 

"Responsabilidad" viene de responder, y este verbo viene a su vez del vocablo 
latino "respondere", y su supino "responsum". En español, pasó esa idea 1atina con un, 
contenido de "Obligado n responder de alguna cosa o por alguna cosa" según expresa el 
Diccionario de la Lengua Espru1ola". (1) 

b. LA RESPONSABILIDAD EN EL DERECHO 

En el ámbito del mundo jurídico, la "responsabilidad" es un término muy amplio, y 
nos encontramos, pues, ante la necesidad de limitar y precisar su contenido. Se puede 
considerar que la definición más exacta es aquella que considera a la responsabilidad 
como "una situación de un sujeto sometido n los efectos reactivos de una regulación 
jurídica en relación a deberes coercibles", es decir, la posición de un sujeto dentro de una 
regulación jurídica en relación a deberes coercibles. Esta podría ser la definición más 
completa de responsabilidad. en cuanto la sujeción de una persona a los efectos reactivos 
de una regulación jurídica en relación a deberes coercibles, comprende la responsabilidad 
propiamente dicha por ilfcito (esto es, la originada por la realización de hechos o de actos 
ilegítimos), como también aquel tipo de responsabilidad que surge cuando se realizan 
actos legítimos que dan lugar al deber de indemnizar al que haya sido dañado por ellos. 

El concepto de responsabilidad va unido a la naturaleza misma del Derecho; y es 
que con él se realiza el primato de la eticidad. esto es, la afirmación del principio del 
deber y de la libertad del hombre, ya que ambos conceptos son totalmente inseparables. 

El principio de la responsabilidad está , pues, en la misma base de la naturaleza del 
Derecho; a él está unido también, el concepto de sanción; no hay responsabilidad sin 
sanción, al menos entendida ésta en sentido amplio. Sanción y responsabilidad son 
realmente el punto de partida de toda consideración jurídica. 



c. LAS OBLIGACIONES: COMO FUENTE DE 
RESPONSABILIDAD. 

Para poder entender mejor lo que es responsabilidad debemos remitimos a sus 
orígenes. a su fuente de creación, al de dónde surge, y encontraremos así a la 
OBLIGACIÓN. A continuación haremos un brevísimo planteamiento de los puntos más 
relevantes con respecto a la obligación partiendo, pues, de su definición: 

OBLIGACION es: El Vinculo juridico por virtud del cual una persona 
denominan deudor, se encuentra constreñida jurídicamente n ejecutar algo en favor de 
otra penona, llamada acreedor. (2) 

OBLIGACION: En sentido amplio, es la necesidad juridica de cumplir 
voluntariamente una prestación, de carácter patrimonial (pecuniaria o moral), en favor de 
un sujeto que eventualmente puede llegar a existir o en favor de un sujeto que ya existe. (3) 

Otra definición que se nos presenta es: 

OBLIGACION: Como vínculo o relación jurídica establecida entre dos pllrtes, por 
la que una de ellas (deudor) se ve constreñida a dar, hacer, abstenene o no hacer algo a otra 
(acreedor) que, merced a su derecho de crédito, puede nigírle tal prestación. (4) 

Asl tenemos que el concepto de obligación viene desde el Derecho Romano; es el 
vinculo de derecho por el que somos constreñidos a pagar alguna cosa confotme al 
derecho de nuestra ciudad, debe ser local, las reglas solo son exigibles en el lugar. 

Borja Soriano nos dice que: "Es la relación jurídica entre dos personas en virtud de 
la cual una de ellas, llamada deudor, queda sujeta para con otra, llamada acreedor, a unn 
prestación o a una abstención de carácter patrimonial que el acreedor puede exigir ni 
deudor." 

El artículo 12 del Código Civil para el Distrito Federal nos dice: 
~u leyes mesicanas ri&en a todas las personas que se encuentren en la Repúbfü:a, asf como 

101 actos y hechos ocurridos en su territorio o jurisdicción y aquellos que se sometan a dichas leyes, 
salvo cuando estas prevean la 1plic1ci6n de un derecho utranjero y salvo, ademh, lo previsto en los 
tratados y convenciones de que Múico sea parte." 
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El artículo 13 del Código Civil para el Distrito Federal dice: 

"La determinación del de~cho aplicable se hará conforme a las siguientes reglas: 

1.- Las situaciones jurídicas válidamente creadas en las entidades de la Repúblicn o en un Estado 
extranjero conforme a su derecho, deberán ser reconocidas, 

11.- El estado y capacidad de las personas íisicas se rige por el derecho del lugar de su domicilto, 

111.- La constitución, régimen y extinción de los derechos reales sobre inmuebles, asi como los 
contratos de arrendamiento y de uso temporal de tales bienes, y Jos bienes muebles, se regirán por el 
derecho del lugar de su ubicación, aunque sus titulares sean extranjeros, 

IV.- La forma de los actos jurfdico!I se regirá por el derecho del lugar en que se celebren. Sin 
embargo, podrán sujetarse a las fornrns prescritas por este Código cuando el acto haya de tener 
efectos en el Distrito Federal o en la República tratándose de materia Federal¡ y 

v .. Salvo lo previsto en las fracciones anteriores, los efectos jurídicos de Jos actos y contratos se 
regirán por el derecho del luear tn donde deban ejecutanc, a menos de que las partes hulJieran 
designado válidamente Ja •plicabilidad de otro derecho. 

Los anteriores artículos nos muestran que los romanos tenfnn razón en su concepto, 
ya que, efectivamente, nos tenemos que apegar al derecho vigente, al derecho que nos es 
aplicable, en pocas palabras, nos tenemos que apegar a nuestro ordenamiento jurídico, y 
por lo mismo, se está regresando al concepto romano. 

Elementos de la Obligación. 

Ya que hemos visto varias definiciones de obligación, ahora nos toca referirnos a 
Jos elementos de la misma. 

La obligación juridica está compuesta de los siguientes elementos: 

1.- PERSONALES: Los elementos personales son las partes o sujetos. Son las 
personas aptas para ser titulares de derechos y resultar obligadas. (5) Para Ja obligación 
basta con dos sujetos: 

a) Acreedor o sujeto activo: es el que ostenta el derecho subjetivo, el que tiene Ja 
facultad. 
b) Deudor o sujeto pasivo: es el que soporta la deuda, el que tiene el deber correlativo, el 

que está obligado. 



Dentro de los mismos sujetos puede haber pluralidad: 
- Si existen dos o más acreedores se llama pluralidad activa. 
- Si existen dos o más deudores se llama entonces pluralidad pasiva. 

No puede haber obligación en el caso de que faltase alguno de los dos sujetos, 
acreedor o deudor, es una liga entre ambos extremos de la relación, y de ahí que. 
forzosamente deban existir los dos. Se puede dar el caso en que alguno se encuentre 
provisionalmente indeterminado, pero deberá ser determinado en su oportwúdad, lo que 
ocurrirá a más tardar en el momento del cumplimiento. 

2.- VINCULO JURÍDICO: O nexo que liga o relaciona de distinta manera, según 
las épocas y sistemas jurídicos, a las dos partes. (6) Es el vinculo ideal que ata al deudor 
respecto de su acreedor. El deudor queda sujeto por un acto de legalidad con el acreedor. 
Es el nexo que obliga o sujeta al deudor a la prestación o a la abstención. 

Relación jurídica que da al acreedor una acción que ejercita ante el juez para 
obtener la prestación objeto de la obligación o su equivalencia. 

La tesis alemana dice que: "el deudor está obligado", lo que significa que el 
derecho le manda alguna cosa, la relación obligatoria no es sino un~ relación de deber, en 
vista de que si no se ejecuta el poder público se apoderará de la persona o del patrimonio 
del deudor para obligarlo o ejecutar la obligación. 

Los romanos dicen que no es potestativo para el deudor el cumplimiento de su 
deber. La relación jurídica es el imperativo que tiene el acreedor. Aunque en ambos 
casos se puede exigir la reparación de daños y perjuicios. 

En nuestro derecho la teoría alemana es desechada. 

La causa es el fin de la obligación; no los emotivos personales, que pueden o no 
coincidir con dicho el fin objetivo de la obligación. 

3.- ELEMENTOS REALES U OBJETO: Es el dar, hacer o dejar de hacer una 
cosa. (7) Es la prestación o abstención que se transforma en dar, hacer o no hacer. Es lo 
que puede exigir el acreedor al deudor. Esto puede ser un hecho positivo, por ejemplo: la 
ejecución de un trabajo, que es una prestación. 



Las obligaciones que tienen por objeto prestaciones de cosa se subdividen en: 

a) Obligaciones de dar: como ejemplo, la traslación de una propiedad o derecho 
de uso de las cosas. 

b) Las obligaciones positivas: no son de dar, sino son las que tienen por objeto una 
prestación de hecho y se llama obligación de hacer. 

e) Las obligaciones negativas: se llaman obligaciones de no hacer. 

También existe un elemento subjetivo y otro objetivo en la obligación, los que 
señalaremos a continuación: 

A.Elemento Subjetivo de la Obligación: Es imprescindible en la obligación, por 
cuanto toda obligación es deber jurfdico de alguien, y todo debe suponer correlativamente 
una facultad que se presentará como derecho de un sujeto o sujetos: SUJETOS 

B. Elemento Objetivo de la Obligación: Objeto. Se caracteriza como prestación o 
como abstención, es decir, como forma de conducta positiva o negativa son objeto de las 
obligaciones las cosas, cuando las prestaciones se refieren a los bienes en general. 

Si bien estos elementos no son diferentes a los anteriores, si son una variante de 
como nos pueden presentar a los elementos de las obligaciones. 

Las Fuentes de las Obligaciones 

El derecho romano antiguo sólo aceptaba dos fuentes de las obligaciones: EL 
DELITO y EL CUASIDELITO. Esta división cuatripartita de las instituciones de 
Justiniano perduró hasta que triunfaron las doctrinas de Pothier. Según ellas se incorporó 
la ley al Código Civil Francés como la quinta de las fuentes de las obligaciones jwidicos. 
El Código Civil Español define en el mismo sentido. Sin embargo, el origen o fuente más 
ordinaria de las obligaciones jwidicas sigue siendo todavía hoy en dla, el CONTRA TO, 
aunque cada dla surgen en el campo público más obligaciones juridico-administrativas, 
como resultado del creciente intervencionismo del Estado Moderno. 
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Señalaré a continuación las fuentes de las obligaciones reconocidas actualmente: 

1.- El Contrato 

2.- Declaración Unilateral de Voluntad 

3.- Enriquecimiento Sin Causa 

4.- Hechos Ilícitos 

5.- La Gestión de Negocios 

6.- Responsabilidad Objetiva. 

Clasificación de las Obligaciones 

Las obligaciones pueden ser clasificadas por yarios criterios, a continuación 
enunciaremos los principales: 

1.- Según su ORIGEN: 
Voluntarias, Legales y Penales. 

2.- Por razón de los SUJETOS: 
Mancomunadas o Colectivas o Individuales. 

3.- Por el MOMENTO EN QUE SE PERFECCIONAN: 
Puras, Condicionales y a Plazos. 

4.- Por su CONTENIDO: 
Obligaciones de dar, Obligaciones de hacer y Obligacio­
nes de no hacer. 

5.- Por su OBJETO en : 
Simples (Especificas o Genéricas), Compuestas (Alternativas o no) y 

Divisibles o Indivisibles. 

6.- Por su ADMISIBILIDAD LEGAL: 
Licitas e lllcilas. 
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7.- Por su EFICACIA en: 
Naturales, Civiles y Mixtas. 

8.- Por su RECIPROCIDAD en: 
Unilaterales y Bilaterales 

9.- Por su AUTONOMÍA en: 
Dependientes o Accesorias y Principales. 

Otras clasificaciones son: 

10.- Positivas y Negativas 
11.- Pecuniarias y No Pecuniarias 
12.- Liquidas: en las que la prestación y su cuantfa están ya fijadas, y las Iliquidas. 

Obligaciones Naturales: 

Son obligaciones impeñectas que, a pesar de su licitud, e incluso en concordancia 
con la ética social, no son legalmente exigibles por carecer de norma. Este concepto 
deriva de las siguientes obligaciones naturales del Antiguo Derecho Romano: 

1.- De las que no podían exigirse en juicio, pero si se cumpllan voluntariamente, este 
pago no podía retornarse (obligaciones naturales propias); 

2.- De las obligaciones naturales impropias, basadas en exigencias ético religiosas de 
la época romano cristiana. 

Atributos de las Obligaciones 

Las obligaciones tienen una serie de atributos, los cuales se caracterizan y nos 
ayudan a entenderlas, y estos son: 

1.- HETERONOMIA: 
Es impuesta al sujeto pasivo que se encuentra, por lo tanto, en un estado de 

sujeción frente al sujeto activo. 
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2.- DILA TERALIDAD 
Significa que todo deudor o sujeto obligado se encuentra jurídicamente sometido a 

la facultad de un pretensor o derechohabiente, en otras palabras, al acreedor. 

3.- COERCIBILIDAD: 

La obligación jurídica es coercible, por que dentro del sistema jurídico existe un 
procedimiento ya elaborado para obtener la ejecución forzada o la posibilidad, dentro del 
propio sistema, para lograrla en el futuro. 

4.- E.'(,1:ERIORIDAD: 

La obligación jurídica se caracteriza como externa, en el sentido de que la validez 
en el cumplimiento del deber jurídico no depende de la intención del sujeto, sino 
exclusivamente de la adecuación externa del acto o forma de conducta con la norma, aun 
cuando el sujeto obligado realice el acto contra sus convicciones, es decir, con una 
intención diversa a la del cumplimiento. 

5.- PROCESO GENÉTICO: 

El derecho ha elaborado un proceso genético perfectamente determinado por el 
nacimiento de deudas. Las obligaciones jurídicas y, especialmente, las obligaciones de 
derecho privado, civiles o mercantiles, tienen un proceso de creación definido en las 
normas. 

6- EFICACIA: 

Las obligaciones jurídicas pueden juzgarse desde el punto de vista de su validez o 
de su nulidad. La eficacia o validez y la ineficacia, que puede manifestarse como nulidad 
o ineficacia. 

7.- PATRIMONIALIDAD: 

Sólo en las obligaciones jurídicas encontramos la posibilidad de reducirlas a 
dinero. No todas las obligaciones jurídicas son patrimoniales. · 

8.- TRANSMISIBILIDAD: 
Sólo las obligaciones jurídicas son susceptibles de transmisión. 
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9.- DURACION: 

Las obligaciones jurídicas se caracterizan por ser temporales. Tienen una vigencia 
determinada en el tiempo. 

10.- PRESCRIPTIDILIDAD: 

Sólo las obligaciones jurídicas pueden extinguirse por el transcurso del tiempo, pero 
no todas son prescriptibles. 

11.- FORMALIDAD: 

En las obligaciones jurídicas existe In forma como elemento de validez en las mismas. 

12.- NATURALEZA DE LOS SUJETOS: 

Las obligacionesjuridicas pueden ser a cargo de personas morales o colectivas. 

. En el sentido no técnico se acostumbra equiparar la obligación con el débito o 
prestación (deuda), pero la obligación consiste, como ya se ha dicho, en la relación total: 

La deuda de una de Ju partes que se hace 
responsable de su cumplimiento o incumpli­
miento, y el derecho de cridito que sur¡:e 
deaqu61L 

La obligación, por Jo tanto, no constituye una deuda, sino un compromiso en el que, 
entre otros elementos, aparece Ja prestación. 

La obligación es un instrumento de satisfacción diferida (esto es, no inmediata) de 
un interés. 

De esta manera ímalizamos de sedalar los puntos más importantes y los más 
generales en lo que se refiere a la obligación. 
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d. LA RESPONSABILIDAD CIVIL 

Como ya lo he mencionado anterionnente, para llegar a un punto en particular 
debemos de partir de lo general, por lo que antes de llegar a la Responsabilidad Civil del 
Estado, deberemos de entender que es la Responsabilidad Civil en general, y para lograr 
esto daremos su definición: 

Concepto de Responsabilidad Civil: 

11 La responsabilidad Civil es la necesidad de reparar 
los dafto! y perjuicios causados a otro, por un hecho 
illcito o por In creación de un riesgo. 11 (8) 

La Responsabilidad Civil es una institución jurídica, que tiene su origen en la 
necesidad del individuo que vive en sociedad, de que tanto su persona como sus derechos 
están protegidos contra cualquier lesión o daño provenientes de una conducta antijurídica 
de sus semejantes; y de la necesidad que tiene la sociedad de que los individuos que la 
integran, nonnen su conducta en forma tal, que se conserven tanto la paz como el 
equilibrio social. La responsabilidad civil nació en el momento en que la sociedad se 
substituyó a los individuos, impidiendo que éstos tomaran por su cuenta el obtener la 
reparación del daño que les había sido infringido, estableciendo al mismo tiempo. las 
normas que deberían regular la reparación o la indemnización de los daños que un acto 
jurídico o antijurídico había ocasionado. Es imposible concebir una seguridad social, sin 
la existencia de la responsabilidad civil, ya que sin ésta, los individuo tendrían que 
resarcirse de los daños que hubieran sufrido, recurriendo a los medios violentos que 
fueren necesarios para obligar a su autor a restablecer el bien dañado o el derecho 
infringido a la situación que guardaba antes de la realización del hecho dañoso. 

Al hablar jurídicamente se encuentra que civilmente se debe de responder por 
los actos o hechos que se realicen. Y así se puede decir que hay dos tipos de 
responsabilidad civil: 

·(, 

l. Responsabilidad en la que se cumple lo prometido, y por ello no se indemniza. 

La responsabilidad en la que se cumplen con los 
deberes que la ley impone; o se cumple fo prometido, 
es la raponsabilidad que uume la persona que 
celebró el contrmto y cumple can ~ste¡ la rapon1abili­
d1d que uume d que hace una dedaHción unilateral 
de voluntad, y cumple coa lo prometido, la respon1abi­
lidad que uume el que inicia una gestión de nqocios, 
y la lleva huta el linal. 
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2. Responsabilidad por no cumplir. 

En ella se indemniza. Esta puede provenir de dos causas: 
a) De una responsabilidad por hecho ilícito. 
b) De una responsabilidad objetiva, en la cual 

no hay ilicitud. 

Asf nos enconlramos frente a la responsabilidad 
civil que nace de actos ilícitos y la responsabilidad 
objclivn que tiene su origen en In 11Doctrina del 
Riesgo Creado", y que nace por el solo mandato 
de la ley. 

Contenido y Fuentes de la Responsabilidad Civil. 

A continuación enunciare algunos artículos en los <¡ue se encuentra contenida la 
responsabilidad civil: 

Artículo 191 O del Código Civil para el Distrito Federal: 

~~obrando ilícitamente Q contra !ru, 
buenas costumbres !!!!!e dailo ! 1!!!!!i 
mA obligado !! repararlo. a menos que 
demuestre que d dafto se produjo como 
cansHUe:11cia de culpa o negligencia 
inucusable de la víctima''. 

Articulo 2104 del Código Civil para el Distrito Federal: 

"El qae estuviere obli¡:ado a prestar un hecho 
y dejare de prestarlo o no lo prestare conforme 
a Jo convenido, será responsable de los daftos 
y perjuicios en los tlnninos sie;uientes: 

l. Si la obli1aci6n fuere a plazo, comenzara 
la responsabilidad desde el vencimiento 
defste; 

11. Si la obli1aci6n no dependiere de 
pluo cierto, se observad: lo dispu· 
esto en la pute fmal del articulo 
2080. 

El que contraviene un• oblipcióa de no 
hacer p11arj d1fto1 y perjuicios por el solo 
becho de fa contravención." 
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Artículo 1913 del Código Civil para el Distrito Federal: 

" Cuando una persona hace uso de mecanismos, 
instrumentos, aparatos o substancias peligrosas 
por sí mismos, por la velocidad que desarrollen, 
por su naturaleza explosiva o innamablc, por la 
cncrgfa de la corriente clectrica que conduJCnn 
o por otras causas análogas, está ohligadn !! 
responder !!,tl dafto .9.!!S 9!..!!& aunnue ll2. ~ 
ilícitamente. !! !!!! tt.t ~ demuc~tre fil!!: fil 
!f!!!!. ~ orodujo I!!!!: f.!!!.n.g !!. negligcncin 
inexcusable !!s !!! victima." 

Estos son unos ejemplos de artículos en los cuales se contiene la responsabilidad civil. 

La manera de "responder", en materia civil, es mediante la reparación de los daños. 
Por ello, ésa obligación de reparar los drulos y perjuicios causados se llama, precisamente: 
Responsabilidad Civil. En nuestro sistema jurídico tiene dos posibles fuentes: 

a.- El hecho illcito (la conducta antijuridica culpable o dañosa); y 
b.- El riesgo creado (la conducta lícita e inculpable de usar un objeto peligroso). 
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La Indemnización. 

La responsabilidad civil es, pues, el nombre que se da a la obligación de indemnizar 
los daños y perjuicios causados por un hecho ilícito o por un riesgo creado. Su contenido 
es la indemnización. Indemnizar es dejar sin daño~ el vocablo se fonna de "in" sin, y 
"damnwn" daiio, y por ello indemnizar es volver las cosas al estado que tenlan antes del 
dru1o, y no como se cree. que es pagar una suma de dinero solamente, (9) sino que existen 
dos maneras de hacerlo: 

a. La reparación de naturaleza. 
b. La reparación en equivalente. 

La primera tiende a borrar los efectos del acto daiioso, restableciendo las cosas a la 
situación que tenían antes de el; coloca de nuevo a la víctima en el pleno disfrute de los 
derechos o intereses que le fueron lesionados. 

Al no ser posible la reparación del daño en naturaleza, se indemniza de la segunda 
manera, es decir, proporcionando a la víctima un equivalente de los derechos o intereses 
afectados: EL DINERO (se le pagan los daños y perjuicios, prevía estimación legal de su 
valor). 

Ln reparación con un equivalente consiste en 
hacer que ingrese en el patrimonio de la 
victima un valor igual a aquél de que ha sido 
privada; no se trata ya de borrar el perjuicio, 
sino de compensarlo. 

El articulo 1915 del Código Civil para el Distrito Federal señala estas reparaciones con 
precisión: 

"La reparación del daño debe consistir a elección 
del ofendido en el restablecimiento de la situación 
anterior, cuando ello sea posible, o en el pago de 
daños y perjuicios." 

Esa facultad de elegir el objeto de la obligación (el contenido de la reparación) que la 
ley concede al ofendido, convierte a la obligación en alternativa. 
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Evolución de la Responsabilidad Civil. 

La doctrina de la responsabilidad civil fonna actualmente parte del acervo jurídico 
de todo el mundo civilizado, y por lo que hace a México, tiene una tradición que se 
remota a toda nuestra era de país independiente; a los tres siglos de la época colonial; a 
toda la tradición jurídica española, a partir del Fuero Juzgo y al Derecho Romano. 

En el transcurso del tiempo ha tenido lugar, en efecto, un fenómeno evolutivo y se 
ha pasado, de W1 concepto de irresponsabilidad de la Administración Pública, a la 
admisión, en su lugar, de la sujeción de la administración a los principios comunes válidos 
para los demás sujetos, claro que esto, en mi opinión, es pura y simplemente teorla. 

El antiguo concepto de irresponsabilidad se basaba en la preswición de que la 
Administración Pública estaba investida justamente de poderes de orden divino o, al 
menos, inherentes "ab origine" a la persona del prlncipe y de sus colaboradores. En 
virtud, pues, de wia soberanía indiscutida e intocable se configuró, desde la época 
romana, Wt principio de irresponsabilidad limitado a aquellos actos realizados en el 
ejercicio de la soberanía, esto es, iure imperii. (10) 

La sensibilidad del mundo jurídico-administrativo romano no podía ignorar la 
injusticia de tal principio; bajo el perfil de la lesión de derechos y de los intereses de la 
comunidad, y a través de la figura del fiscus, se logra hacer, al estado mismo, responsable 
por los actos ilegítimos. 

Tanto en Ja sociedad románica, como en la española peninsular, en la mexicana 
colonial y en la mexicana independiente, siempre se ha considerado que todo individuo es 
titular de ciertos derechos que fonnan a su alrededor un círculo o esfera ideal de 
libertades, de poderes y de derechos. 

En el ejercicio de estos derechos, en individuo debe mantenerse dentro de los 
limites de su circulo o esfera de acción. 

Cuando un individuo, abusando en el ejerc1c10 de sus derechos u obrando 
illcitamente, invade el circulo o esfera jurídica de cualquiera de sus conciudadanos, si los 
actos del primero le causan al segundo daños y perjuicios, éste adquiere el derecho de 
exigir se reparación o resarcimiento y, a cargo del que los causó, surge la obligación de 
repararlos. A esta obligación, como lo hemos venido repitiendo a lo largo de este trabajo, 
se le designa con el nombre de: Responsabilidad Civil. 

La tradición jurídica romana, española y mexicana, considera que el autor de los daños 
y perjuicios es responsable por que es culpable y toda la historia de la Doctrirui de la 
Responsabilidad Civil está gobernada por: el principio de que "NO HA Y 
RESPONSABILIDAD SIN CULPA". 
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La doctrina siempre ha distinguido varios matices en el grado de responsabilidad y 
de culpa del transgresor, y ha considerado que la transgresión se puede deber a culpa 
levísima, a culpa leve, a culpa grave y a dolo. En los tres primeros casos, o sea en los 
diversos grados de In culpa, el transgresor ha incurrido en descuidos, actos de negligencia, 
o en imprudencia, pero el rasgo común de todos los casos de culpa, consiste en que el 
transgresor causó los daños sin querer que se produjeran y sin siquiera prever la 
posibilidad y el peligro de que de sus actos pudieran derivarse daños y perjuicios para otra 
persona. 

La doctrina jurídica de la Responsabilidad Civil considera en cambio que, cuando 
el transgresor obró con dolo, dos tipos de casos pueden presentarse: 

a. Aquél en el que el transgresor no tuvo precisamente la intención de causar el daño 
pero si sabía y tuvo conciencia clara de que si realizaba los actos que se le imputan, era 
sumamente probable que de dichos actos resultasen daños y perjuicios para un tercero, o 
en otros términos, que al realizar dichos actos obró con lo que se conoce con el nombre 
de: Imprudencia Temeraria. 

b. El segundo caso de dolo que puede presentarse es aquél en el que el transgresor 
llevó acabo los actos con la clara y deliberada intención de dañar. 

La Doctrina Tradicional de la Responsabilidad Civil que desde el Derecho Romano 
llega a México y a todos los paises en los que prevalece el sistema de Derecho Románico, 
o sea la Europa Continental, la América española y la Amé rica Portuguesa, contiene un 
principio de acuerdo con el cual "In culpa grave se asimila al dolo." 

De acuerdo con este principio, si en una situación particular el orden jurídico impone 
ni responsable de dolo la obligación de resarcir los daños y perjuicios, y si en el caso 
concreto In victima solamente logra probar la culpa grave del transgresor en este caso el 
responsable queda obligado igualmente al pago Integro de daños y perjuicios. 

Cuando el transgresor ha obrado con culpa grave, es decir con negligencia inexcusable 
o con imprudencia temeraria, tanto el vulgo como el legislador consideran que no es 
posible que sea tan tonto o irracional, y ante la imposibilidad de penetrar en los secretos 
de los procesos psicológicos y de la conciencia del transgresor, se establece In presunción 
tanto humana como legal, de que obró con la intención de dañar, y se la impone In 
obligación de resarcir In integridad de los daños y perjuicios con fundamento en el 
principio anteriormente mencionado. 
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Excluyentes de Responsabilidad Civil. 

La Responsabilidad Civil tiene excepciones en cuanto a la obligación de indemnizar. 
La obligación de indemnizar no surge a cargo del agente del hecho perjudicial en los 
siguientes casos: 

1.- La Cláusula de no responsabilidad. 

2.- La culpa grave de la victima. 

3.- El caso fortuito o la fuerza mayor. 

Con este punto finalizamos el breve planteamiento de las principales características de 
la responsabilidad civil en general. 
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CAPITULO U 

a. La Responsabilidad del Estado. 

b. Principio de la Irresponsabilidad del Estado. 

c. El Sistema Italiano. 

d. El Sistema Francés. 



ANTECEDENTES DE LA RESPONSABILIDAD 
CIVIL DEL ESTADO. 

a. La Responsabilidad del Estado en México. 

Pocos han sido los avances sobre este tema en los últimos 40 añ.os, concretamente 
desde que el presidente Ávila Chamaco, a propuesta de su ministro de Hacienda, Eduardo 
Suárez, promulgó Ja Ley de Depuración de Créditos a cargo del gobierno federal de 31 de 
diciembre de 1941, publicada en el Diario Oficial de Ja misma fecha que, modificando el 
artículo 1928 del Código Civil, reconoció que Jos particulares tienen una acción directa y 
no subsidiaria para exigir que se les indemnice cuando sean lesionados por "actos u 
omisiones que impliquen una culpa en el funcionamiento de los servicios públicos''.(!) 

Varias razones explican esta interrupción en el progreso de nuestro derecho, que 
contrasta con Jo que ha ocurrido en otras áreas. La primera de ellas, a la vez de cáracter 
político y económico, la expuso con franqueza y sencillez el presidente López Mateos, en 
junio de 1962, cuando Je fue propuesta como fórmula para salir airosamente del doloso 
caso de la reclamación de Ja Sábalo, que había promovido por veinte años el gobierno de 
Estados Unidos, que se dictase una ley que ampliara y modernizarla Ja de 1941; para dar 
jurisdicción al Tribunal Fiscal, sin las limitaciones y defectos de la de Depuración de 
Créditos, para reconocer de todas las reclamaciones no prescritas derivadas de actos 
ilegales o del funcionamiento irregular de los servicios públicos. "¿Quiere usted decir 
embajador -Antonio Carrillo Flores embajador en los Estados Unidos quien fue el que le 
lúzo la propuesta-, que todo hombre aprehendido sin orden judicial o victima de las 
innumerables arbitrariedades de nuestros funcionarios y empleados van a poder exigimos 
una indemnización? Usted, que fue secretario de Hacienda, ¿cree, de verdad, que In 
Hacienda Pública Jo resistirla?". Aquella ley no se dictó y el pragmático López Mateas 
prefirió ofrecer a su colega Kennedy, unos días después, que se buscarla una solución al 
caso Sábalo que satisficiera a Jos tercos y poderosos reclamantes -a quienes apoyaban 
cuando menos dos políticos que jugaron como candidatos de uno de los grandes partidos 
en tres elecciones presidenciales de Estados Unidos-, sin lastimar el decoro del país. La 
fórmula consistió en que un grupo mexicano de hombres de negocios comprara Ja 
reclamación y cedierá después sus derechos al gobierno mexicano. Este caso Sábalo 
ejemplifica el obstáculo anotado, y permite dar Ja segunda razón básica que explica el 
fenómeno referido: Ja triste experiencia histórica de México en materia de reclamaciones 
internacionales. 
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Antonio Carrillo Flores (2) consideraba que se tendría menos problemas 
internacionales de esa naturaleza si nuestro derecho interno diese caminos expeditos para 
satisfacer las justas demandas de mexicanos y extranjeros en contra del Estado. Pero su 
argumento era teórico, pues es más fácil desde una embajada, o aun desde la cátedra 
imaginar una situación ideal o criticar, como lo hizo en 1939, al sistema juridico 
mexicano por no ofrecer esta vía de protección a los derechos lesionados de los particu­
lares, que abrir demasiado la puerta cuando se tiene, como la tenía López Mateas, In tarea 
de gobernar a un país como el nuestro, tan lleno de necesidades y tan escaso de recursos 
financieros. 

Ello explica que, rindiéndose a realidades insuperables, México haya indemnizado 
casi siempre a los extranjeros -por daños sufridos en nuestras guerras civiles, por 
expropiaciones agrarias o petroleras- y que todavía no exista un sistema verdaderamente 
eficaz para indemnizar a los mexicanos. 

Se está hablando de Ja responsabilidad cxtraeontracllml, pues los caminos para 
exigir al Estado mexicano el cumplimiento de sus contratos o la indemnización por su 
incumplimiento siempre han estado abiertos a nacionales y a extranjeros. El Estado 
mexicano, a diferencia de Jo que hasta hace unos años ocurría en los Estados Unidos, ha 
podido ser demandado antes sus tribunales. 

Nuestras constituciones han contemplado siempre la posibilidad de juicios en los 
que la Federación sea parte, esto es: actora, demandada o tercer opositor, si bien hasta las 
reformas de 1967, de las que surgió el nuevo articulo 106 Constitucional, sustituto del 
105 aprobado en Qucrétaro, fue objeto de muy largas discusiones ·iniciadas desde el siglo 
pasado- sobre definir un concepto procesalmcnte tan sencillo. Pero esas dificultades 
derivaban de que cm prácticamente imposible que conociera de todos esos pleitos 
exclusivamente la Suprema Corte, no de que se disputase que la Federación pudiera ser 
demandada. Los Códigos Federales de Procedimientos, de 1897, de 1908, de 1942, han 
concedido a la Federación ciertos privilegios: no puede ser embargada, o condenada en 
costas , ni estar obligada a entrar en concursos y tal vez algunos más; pero con todo, la 
Federación, en su capacidad de persona moral susceptible de derechos y obligaciones 
regidos por las legislaciones civil y la mcrcanlil, está colocada en el mismo plano que los 
particulares. El problema está en definir la aira responsabilidad, la que deriva de la acción 
administrativa del Estado, de los casos en que procede la autoridad dictnndo órdenes, 
prestando servicios o ejecutando obras. 

Desde luego, no existe en la Constitución, a diferencia de lo que ocurre, por citar 
solamente alguna, en la italiana, una disposición que haga al Estado -Federación, 
entidades de ésta y municipios- responsable cuando ejercitando su nutoridnd, su imperio 
como solfa decirse, causa un daño individualizado a un particular, hombre o persona 
moral. 
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Existen, sf, pero eso es cosa distinta, varios preceptos relativos a situaciones 
especiales, de los cuales pueden inferirse que es un principio general de derecho 
mexicano -de aquellos que reconoce el artículo 14 Constitucional- el de la igualdad de 
todos, nacionales y extranjeros, ante las cargas públicas, y que por lo mismo cuando el 
Estado, legal o ilegalmente, quebrante ese principio, el particular tiene derecho a ser 
indemnizado. (3) Los preceptos mexicanos referidos son: 

a) El artículo 27 Constitucional, en ltt parte relativa 
a las expropiaciones, dispone que sólo pueden 
afectarse por causa de utilidad pública y mediante 
indemnización, y 

b) La fracción IV del artículo 31 Constitucional, 
señala a los mexicanos - pero la ley y la 
jurisprudencia han establecido con razón que 
también a los extranjeros - la obligación de 
contribuir a los gastos públicos " en la forma 
proporcional y equitativa que dispongan las leyes". 

El artículo 27 Constilucional se reformó en 1932, y entre otras cosas, aludió a la 
responsabilidad en que incurririan las autoridades que afectasen con dotaciones la 
pequeña propiedad. 

Nótese que este artículo habla de la responsabilidad de las autoridades, no de la 
del Estado. Claro que aquélla no excluye a éste como lo prueba el articulo 1928 del 
Código Civil que dice: 

Articulo 1928 del Código Civil para el Distrito Federal: 

"El Estado tiene obligación 
de responder de Jos daftos causados por sus 
íuncionarios en el ejercicio de las íunciones 
que les estén encomendadas. Esta responsabilidad 
es subsidiaria y sólo podrj hacerse efectiva 
contra el Estado, cuando el funcionario 
directamente responsable no tcn¡:a bienes, 
o Jos que ten¡:a no sean suficientes para responder 
del dallo causado. 11 

Este texto está incluido en el capitulo V del Título primero, primera parte, del IÍbro 
cuarto del Código Civil, que se denomina: "De las obligaciones que nacen de los actos 
ilícitos". Este capítulo enuncia como principios más generales los contenidos en los 
artículos 1910 y 1915, párrafo primero, que textualmente dicen: 
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Artículo 1910 del Código Civil para el Distrito Federal: 

11 EI que obrando ilícitamente o contra las 
buenas costumbres dane a otro, está obligado n 
repararlo, a menos que demuestre que el dm1o 
se produjo como consecuencia de culpa o negli­
gencia inexcusable de la victima.'' 

Articulo 1915 del Código Civil para el Distrito Federal: 

"La rt'!paración del dai\o debe consistir en 
el restablecimiento de In situación anterior a 
él, y cuando ello sea imposible, en el pago de 
daños y perjuicios. 11 

Como nos podemos dar cuenta estos artículos se refieren a la responsabilidad civil, y 
son de gran importancia pues forman parte de sus pilares de formación en el ordenamiento 
jurídico mexicano. 

Esta era la situación existente en 1939, cuando Carrillo Flores escribió su libro: 
"La defensa de los particulares frente a la administración", en él se dice que esa defensa 
puede concebirse: 

" O como la. posibilidad de que dentro del curso del procedimiento administrativo el particular logre una 
decisión favorable a sus intereses, o, si no logra éste decisión favorable, que tengn a su disposición un 
mcdiojurfdico para obtener la eliminación del acto administrativo lesivo. 

Esta eliminación puede asumir dos fomtas concretas: una es la declaración de invá1idez del acto 
administrativo, que welvc jurídicamente las cosas al estado anterior, y una segunda, es la reparación 
patrimonial del daño o del perjuicio sufrido por el particular con motivo de la decisión administrativa que lo 
haya lesionado. 

En la primera hipótesis la contienda se plantea entre el particular y el órgano del Estado: disputa el 
particular que el órgano obró fuera de su competencia o quebrantando la ley (aun en el caso de desvió de 
poder hay en realidad una violación sino del texto de Ja ley, si de la que se ha llamado el espirito de Ja ley). 
En cambio, en la segunda de las forma.s de la defensa del particular, Ja relación nace no con el órgano, sino 
con el Estado. En Ja primera, si la jurisdicción decide que el órgano obró fuera de su competencia, el acto 
no es "imputable" al Estado, por que a éste sólo se imputan actos a uavés de la competencia de sus órganos; 
CI1 la segunda fonna de reparación no es posible quedamos en el órgano: tenemos que llegar n1 Estado 
mismo, porque lo que busca el particular es que los medios materiales, los recursos patrimoniales, los 
fondos en suma, de que el Estado dispone y que deben destinarse nonnahncntc a la satisfacción de 
necesidades generales, sufran una dcsafcctación individual por virtud de la cual se dediquen ya no a atender 
las necesidades generales, sino a la reparación concreta del agravio." (4) 

24 



En seguida, este libro, mostraba como en Estados Unidos -país que tanto ha 
influido en nuestro sistema Constitucional- no se consideraba como principio general de 
responsabilidad del Estado, por lo que en derecho anglosajón le llwnan torts. (5) Apenas 
en 1922, una ley norteamericana concedió autorización a los departamentos del Ejecutivo 
para otorgar indemnizaciones hasta por mil dólares cuando el dw1o era causado a la 
propiedad. De ahí surgía esta extraña paradoja comentada por el autor William Anderson: 

Si el automóvil de alguien es dañado por un camión 
del correo ha.st.3. por mil dólares o menos, el depar­
tamento respectivo puede reparar el daño, mis si 
un peatón es el atropellado por el mismo vehículo 
y sufre lesiones que lo obligcn a hospilíllizarsc y 
a pagar fuertes sunus por su curación, sólo una 
Ley del Congreso puede indemnizarlo y esto, acaso, 
muchos años después de lo sucedido. 

Lo que a todas luces es injusto, no pueden limitar el monto del daño, puesto que no 
pueden tener un control sobre los hechos dañosos, pero esto es únicamente una opinión 
personal. 

La situación en la Gran Bretaña, el otro gran país anglosajón, era en 1939 
fundamentalmente igual a la de los Estados Unidos: como el Rey, o la reina, nunca 
pueden hacer un acto injusto, los particulares no podían pedir que se les indemnizara por 
los torts cometidos por los servidores de su majestad. 

Frente a esa situación nos hallarnos con la organización jurisdiccional y la 
jurisprudencia de Francia. En Francia, con el establecimiento de un tribunal de 
competencia bien definida (el Consejo de Estado en última instancia) ha podido por obra 
puramente jurisprudencia!, casi consuetudinaria, crearse todo un cuerpo armónico de 
principios que garantizan al particular, ya no solamente la anulación del acto ilegitimo, 
sino la responsabilidad del Estado, por actos administrativos lesivos al interés privado. Es 
toda la jurisprudencia construida alrededor del concepto: "culpa del servicio público''. 

La evolución jurisprudencia! francesa ha sido muy lenta, llena de matices y de 
salvedades, hasta llegar a concluir que hay una culpa específica en el funcionamiento de 
los servicios públicos cuando éstos han asumido cierta forma irregular de prestación -o de 
falta de prestación- perjudicial para un particular. Esta culpa no está siempre vinculada 
con el obrar de un agente; puede ser en ocasiones una culpa impersonal en la que no sea 
posible atribuir el daño al obrar imprudente de alguien. Como ejemplo: en unas maniobras 
militares que debieron hacerse con armas cargadas con pólvora, el fusil de un soldado 
disparó un proyectil verdadero que fue a lesionar a una persona que las presenciaba. En 
este caso no seria posible adscribir la responsabilidad a nadie, porque por las reglas del 
derecho penal habría que presumir inocentes a todos los soldados. Sin embargo, es cierto 
que hubo una culpa del servicio público, en cuanto que hubo un pelotón, un grupo de 
soldados, en el que uno de ellos llevaba arma con proyectil y no solamente con pólvora. 
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La culpa no debe probarla el particular en la fonna estricta en que debe demostrar 
la culpa en una acción privada de responsabilidad civil, porque es tan complejo el 
mecanismo del Estado que si fuera imponerse al particular la carga de la prueba de quién 
y cómo cometió la culpa en el servicio, habría en muchas ocasiones imposibilidad 
absoluta para satisfacer ese carga y se impondría absolver a la Administración. Por eso el 
Consejo de Estado en sus últimas ejecutorias sólo exige del particular que alegue y que 
pruebe el daño y es el mismo Consejo el que en un procedimiento inquisitivo busca si 
existió la culpa, y si la encuentra demostrada, dicta la condenación. En otras palabras, en 
estos juicios de responsabilidad no rige el procedimiento acusatorio." (6) 

Por último, y pudiendo ser Ja nota más importante, es que hay cierta autonomln 
entre el concepto de ilegalidad y el concepto de responsabilidad. Ni todo acto ilegítimo 
de la administración es causa de responsabilidad, ni todo neto legitimo libera de ella al 
Estado. Esto se explica por el propósito constante del Consejo de Estado de hallar un 
equilibrio entre dos elementos: Ja defensa del particular y la necesidad de no establecer 
trabas insuperables a la Administración en su obrar diario. Ha tenido el Consejo de 
Estado que exigir una falta de servicio relativamente grave, para no alentar en los agentes 
del Estado actitudes tímidas que hagan imposible la marcha de la Administración pública. 

A qui se advierte cómo Ja justicia administrativa no nació en Francia por respeto 
sólo al principio de la división de poderes, sino por Ja exigencia social: lograr tribunales 
conocedores de las necesidades de la administración, independientes hasta donde la 
independencia es precisa para lograr un juicio imparcial, pero por su preparación y 
antecedentes vinculados con ella en la medida indispensable para que sus fallos no se 
emitan por razonamientos puramente lógicos, sino conociendo la realidad de la 
Administración y creando un equilibrio entre el interés privado y el interés público. 

Hay casos en que In ilegalidad no crea responsabilidad: son, entre otros, aquellos 
en que aunque el obrar de la Administración sea ilegitimo hubiese podido lograrse Jo 
mismo con un proceder legitimo, como los de simple violación de procedimiento. A la 
inversa, hay casos de acción legitima, pero que crean responsabilidad; corresponde esto al 
concepto civilista del abuso del derecho: cuando el particular tiene un derecho y lo 
ejercita en forma abusiva nace una responsabilidad a su cargo. La Administración 
también puede haber tomado una decisión legitima, pero abusando de su derecho; el 
abuso crea responsabilidad para el Estado aunque el agente haya obrado dentro de la 
órbita de su competencia. 

Si la culpa no se puede desprender del servicio, hay una responsabilidad directa de 
la Administración; cuando la culpa puede entenderse separadamente del servicio, pero no 
hubiera podido acontecer si no hubiese habido una culpa del servicio, aparece la 
acumulación de responsabilidad del agente con una responsabilidad subsidiaria del Estado 
que protege al particular de la insolvencia del empleado. Conviene citar dos ejemplos 
muy conocidos para ilustrar cómo funciona el sistema francés: un particular va a una 
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oficina de correos a depositar un mensaje dentro de las horas reglamentarias del servicio y 
In halla cerrada; por sugerencia de los guardianes del edificio hace uso de una puerta 
reservada sólo para los empicados y· llega directamente al lugar donde ellos están 
fonnando los bultos de la correspondencia. Los empicados montan en cólera, en forma 
violenta arrojan al particular a la calle y éste se rompe una pierna. Hubo una falta notoria 
de los empicados de correos; pero, además, una culpa del servicio: ¿por qué se cerraron 
las puertas de la administración de Correos antes de la hora reglamentaria?. El otro 
ejemplo, tomado de la época de la guerra: estaba prohibido que los soldados llevasen n sus 
casas las armas cargadas y los objetos peligrosos que hallaran en las trincheras. Un 
soldado comunica a un suboficial que halló una granada sin explotar y que la ha llevado a 
la casa donde está viviendo; el suboficial no le hace represión alguna; estalla la granada 
en In casa y mata a los hijos de la familia. El soldado es condenado; sin embargo, se 
estima que la Administración ha actuado en forma defectuosa, que no ha habido la 
necesaria vigilancia para lograr la entrega de la bomba, no obstante que el soldado había 
comunicado al suboficial la existencia de ella en su poder. 

Fueron estas ideas las que llevaron a Carrillo Flores a proponer al secretario Eduardo 
Suárez que en la Ley de 31 de diciembre de 1941 se incluyera el artículo !O. Conviene 
citar este artículo y los complementarios que revelan que, salvo por el grave defecto que 
se mencionara con posterioridad, se regulaba un procedimiento muy compl~jo, que 
inclusive buscaba respetar la competencia exclusiva de la Suprema Corte para conocer de 
los juicios en que la Federación es parte, conforme al primitivo artículo 105 
Constitucional. He aquí los textos: 

Articulo 10: "Todo crédito, cualquiera que sea su origen ... , 
para el que en el futuro no exista asignación 
presupuestnl, en el nño de su conslitución ni 
en el inmediatamente posterior, deberá reclamarse 
ante el Tribunal Fiscal de In Federación en el mes 
de enero del ejercicio siguiente. De lo contrario 
prescribirá. 

Cuando In reclnmnción se íunde en netos u 
omisiones de los que coníorme n derecho dan origen 
a In responsabilidad civil del Estado, no ser4 preciso 
demandar previamente al funcionario o funcionarios 
responsables, siempre que tales actos u omisiones 
impliquen una culpa en el funcionamiento de los 
servicios públicos." 
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Articulo 11: 11 El Tribunal Fiscal ajustará sus procedimientos 
m Jos casos en que esta ley Je encarga, a las normas 
contenidas en el Código Fiscal de la Federación, 
con Ju si¡:uientes modificaciones: 

J 11. Está obligado a estudiar el oficio en 
cada caso sino han eipirado los términos que la 
misma seftala para ocurrir y a desechar las 
demandas o a sobreseer en los juicios si as( 
procede. 

2a. La sentencia deberá limitarse a declarar 
que ha quedado o no demostrada la e~istencia 
de un crEdito a cargo del Gobierno Federa y, en 
su caso, a fijar su monto. Si éste no puede 
determinarse con las pruebas aportadas, se 
absolveri a la Hacieda Pública. 

Ja. Cuando la cantidad reclamada sea 
superior a 50,000.00 pesos procederé al recurso 
de queja ante el Pleno, aunque no está sucitada 
ninguna cuestión de incumplimiento de 
jurisprudencia. La queja se propondré dentro 
de los diez días sia;uientts a la notificación 
mediante un escrito que cxpresar6 los agravios 
que a juicio del recurrente le cause el fallo, 
Admitiendo el recuno, se dará vista a la parte 
contraria también por el plazo de diez dlas para 
que upona;a lo que a su derecho convenga y sin 
mAs trámite se dará cuenta al Pleno. (este articulo 
fue modificado en 1946, 1957 y 1967, pero en 
materias diferentes, por eso cito el texto original)11

• 
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Artículo 12: Contra las sentencias de las snlas o 
del Pleno, en su caso, el actor podria su 

elección: 
a) Pedir el amparo de la Justicia Fede· 

ral, en los términos de Ja ley de la materia; o 
b) Iniciar ante la Suprema Corte de Jus­

cia, en los términos del articulo tos Consti· 
tucional, juicio ordinario para oblcner el re­
conocimiento por la Federación, de los crédi­
tos rechazados. En este juicio no podrán pro­
ponerse cuestiones de hecho o de derecho di­
versas de las pl•ntcadas ante el Tribunal Fis­
cal ni rendirse pruebas distintas, La deman­
da deberá presentars.e dentro de Jos quince 
días siguientes• la notificación. 

Artículo 13: 11A partir del afta 1943, figurará en 
el presupuesto una partida para cumplir con 
los fallos que se dicten en los juicios a que 
se refiere el articulo 10. 

Las sentencias se cumplirán por orden ri­
guroso, que se determinad conforme a un re­
gistro que ha ese decto habrá de llevarse, 
hasta. el monto de la citada partida. Las res­
tantes se cubririn en el ~jercicio siguiente 
o en los sucesivos de preferencia a las sen­
tencias de anos posteriores. pero también 
en orden riguroso de tumo. 11 

Lo importante, parecía, era ganar el principio, derogar el artículo 1928 del Código 
Chil que limitaba la responsabilidad del Estado a los casos en que se hubiese obtenido 
previamente la condena del funcionario o empleado, tarea, como hemos visto, muchas 
veces imposible. Y más con el crecimiento del Estado y de las sociedades 
contemporáneas. Y con las computadoras el problema es todavia peor de lo que era en 
1941: ¿Quién, para repetir un caso real de que habló un profesor de Harvard en un 
Simposio sobre Derechos Humanos, puede saber cuál fue el empleado responsable de que, 
en lugar de emplear los dígitos 04 en ese orden, se usaran en orden inverso y que un pobre 
hombre quedase lesionado muy seriamente con la imputación de que no se le había 
separado del Ejército "honorablemente", sino dado de baja por "homosexualidad? 

Sin embargo, la Ley de 1941 adolecla de ese defecto capital: condicionar la 
procedencia de la acción a un hecho que el particular no puede conocer: que haya una 
partida presupuesta! con cargo a la cual se le pague. Y con otro más serio: para que una 
partida pudiera ejercerse se necesitaría que hubiese una autoridad de la administración 
activa con facultades para reconocer la responsabilidad del Estado. A falta de esa 
autoridad, solamente el Congreso podria en rigor hacerlo usando la facultad que le da la 
fracción VIII del articulo 73 Constitucional para "reconocer y mandar pagar la deuda 
nacional". 
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Pero no toda la culpa ha sido de la Ley de 1941, mucha han tenido también los 
abogados que no han luchado con suficiente vigor para su reforma. lhering, hace ya más 
de un siglo, enseño que sin lucha el derecho no avanza. Alentar a las nuevas generaciones 
a que sigan luchando es algo que tenemos que proponemos y cumplir. 

b. Principio de la Irresponsabilidad del Estado. 

Cualquier orden social que quiera seguir existiendo requiere de una técnica de 
coacción que regule las acciones entre sus componentes, asegurando que respondan por 
sus netos los unos a los otros. Podemos afirmar que una plena autonomía solo puede 
existir en el abso1uto aislamiento, en cambio mientras exista una mayor interdependencia 
esta conduce a asumir numerosas responsabilidades, pero, a la vez. a beneficiarse con una 
solidaridad más efectiva. 

Por eso el hombre renunció a su autonomía sometiéndose al Derecho que, al 
reglamentar el empico de la fuerza, defiende su libertad, su vida, su integridad y sus 
bienes. Y asi en el campo del Derecho privado se pudieron elaborar las nociones de "neto 
ilícito", "obligación", "sanción" y "responsabilidad". Mientras que en el campo del 
derecho público se presento un grave obstáculo que impidió el avance de principios 
similares a los surgidos en el derecho privado: el viejo concepto de soberanía, concepto 
que fue calificado de "cadavérico, agusanado e infeccioso" por Luis Araquistain, 
destacado miembro de la Comisión Parlamentaria que elaboró In Constitución española de 
1931. Y este concepto fue In base del tradicional Estado Irresponsable. 

Frezzini (7) sostiene que la teoría de la irresponsabilidad absoluta de la 
Administración Pública se concreta en tres postulados: 

A. La sobcrania del Estado que prohibe o niega su 
igualdad con el individuo en cualquier relación. 

B. Representando el Estado soberano, el derecho or­
ganizado, no puede aparecer como violador de 
ese mismo derecho. 

C. Los hechos que en contra de lo dispuesto por la 
ley realicen los funcionarios, jamás pueden ser 
considerados como hechos del Estado; sino como 
si los funcionarios hubieran obrado en nombre 
propio. 

Esta irresponsabilidad del Estado cede conforme a la transformación de las nociones 
¡le Estado, de Soberano y de Poder Público. 

Se hañ dado varias clasificaciones de esta evolución, a continuación se mencionaran 
las más relevantes: 
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a) Clasificación según el Sujeto Pasivo de la Responsabilidad. 

Teissier (8) probó una clasificación universal de carácter objetivo, atendiendo a quien 
responde por los daños causados a los particulares, es decir, al sujeto pasivo de la 
responsabilidad estatal. Esta clasificación considera tres etapas: 

1. Irresponsabilidad del Estado y sus agentes. 
2. Responsabilidad de los agentes, pero no del Estado. 
3. Responsabilidad de ambos. 

Más estas tres etapas sólo han tenido vigencia en Francia, y no as! en los demás países. 
El derecho comparado nos muestra una falta de unidad temporal y espacial que vuelve 
muy imprecisa esta clasificación, por lo que no puede tener aspiraciones de universalidad. 

b) Clasificación según la Fuente Normativa de la Responsabilidad. 
E. Sayagués Laso (9) intenta esta clasificación atendiendo a las fuentes normativas en 

las que se ha fundado la responsabilidad. Y dice: " El sentido general de esta 
transformación en el derecho moderno es siempre más o menos el mismo, el viejo dogma 
de la irresponsabilidad estatal predominante hace siglo y medio, fue cediendo 
paulatinamente para dar paso a los principios de la responsabilidad civil aplicados a la 
actividad administrativa; luego, a su vez, éstos fueron desplazados por conceptos más 
peñeccionados, propios del derecho Público." 

Tampoco esta clasificación tiene una sincronización temporal, es decir, no tiene 
válidez en todos los paises. 

c) Clasificación en Etapas Sociológicas: 

Gordillo ( 1 O) señala cinco étapas: 

l. época primitiva 
2. época teológica 
3. época cstatista 
4. época de indesición 
5. época intermedia. 

El principio de legitimidad se va transformando y, con él, las nociones de soberanía y 
de derecho público. A continuación pasaremos a señalar las características más relevantes 
de cada una de las épocas que constituyen esta clasificación. 
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l. Epoca Primitiva: 

Esta época abarca desde los mismos orígenes de la humanidad hasta Roma. Esta 
época no comprendln, por lo rudimentario de las nociones jurldicas, que existieran 
perjuicios derivados de la actividad estatal. 

El peso del daño ocasionado por el Estado debla de ser soportado por el perjudicado, 
sin que tuviera ninguna acción pnra reclamar u obtener indemnización ni contra el agente 
del cual emanaba directamente el acto, ni contra el soberano. Por lo anterior, en esta 
época eran aplastados por el Estado la integridad y el goce de los derechos de los 
súbditos, en pro de la idea absoluta e injusta del poder del príncipe y de su derecho 
divino. 

En Esparta y en Atenas el soberano dispone libremente de los bienes de los 
ciudadanos, y no es responsable de sus actos sino ante la divinidad, de la cual se 
consideraba él una emanación. 

En Roma la sanción de la "!ex Aquilia" no modifico los términos del problema, ya que 
solo se aplicaba a las personas fisicas. Y no hubiera podido elaborarse sobre ella una 
teoría de la responsabilidad del Estado, por que éste aún no era concebido como una 
individualidad jurídico-financiera. No podía ser entendido el cómo el Estado podría ser 
deudor o acreedor, por lo que, para resolver situaciones concretas se tenla que recurrir al 
Derecho Romano, digamos asi que, para resolver las situaciones en las que existía un 
contrato entre el Estado y los particulares el Derecho Romano creo la noción del FISCO: 
que era una persona moral junto al Emperador a la que pertcneclan los bienes que el 
Estado utilizaba para el cumplimiento de sus fines. 

En base a lo dicho podemos concluir con respecto a esta época que: En ella no pueden 
hallarse principios de responsabilidad del Estado ya que aún no se concebia un Estado 
como unidad jurídico-política. Más sin embargo, si existía un centro de soberanía, con 
imperíum, pero no responde de sus actos sino ante la divinidad. 

Ahora pasemos a la segunda de las épocas. 

2.- Epoca Teológica 

Esta época comprende a la Europa a partir de In Edad Media, es decir, hasta el siglo X 
de nuestra era. 

Hennann Heller (11) afirmó que: 

"Es patente el hecho que durante medio milenio, en la Edad Media no existió el Estado en el sentido de 
una unidad de dominación, independientemente en lo exterior e interior, que actuara de modo continuo con 
medios de poder propios; y claramente delimitada en lo personal y territorial". 
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Los orígenes del Estado Moderno hay que buscarlos en las ciudades-repúblicas de la 
Italia septentrional en el Renacimiento. 

La nueva palabra ESTADO (introducida en la literatura polftica por Maquiavelo) 
designa certeramente una cosa totalmente nueva porque, a partir del Renacimiento y en el 
continente europeo, las poliarquías se convierten en unidades de poder continuas y 
reciamente organizadas; con un sólo ejercito que ern, además, permanente; una única y 
competente jerarquía de funcionarios y un orden jurídico unitario, imponiendo además a 
los súbditos el deber de obediencia con carácter general. A consecuencia de la 
concentración de Jos instrumentos de mando militares, burocráticos y económicos, en una 
unidad de acción política, surge aquel minismo (12) de poder relativamente estático, que 
diferencia de manera característica al Estado Moderno del Territorio Medieval. 

La Alta Edad Media se caracterizó por el proceso de dispersión de la soberanía, 
esto fue superado y el Estado pasó a ser concebido como Unidad y se prevé el que pueda 
llegar a perjudicar a los particulares. 

Duguit (13) "distingue dos posiciones distintas dentro de la doctrina de la soberanía de 
origen divino: 

1.- Derecho Divino Sobrenatural: 

Dios ha investido directamente, con el poder público, al rey, quien ejerce asf Ja 
soberanía a él delegada por Dios. Por esto el Rey tiene derechos sobre sus súbditos pero 
no estos sobre él, ya que el rey solo tiene deberes para con Dios, y sólo ante él responde 
por sus actos de gobierno; por Jo tanto, no se le puede responsabilizar ni a él ni a sus 
funcionarios civilmente por sus actos. 

2.- Derecho Divino Providencial: 

Dios es la fuente de todo poder político "Non cst enim potestas nisi ª Deo". Pero 
los hombres son los creadores de las formas pollticas. 

Es así que el pueblo inviste de poder a sus gobernantes. Pero siendo tal potestad de 
origen divino no se concibe que su ejercicio pueda causar daño indemnizable. 

Una supervivencia en Europa de esta última concepción fue el principio del conunon 
law:'.'.Ib.!1 Kiru¡ Q!n Do No Wrong". 

El dogma de infalibilidad del monarca se funda en el concepto de origen divino del 
poder por él ejercido. Los funcionarios sí pueden cometer actos dañosos, que les serán 
imputados a ellos mismos, ya que sería imposible que se los imputarán al Rey, por que no 
pudo haber sido él quien les dió mandato para cometerlos. 
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Podemos concluir que en esta época por el carácter divino que se le atribula ni 
soberano, éste era intocable en cuanto a atribuirle responsabilidad alguna, más no nsí sus 
funcionarios que si podían ser responsables. 

3.- Epoca Estatista: 

Las doctrinas teológicas de la soberanía fueron tenninándose, atacadas en el siglo 
XVIII por el iluminismo. 

Con la "declarnción de los derechos del hombre y del ciudadano", el principio de la 
"soberanía popular" reemplaza al de la soberanía de origen divino de la corona. (14) 

Más, pese a esto, no se podía aplicar aún una Responsabilidad del Estado, ya que en el 
seno de la Revolución y a la sombra de la guillotina los nuevos gobernantes se atribuyen 
la omnipotencia y la infalibilidad de los monarcas del "Antiguo Régimen". 

Jezc (15) dice que "El dogma de In sobcranfn nncionnl no es más que un sofisma: es el 'derecho 
dil'ino' de los reyes sustituido por el 'derecho divino' del pueblo organizado bajo In forma de Estndo'1. 

Otra opinión es la de Rousseau. 

Roussenu (16) sostiene que "Estando formado el cuerpo soberano por los particulares, no 
tiene ni puede tener inter~s contrario ni de ellos; por consecuencia, In sobcranfa no tiene necesidad de 
dar ninguna garantfa a los súbditos, porque es imposible que el cuerpo quiera perjudicar a todos sus 
miembros. No puede daftar tampoco a ninguna en particular. El soberano, por la sola razón de serlo, 
es siempre lo que debe ser11

, 

Rousseau piensa que no puede haber ningún conflicto entre la autoridad del pueblo 
(en la comunidad) y sus libertades concretas (en los individuos). El Reinado del Terror, 
en Francia, deja a la vista que el pueblo soberano libre de todo freno es tan despótico y 
tiránico como cualquier Rey. Por lo que forzosamente deberá de existir un freno para el 
pueblo, es decir, un mecanismo que lo regule para su buen funcionamiento. 

La Revolución Francesa fracasó en su intento de crear una Teoría de Responsabilidad 
del Estado. Y tuvo que pasar un siglo para que se admitiera que aunque el poder soberano 
sea el más alto y no dependa de ningún otro, se halla sometido al derecho y por lo tanto 
posee determinadas restricciones. 

34 



Al respecto Jllinek (17) dice que: "Si •I poder político íu•se omnipotente podrla suprimir et 
orden jurídico, int duciendo la anarqula y, en una palabra. destruine uf mismo. El poder estatal 
encuentra una limi!t ión en la necesidad de ser poder jurídico, es decir, un poder cuyo ejercicio se 
hall1 normativame te rea;ul1do. El Estado puede, es verdad, eleeir su constitución; pero es 
imprescindible que enea ala;una. La anarquía es una posibilidad de hecho, no de derecho. 

4.- Epoca de decisión 

Durante esta toca se mantiene el principio de la irresponsabilidad del Estado, pero 
lentamente se va ]°nsagrando la responsabilidad de los funcionarios. 

En Inglaterra 1 s funcionarios comienzan a responder ante terceros por sus actos (siglo 
XVI) (18), esto, e principio tiene un campo de acción muy restringido, con dos tipos de 
limitaciones: 

Porque el func onario no responde por daiios causados en cumplimiento de ordenes 
superiores o por a simple irregularidad o negligencia en el ejercicio de la función. Sólo 
es responsable en s casos de culpa grave o dolo. 

b) En cuanto al ROCEDII\llENTO: 

El procedimien o es dificil y engorroso, como para desanimar a los administrados que 
tuviesen la intenci n de demandar al funcionario causante de sus perjuicios. Se requiere 
de previa autorizac ón del Poder Administrador para poder Jlevar a un funcionario ante los 
estrados judiciales. 

itaciones se vinculaba la cláusula antirrepublicana contenida en el 
Articulo 75 de la C nstitución Francesa del ailo VIII ella 13 de diciembre de 1799, es una 
Constitución Napo cónica. consagraba una garantía al funcionario de indemandabilidad 
por los actos come ·dos en el ejercicio de sus funciones. El Consejo de Estado debla 
previamente auto · que el funcionario fuese demandado, a menos que se tratara de una 
falta absolutamente ersonal, resultante de actos distintos de su función. 

Gordillo transcri e un párrafo incisivo y cáustico de Alexis de Tocqueville, que se 
reproduce por su int rés: 
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11 EJ articulo pareció tan excelente, que ni destruirse Ja Constitució11 de que formnbn parte, se tU\.'O 

buen cuidado de sacarlo de entre las ruinas, y después sobrevivió a todas las revoluciones. Los 
funcionarios administrativos tienen nún la costumbre de llamar al prMlegio que este articulo les 
concede: 'una de las grandes conquistas del 89'; pero en esto se equivocan también, porque bajo In 
anti&ua monarqufa el gobierno no ponía menos cuidado que en nuestros dias para evitar a los fun. 
cionarios el disgusto de tener que coníesarse ante la Justicia como simples ciudadanos. La única 
diíerencia esencial es éstat antes de la Hevolución, el gobierno no podía defender n sus agentes más 
que recurriendo a medidns ilegales y nrbilrarias; en tanto que después ha podido legalmente dejarlos 
violar las leyes". (19) 

El decreto del 19 de septiembre de 1870 declaró abrogada la citada disposición de la 
Constitución del año VIII y "todo lo dispuesto por leyes generales o especiales que 
tuvieran por objeto trabar las demandas dirigidas contra los funcionarios públicos, de 
cualquier orden que fueran". (20) Ahora quedaba abierta la via para consagrar la 
responsabilidad de los funcionarios, pues los Tribunales Civiles se hallaban predispuestos 
a sujetarlos al derecho común. 

Surge un nuevo escollo, cuando el Tribunal de Conflictos, en el famoso fallo 
"Pelletier" (30-7-1873), se basa en el principio de separación de los poderes para decir 
que los actos administrativos, cumplidos por un agente en el ejercicio de sus funciones, no 
podían ser examinados por los Tribunales Judiciales. La cuestión de la responsabilidad, 
en lugar de ser una cuestión de fondo, pasé a ser una cuestión de forma, ya que según el 
tribunal que entendiera de la causa sería la solución. Por lo anterior Francia muestra asf 
un retroceso. Contrastantemcnte Alemania dió un gran paso adelante con el articulo 839 
del Código Civil que dice: 

''El funcionario que intencionalmente o por negligencia 
viole el deber profesional que le corresponde respecto 
de un tercero, deberá reparar el dailo causado a éste. 
Si el funcionario fuese sólo culpable de negligencia, 
únicamente será responsable cuando el lesionado no 1me· 
dn obtener reparación de otro modo11 (Traducción de 
Garcta Méyncz), 
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Esa nonna del Código Civil Alemán es reproducción del Derecho Alemán anterior a 
1900, por lo que concluye que la eficiencia de la Administración alemana se aseguró 
precozmente con un buen sistema de responsabilidad de sus funcionarios. A este punto de 
partida legislativo se enlazarla, más tarde, la Ley de Responsabilidad de los Agentes del 
Reich (1910), el articulo 131 de Ja Constitución de Weimar y el nrticulo,34 de In Constitu­
ción de Bund. 

5.- Época Intermedia. 

Comprende n la época actual. Podemos ver que consagrada ya la responsabilidad civil 
de los funcionarios frente a los perjudicados por sus actos ilegales o negligentes, 
comienza ya a admitirse la Responsabilidad del Estado por esos mismos actos y por los 
suyos propios, aun cuando fuesen regulares y legales. 

Se admite ya, en cierta medida, la Responsabilidad del Estado aún por actos 
legislativos. 

Se tiene ya en claro que al resultar violado un derecho individual, debe haber siempre 
una indemnización. Si el culpable no la puede dar debe ofrecerla la sociedad. 
Consecuentemente Ja posible insolvencia del agente público para afrontar el pago de las 
reparaciones exigibles no puede perjudicar al damnificado. El Estado, responsable de los 
servicios, será quien responda por dichas reparaciones. 

Gordillo (21) afinna que: 11 Es decir, un criterio polftico nos ha conducido a In etapa 
intermedia, asi como también será un criterio poHtico el único que podré conducirnos n la etapa 
definitiva de la responsabilidad del Estado''. Puedo sei\alar que es exacta su afirmación en el sentido 
de que la cuestión de la responsabilidad del Estado se resuelve en un planteamiento de concepciones 
políticas previas, que poco menos que determinarán la solución que se dé al problema. 

Frente a la aseveración de que "esa evolución demuestra ... una tendencia hacia la 
adaptación de un principio más jurldico y menos poHtico, que concilie los derechos del individuo con 
101 del todo social, representado por el Estado juridico-social y no obstante policial", surge una 
replica de Gordillo diciendo que: 11 

••• prccisamentc la conciliación de los derechos individuales y 
los del todo social seré distinta según sea la concepción politica que se sostenga respecto al Estado". 
(22) 

Y, tras analizar el problema a través de las cuatro concepciones políticas que en grado 
más o menos puro o mixto se disputan el predominio del mundo moderno se llega a las 
siguientes conclusiones: 
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a) Cualquiera que sea la concepción sociopolftica a la 
que se haya adscrito un pueblo, sus postulados fun­
damentales conducen al reconocimiento de la respon­
sabilidad del Estado por los daños que ocasione en 
el ejercicio de sus actividades. 

b) El legislador debe tener conciencia de la congruen­
cia del sistema político existente en la comunidad 
de que forma parte, sancionando -con normas positi­
vas- la plena responsabilidad del Estado y de sus 
funcionarios. 

c) También los jueces deben tomar en cuenta estos prin­
cipios, como regla de interpretación, cuando no 
existan normas positivas expresamente referidas al 
problema y deba recurrirse a la aplicación de nor­
mas genéricas e imprecisas. 

Consecuentemente, en este último inciso, el criterio del juez va a tener mucho que ver 
con la buena aplicación de la justicia ya que debera aplicar estas normas para la solución 
del problema. 

También por todo lo que anteriormente hemos visto, se llega a un solo punto: Un 
Estado que debe ser responsable, pues debe reconocer las consecuencias de sus actos, y 
son sus actos los realizados por sus funcionarios en ejercicio de sus deberes. 
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c. EL SISTEMA ITALIANO 

Una de las columnas de sostén de la responsabilidad del Estado en muchos 
ordenamientos jurídicos es precisamente el sistema italiano, por lo que es de vital 
importancia conocerlo aunque sea solo los puntos sobresalientes. 

El régimen de la responsabilidad chil y del funcionario encontraba en el ordenamiento 
positivo italiano anterior a la entrada en vigor de la Constitución de 1948 era el siguiente: 

Ante todo, se debe tener en cuenta que bajo el imperio del Estatuto Albertino, no 
existía ningún precepto constitucional que consagrase la responsabilidad civil de los entes 
públicos y sus funcionarios ( 1848), pcnnanecía viva todavía la idea de incompatibilidad 
entre los conceptos de soberanía y responsabilidad. Dada la ausencia de un principio de 
responsabilidad del Estado y de otros entes públicos en la nonna constitucional, 
correspondía a la doctrina y a la jurisprudencia la dificil tarea de su incorporación al 
ordenamiento, mediante un esforzado trabajo de adaptación a la esfera pública del 
régimen general de responsabilidad civil establecido por el Código Civil de 1865, 
sustituido más tarde por el Código de 1942. 

La primera consecuencia de un sistema de responsabilidad civil del Estado y del 
funcionario frente a terceros, articulado en base a nonnas establecidas por la ley ordinaria 
sin cobertura ni respaldo constitucional, consistía en la posibilidad siempre presente de su 
fragmentariedad, en razón de las modificaciones y derogaciones parciales introducidas a 
su vez por leyes ordinarias posteriores. (23) 

Ahora veremos cómo era entendida y construida la responsabilidad del Estado y el 
funcionario por los dru1os causados a terceros, según la jurisprudencia y la doctrina 
italiana anteriores a la vigente Constitución Republicana. 

Se solla afinnar insistente y pacíficamente que la responsabilidad del Estado por los 
daños causados como consecuencia de los actos ilfcitos de sus funcionarios tenía carácter 
directo, en aplicación de la llamada teoría orgánica, según la cual el acto dañoso emanado 
de un órgano del Estado debe ser considerado como un acto propio del ente, en virtud de 
la relación de identificación orgánica que vincula al órgano con el ente público. (24) 

Se descartaba cualquier supuesto de responsabilidad indirecta del Estado o de otros 
entes públicos, en base a dos principios dogmáticos dominantes en la doctrina tradicional. 

En primer lugar: Porque la admisión de una hipotética 
responsabilidad indirecta de Jos entes públicos 
hubiese implicado aceptar la aistencia de una 
dualidad de sujetos jurfdicos, dualidad que, no 
podfa dane en la relación existente entre el ór-
gano y el ente público¡ y 
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En segundo lugar: Porque la llamada responsabilidad 
indirecta de los entes administrativos venia a 
entrar en contradicción con un elemento que se 
juz¡:aba esencial en la responsabilidad por actos 
de un tercero, cual es la culpa in. cligendo o 
iu vigilando, que, en el caso de la Administra· 
ción Pública, nunca habría podido ser determinada 
por el juez, dado el minucioso y reglamentado sis· 
tema de selección de los funcionarios públicos y 
el vasto conjunto de controles y medidas de vigi· 
landa que disciplinan la actividad administrativa.(25) 

Por no ser aceptada la responsabilidad indirecta de la Administración Pública, 
resultaba excluida cualquier responsabilidad personal del funcionario, tanto frente al 
ciudadano lesionado en sus derechos como frente a la propia Administración, la cual no 
podía repercutir sobre aquél la parte de la deuda resarcitoria que le correspondiese en 
proporción a su participación culposa en la producción del daño. La injustificada 
situación de privilegio de la que automálicamcntc se beneficiaba el funcionario -
exonerado de responsabilidad por los daños culposos causados en el ejercicio de sus 
funciones- obligó a la jurisprudencia a modificar en la práctica el citado principio de 
irresponsabilidad del funcionario mediante la introducción de dos importantes 
atenuaciones al mismo: 

la. Afirmando que el comportamiento doloso del funcionario, aunque se manifieste 
externamente como la realización de una actividad pública rompe la relación orgánica que 
le une al ente público e implica su r~sponsabilidad personal con exclusión de toda 
responsabilidad directa de la Administración. (26) 

2a. Mediante la fijación de una responsabilidad patrimonial del funcionario, junto a la.' 
responsabilidad directa de la Administración, por los hechos ilicitos culposos cometidos 
por aquél; acumulación de responsabilidades que se pretendía justificar afirmando que "In 
relación entre el ente y el funcionario, idéntica a la relación existente entre organismo y 
órgano, deja sin prejuzgar la distinta personalidad de los dos sujetos", de modo que "el 
ente-organismo y el funcionario-órgano son siempre dos personas con todas las cualidades 
inherentes a cada una de ellas: el hecho mismo que entre ellas se excluya toda relación de 
representación necesaria o voluntaria ... lleva a la consecuencia de que las dos personas en 
el ámbito de sus respectivas actividades, responden ambas de los efectos de éstas. El ente 
responde porque, contrariamente a sus propios fines que son también los fines del Estado, 
ha lesionado el derecho ajeno; el agente responde porque, actuando como persona y no 
como instrumento mecánico, ha realizado el hecho que constituye la causa inmediata del 
daño".(27) 

El cuadro del estado de la cuestión anterior a la Constitución se complementaba con 
otros dos importantes principios: 
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1) El primero se refcria a la supuesta incompatibilidad entre acto discrecional y 
responsabilidad, apoyada en la estricta prohibición impuesta al juez ordinario de controlar 
el ejercicio del poder discrecional de la Administración. 

2) El segundo, por el contrario, tendía a extender la responsabilidad directa de la 
Administración a toda la actividad desarrollada por ésta, fuese pública o privada, jurídica 
o simplemente material. (28) 

Pues bien, esta era Ja situación que imperaba antes de In entrada en vigor de la 
Constitución de 1948, más, también existió un proyecto previó a dicha Constitución, el 
articulo 22 del proyecto discutido por la primera Subcomisión de la Asamblea 
Constituyente decía así: 

"Los funcionarios del Estado serán responsables, según In ley penal y In civil, por los netos 
realizados con dolo o culpn en violación de los derechos de libertad sancionados por In presente 
Constitución. 

El Estado responderá solidariamente de los dai\os cometidos por sus funcionarios". 

Mediante esta norma se pretendía dotar de una clicaz garantía a las nuevas libertades 
democráticas de los ciudadanos frente a posibles abusos o violaciones por parte de los 
servidores del Estado en el desempeño de sus actividades públicas, esta norma del 
proyecto venia incluida sistemáticamente en la primera parte de la Constitución titulada 
"Derechos y deberes de los ciudadanos". 

Esta norma adolecía de una doble limitación: 

a. En primer lugar, los derechos y libertades de los ciudadanos podían ser objeto de 
dolosa o culposa violación no solamente por la acción de los funcionarios estatales, sino 
también evidentemente por la de los funcionarios de otros entes públicos. 

b. En segundo lugar, se consideró que no existlan razones fundadas para limitar el 
ámbito objetivo de la garantía constitucional a los derechos de libertad, introduciéndose 
as! una discriminación con relación a otros derechos constitucionales y debilitándose al 
propio tiempo ta irununidad del ciudadano en el ejercicio de estos últimos. 

La redacción del articulo 22 del proyecto fue definitivamente aprobado por la 
Comisión con el siguiente texto: 

"Los funcionarios públicos serán responsables, conronnc a la ley penal y a la civil, por los actos 
realizados con dolo o culpa en violación de los derechos uncionado1 por la presente Constitución. 

El Estado y los demés entes públicos responderán solidarinmente de los dnftos causados por sus 
funcionarios." 
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Con dicha redacción se mantenía y reforzaba el cspiritu infonnador del texto primitivo, 
es decir, la introducción de un principio de responsabilidad penal de rango constitucional 
a la que estarian sujetos todos los funcionarios públicos como sanción de un eventual 
comportamiento culpable y lesivo de los derechos constitucionales de los ciudadanos. Sin. 
embargo, dicha fonnulación del citado principio hizo que se presentasen a su vez otros 
tres importantes problemas: 

1.- La extensa fórmula "derechos sancionados por la Constitución" venía a ampliar en 
la práctica la garantía constitucional a cualquier tipo de derecho subjetivo, puesto que, 
como observó oportunamente Alessi, "directa o indirectamente todos los derechos 
subjetivos pueden ser reconocidos a la Constitución". (29) 

2.- La garantia civil (responsabilidad civil), sancionada en el texto constitucional junto 
a la garantia penal (responsabilidad penal), se articulaba defectuosamente en el sentido de 
que un funcionario podía vulnerar dolosa o culposamente un derecho sancionado por la 
Constitución sin que por ello causase necesariamente un dafio patrimonial generador de 
responsabilidad civil, puesto que, a tenor del artículo 2043 del Código Civil, la obligación 
de resarcimiento sólo se genera en presencia de drulos injustos ("cualquier hecho doloso o 
culposo que causa a otro un dai1o injusto obliga a quien ha cometido el hecho a resarcir el 
daño.") 

3.- En tercer lugar, de un examen ictu oculi del último párrafo del texto del proyecto 
podía surgir la duda acerca de si la solidaridad del Estado y de los demás entes públicos 
cubrfa no sólo la responsabilidad civil del funcionario, sino también su eventual 
responsabilidad penal. (30) 

En su última redacción, el texto del proyecto constitucional, en su articulo 22 ofrecía 
ya, de hecho, elementos suficientes para plantear en toda su dimensión el problema. 
general de la responsabilidad por los dai1os causados en la esfera jurfdico- patrimonial de 
los particulares como consecuencia de la actividad administrativa. La redacción 
definitivamente aprobada para su presentación en la Asamblea decía así: 

"Los sientes del Estado y los entes públicos serAn penonalmente responsables, según las leyes 
penales y administrativas, de los actos realizados con lesión de derechos. El Estado y los entes 
públicos garantizarán el resarcimiento de los daftos causmdos por sus aeentes. 

La ley detenninad las condiciones y los modos de reparación de errores judiciales". 

La norma ha cambiado ya completamente de sigoificado: los constituyentes plantean 
ahora el problema general de la responsabilidad jurídica de los funcionarios y de los entes 
administrativos frente a los particulares. Es eliminado el último párrafo relativo a la 
indemnización por errores judiciales. Este último párrafo fue trasladado al final del 
articulo 19 del Proyecto, que más tarde se convirtió en el articulo 24 de la Constitución 
Italiana. (3 1) 

42 



El texto del artículo 22 del Proyecto se vuelve a modificar, y finalmente fue 
aprobado con la siguiente redacción: 

"Los íuncionarios y agentes del Estado y otros entes públicos serán directamente 
responsables, según lns leyes civiles, penales y ndministrntivas, de los netos realizados con lesión de 
derechos. En tales casos In responsabilidad civil se eiticnde al Estado y demás entes públicos." 

Y es con la fórmula anterior que el articulo 22 del Proyecto se transformó en el 
articulo 28 de la Constitución Italiana. Este artículo 28 plantea una serie de cuestiones 
y de problemas que han sido objeto de un amplio examen por parte de la doctrina, y son 
los siguientes: 

1) Responsabilidad Civil de la Administración Pública: 
a. Título de la responsabilidad 

- Directa; o 
- Indirecta. 

b. Naturaleza de la responsabilidad 
- Subjetiva; u 
- Objetiva. 

c. Ámbito objetivo de la responsabilidad. 

2) Responsabilidad civil del funcionario: 
a. Titulo de la responsabilidad 
b. Naturaleza de la responsabilidad 
c. Ámbito subjetivo de la responsabilidad. 

3) Cuestión de los límites existentes entre la responsa­
bilidad de la Administración Pública y la responsabi­
lidad del funcionario. 

4) La relación existente entre la responsabilidad civil 
de la Administración y la responsabilidad civil del 
funcionario. (32) 

Como se puede observar con la lectura del articulo 28 Constitucional italiano, este 
seftala dos sujetos eventual o potencialmente llamados a responder de los daiios causados 
por la vulneración de los derechos de un tercero. Por tal motivo, conviene delimitar el 
campo objetivo, dentro del cual únicamente se puede plantear la cuestión de la imputación 
de aquellos dailos a uno o a otro sujeto. Es decir, la delimitación de este campo equivale 
a la definición de aquella parte de la responsabilidad extracontractual que, teóricamente, 
podría ser atribuida tanto al ente público como al funcionario o bien a 'ambos 
simultáneamente. (33) 
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Es verdad, hay una serie de situaciones en las que el sujeto llamado a responder no 
puede ser otro que el ente público, quedando el funcionario autor material del daño al 
margen de la imputación frente a tercero. Se trata de todas aquellas situaciones en las 
que el ente se presenta como titular de una obligación preexistente frente a un sujeto 
privado, se deriva esta obligación de una relación contractual privada o pública, o bien 
directamente de la ley, de un reglamento o de un acto administrativo. Son los casos de 
daños producidos por la violación, según la terminologla de Alessi, de la esfera jurídica 
complementaria de otro sujeto juridico. (34) En estos casos el daño causado al particular 
como consecuencia del incumplimiento de la obligación preexistente se imputa 
directamente a la Administración Pública titular de aquella obligación. El sujeto jurídico 
al que el ordenamiento ha atribuido el deber de realizar la prestación es solamente el ente 
público y, por tanto, únicamente éste estará obligado a responder frente al particular 
d1111ado por el incumplimiento. (35) 

El funcionario, por consiguiente, no podrá ser demandado en este caso por el sujeto 
d1111ado. Todo lo más, si el incumplimiento ha sido debido a un comportamiento doloso o 
culposo por su parte, dicho comportamiento podrá dar lugar a una eventual res­
ponsabilidad administrativa frente ni ente público que haya debido resarcir al particular. 
Pero, como es obvio, dicha responsabilidad administrativa es independiente y distinta de 
la responsabilidad patrimonial del ente frente a tercero. (36) 
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d. SISTEMA FRANCÉS 

El ordenamiento francés presenta en su conjunto características muy similares a las del 
ordenamiento italiano, pero debe ser estudiado individualmente para una mejor 
comprensión del fundamento y naturaleza de la responsabilidad civil de In Admi­
nistración. 

Después del triunfo de la Revolución sobre Ancien Regimc, el nuevo régimen liberal 
dejó sin lesión alguna el principio de la irresponsabilidad del Estado como manifestación 
necesaria de la soberanía estatal. En efecto, se pensaba entonces que entre las nociones 
de soberanía y de responsabilidnd civil del Estado existía una verdadera incompatibilidad, 
muy bien resumida en la conocida afinnación de Lafcrriere: 11 Le J!!Qill;. ~ 1ª souvcraincté 
~ ill:, s'imposcr ª tous sans compcnsntion" (37) 

Semejante idea no podia durar largo tiempo, no tnnto por las injustas consecuencias 
que acarreaba a los particulares -en verdad, el Estado liberal, a comienzo del siglo XIX 
con sus actividades estrictamente limitadas, no tenia en la práctica muchas ocasiones de 
provocar daños-, sino sobre todo por la misma contradicción del principio de 
irresponsabilidad con los postulados que daban solidez y coherencia al nuevo régimen 
liberal burgués, en particular el de sujeción incondicionada de los poderes públicos al 
Derecho. El propio desarrollo de la realidad del Estado y de la ideología liberal condujo a 
la incorporación del principio opuesto, es decir, de la responsabilidad civil del Estado y 
otros entes públicos por los daños causados a los administrados. (38) En un primer 
momento, la aceptación del principio de responsabilidad fue parcial y limitada exclusiva­
mente a los llamados: actos de gestión, a través de los cuales, se decía, el Estado se 
manifiesta y actúa al modo de una persona jurídica privada, en contraposición a los 
llamados actos de imperio que, en la medida en que exteriorizan la auctoritas estatal, no 
podían engendrar responsabilidad. (39) Pero muy pronto la jurisprudencia pretoria del 
Conscil D'Etat inició el proceso de sometimiento indiscriminado del Estado al Derecho, 
que necesariamente habria de desembocar en la plena aceptación de In responsabilidad 
civil de los poderes públicos, cualquiera que fuese la forma. privada o pública, en que se 
manifestase su actividad lesiva. (40) 

Es importante destacar algunas de las características más sobresalientes del sistema 
francés, respecto a la evolución histórica de la responsabilidad civil de In Administración, 
en particular aquellas que guardan relación con el tema de la naturaleza de la 
responsabilidad de los entes públicos. Aunque la responsabilidad civil del Estado, al 
famoso mrl! Blanco de 1873, haya sido construida en sede judicial como un sistema 
autónomo al margen de las nonnas del Código Civil, el influjo de las doctrinas civilistas 
importantes llevo a la incorporación dentro del mismo de la doctrina de la culpa (41), la 
cual, junto a la noción de "funcionamiento de un servicio público" -en el que colocaba la 
causa u origen de In responsabilidad pública-, produjo In extraña figura de la llamada 
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faute ¡!.!; service que, en un principio, no guarda relación alguna con la noción tradicional 
de culpa de un sujeto fisico; diferenciación que se manifiesta cabalmente cuando en un 
mismo suceso dañoso coexisten una fautc ¡!.!; seivice. que engendra la responsabilidad del 
ente público, con una faute personnelle del funcionario autor material del hecho dañoso, 
que puede dar lugar a la responsabilidad personal de este último. Por otra parte, es bien 
sabido que la expresión francesa faute tiene un significado mucho más amplio y, en cierto 
modo, más objetivo que el ténnino culpa. (42) Aquélla se refiere, más que al fundamento 
o a la naturaleza de la responsabilidad, al criterio delimitativo de los daños imputables, 
sea a la Administración ~ ¡!.!; service), sea al funcionario (faute personnelle 
détachable). En efecto, la noción básica en torno a la que gira todo el instituto de la 
responsabilidad de Derecho Público es la de sctvicio público cuyo funcionamiento puede 
causar daños a los particulares. Bien entendido que, bajo el ángulo visual del 
resarcimiento patrimonial, por setvicio público se entiende no sólo una de las fonnas de 
ejercicio de la acción administrativa, sino toda la actividad jurídica o material emanada de 
los poderes públicos y constitutiva de la llamada gestión pública de la Administración. 
(43) En tal sentido, la jurisprudencia reciente tiende a eliminar la noción de faute ¡jg 
service para sustituirla por la noción más simple y más clara de foit dommageable que 
guarde algún lienavee ~ service. (44) 

Aquello que importa, en primer lugar, es la existencia de un daño adornado por los 
caracteres de certeza, especialidad y anonnalidad, que en un principio pueda ser atribuido 
al funcionamiento de un servicio público, es decir, a la actividad pública desarrollada por 
la Administración (o, mejor, por la personificación concreta de la Administración en que 
consista, precisamente, un ente público concreto). Cuando se afirma por la doctrina y la 
jurisprudencia francesas que el daño causado, para ser merecedor de resarcimiento, debe 
ser imputable no solamente al funcionario de un servicio, sino también un funcionamiento 
fautif. se quiere aludir no tanto a una presunta e inexistente 11culpabilidad 11 del servicio, 
sino más bien a la antijuridicidad del daño soportado por la victima, antijuridicidad que 
se traduce en el anonnal funcionamiento del servicio. Por consiguiente, como 
fundamento de la responsabilidad del ente público no hay sino el daño antijurídico 
producido en la esfera jurídica de un administrado. Este daño se imputa a la 
administración -siempre que haya un nexo de causalidad entre daño y setvicio- en virtud 
del riesgo creado por aquella mediante el funcionamiento del sctvicio. Lo cual quiere 
decir que la injusticia del daño se excluye en los casos de funcionamiento normal o de 
fuerza mayor. En este sentido, solamente un daño que sea imputable a un funcionamiento 
normal o correcto del servicio quedará privado de resarcimiento, por considerarse que en 
tal caso las consecuencias dru1osas del riesgo del funcionamiento del servicio deben 
permanecer a cargo del sujeto dañado, dado que el hecho dañoso no ha sido injusto. Sin 
embargo, existen bastantes supuestos de daños causados por un llrunado funcionamiento 
normal del servicio (casos en los que por definición no es posible hallar una faute ¡!.!; 
seivice) que la jurisprudencia se ha mostrado inclinada a considerarlos merecedores de 
resarcimiento, en aplicación de· los criterios del riesgo excepcional y de la pura 
causalidad. 
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Por último, debe tenerse en cuenta que, sin perjuicio de la responsabilidad del ente 
público, en los casos en que el dario haya sido causado en concreto por el 
comportamiento culposo o doloso de un funcionario, es decir, en los casos en que haya 
una faute pcrsonncllc de un funcionario. identificado como autor material del daño, éste 
podrá ser obligado a responder directamente frente al dañado. Sin embargo, dicho 
comportamiento culposo no es necesario para provocar la responsabilidad del ente, sino 
únicamente para determinar la responsabilidad personal del funcionario, sea en vía 
principal frente al daoiado, sea en vía de regreso frente al ente público que ha resarcido el 
daño. 

Después de haber visto todo esto tenemos que, este país, donde tan extensamente se 
reconoce Ja responsabilidad estatal y cuyos juristas han aportado importantes estudios 
sobre el tema, carece de una legislación general sobre la materia. El régimen francés es el 
resultado de una lenta elaboración jurisprudencia!, que ha ido aceptando las 
construcciones doctrinales. Asf que fa historia, como brevemente hemos visto y 
continuaremos viendo, de la responsabilidad estatal en Francia podria estudiarse a través 
de las decisiones de su Consejo de Estado. 

En Francia se paso de la aplicación de las disposiciones del Código Civil a las de 
derecho Público. Pero en el primer momento, la aplicación de las disposiciones de 
derecho público se limitaba a cierta zona de la actividad estatal, quedando excluida la 
denominada actividad de gestión (45) y la regulación de la responsabilidad de las personas 
públicas menores: departamentos, comunas, etc. Se fue operando asf una triple evolución: 

1.- muchas actividades que se consideraban privadas o de 
gestión fueron pasando a ser servicios públicos; 

2.- la actividad de los departamentos y comunas fue regu­
ladas por reglas de derecho público; 

3.- la responsabilidad del Estado fue reconociéndose aun 
por los actos típicos de autoridad, v.g. los de po­
licfa y guerra. 

Consecuentemente de la triple evolución, en el estudio actual, la responsabilidad 
estatal se rige -en principio- por el derecho público y, excepcionalmente, por el derecho 
civil. 

Respecto de la clasificación de Teissier-Bielsa se puede decir que se pueden distinguir 
tres periodos (dentro de la tercera etapa -Responsabilidad del Estado y del Funcionario-): 
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a) A partir del "arret Blanco", que sienta la diferencia 
entre "falta personal" y "falta de servicio", distri­
buyendo la responsabilidad entre el funcionario y la 
Administración según se trate de uno u otro supuesto; 

b) A partir del fallo "Lemmoniere" (1918), que consagra 
la "acumulación de responsabilidades", agregando a 
la responsabilidad directa de la Administración (por 
falta de servicio), la responsabilidad indirecta (por 
falta personal del funcionario); 

c) Comienza con el fallo "Laruelle" (1951) que, sin ne­
gar la responsabilidad directa o indirecta de la Admi­
nistración, trata de integrarla con una efectiva res­
ponsabilidad del funcionario. 

Fue labor de la doctrina y la jurisprudencia francesa, la construcción de un sistema de 
atribución de la responsabilidad, basada en la distinción entre falta personal y falta de 
servicio. Autores más modernos utilizan el criterio de que: la falta sea separable o no de 
la actividad administrativa, sigue predominando el criterio clásico de diferenciación que 
sentó E. Laferriere en el lending-case: Laumonnier-Carriel: (46) "Si el acto dañoso es 
impersonal, si el revela un administrador, un mandatario del Estado más o menos sujeto a 
error, y no el hombre con sus debilidades, sus pasiones, sus imprudencias ... el acto es de 
servicio". 

La jurisprudencia ha ido evolucionando cuando se presentan situaciones en que ambos 
conceptos se superponen, evolución que va desde una solución excluyente 
(responsabilidad del Estado o responsabilidad del funcionario) a un criterio integrativo, 
pasando por un criterio acumulativo que, llevó a la casi total impunidad de los 
funcionarios culpables. 

Dentro de las "faltas personales" pueden a su vez distinguirse dos situaciones: 

A.- Cuando el agente público la comete fuera del ejer­
cicio de la función; 

B.- Cuando la comete en el ejercicio de la función o, 
por lo menos, en ocasión de la misma (falta perso­
nal en el servicio). 
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La "faute ~ service" es diferente de la "fautc ID! servicc", pues la "fnute fil! service" 
es una falta impersonal y objetiva del funcionamiento del servicio público. 

Estos son los supuestos que se tenian en cuenta para determinar la atribución de 
responsabilidad. Esto proccsalmcnte funcionaba de la siguiente manera: 

En el PRIMER PERIODO: 

Las faltas personales (fuera o en el ser.icio) dcblan demandarse ante los Tribunales 
Judiciales y no responsabilizaban a la Administración; 

Las faltas de servicio debían demandarse ante los Tribunales Administrativos y no 
responsabilizaban al agente público. 

Este criterio excluyente tenía dos dificultades prácticas: 

1) en cada caso, habia que resolver una cuestión previa 
de jurisdicción, que debla elevarse a decisión del 
Tribunal de Conflictos; 

2) en los casos en que no había falta de servicio, aun 
cuando la falta personal del funcionario hubiese si­
do en el ejercicio de la función, el particular damni­
ficado no lograba el resarcimiento del daño por in­
solvencia del agente público culpable. 

En el SEGUNDO PERIODO: 

Se trata de obviar este segundo inconveniente del periodo anterior. Así como el 
antecedente del caso "Compagnie Coloniale !!J¡ Congo Fmncais" (1909) se dicta el 
Leading-cnse Lemmonier (1918)' que introduce un criterio acumulativo de 
responsabilidad. Lcon Blum, en sus conclusiones a dicho fallo sostenla: "Si la falta ha 
sido cometida en servicio o en ocasión del servicio, si los medios y los instrumentos de la 
falta han sido puestos a la disposición del culpable por el servicio, si en una palabra el 
servicio a condicionado el cumplimiento de la falta, el juez administrativo -entonces­
podrá y deberá decir: la falta se separa tal vez del servicio, es un asunto para que decidan 
los Tribunales, pero el servicio no se separa de la falta." Asl el Consejo de Estado 
condenaba a la Administración "bajo reserva de que la victima subrogará al Estado en los 
derechos que ella tiene podrá hacer valer contra el funcionario." ( 4 7) 

Estas conclusiones, agravadas por el sistema jurisdiccional francés, condujeron a la 
siguiente situación señalada por Waline: (48) 
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"En el hecho, Ja consecuencia de esta jurisprudencia 
ha sido de sustituir prácticamente la responsabilidad 
de la colectividad público a la del agente culpable. 
La víctima, teniendo lo cJección entre una acción 
contra el agente tomada personalmente y otra 
contra la colectividad, eligirá siempre Ja segunda. 
"El resultado es que '3 pretendida acumulación de 
respon11bilidades, en caso de la faUa personal del 
funcionario o 12ente público, hace lugar en la prác­
tica a Ja responsabilidad e.xclusiva de la colectividad 
pública y a Ja irresponsabilidad de hecho de los 
culpables11

• 

Este criterio tenía dos ventajas sobre el anterior: 

1.- La victima obtenía el resarcimiento del dai!o sufrido pues no tenla que sufiir el 
riesgo de la insolvencia del funcionario culpable; 

2.- Significa una superación del excluyente, mostrando como un mismo daño pudo 
haber sido consecuencia de una falta de servicio y de una falta personal en el servicio. 

Más tiene el grave inconveniente social de : 
Conducir a la irresponsabilidad del funcionario, con su 
secuela de prevariaciones (49) e inmoralidad administra­
tiva. 

En el TERCER PERIODO: 

Lo más llamativo es Ja actitud francamente "revolucionaria" del Consejo de Estado 
aprobada posteriormente por el Tribunal de Conflictos. En el caso "Laruelle" (50) decide: 

a) Que es competente para entender de la responsabilidad que pueda caber a un agente 
por sus faltas personales, ergo que Ja detenninación de cuándo ha habido falta personal Je 
corresponde a él y no a los tribunales judiciales; 

b) Que Jos ·agentes públicos son civilmente responsables hacia el Estado por las 
indemnizaciones que éste haya debido pagar a terceros por sus faltas personales; 

c) Tácitamente que se determinará la existencia de "falta personal" del funcionario en 
ocasión de ventilarse el juicio seguido por el particular contra la Administración; y que 
tenninando este juicio la responsabilidad inversa del agente se hace efectiva por una orden 
del Ministro sin necesidad de realizarse un juicio ordinario al efecto. 

Esta decisión que significa la substitución de la competencia del Consejo de Estado ha 
sido aprobada unánimemente por Ja doctrina francesa y confirmada posteriormente 
aplicándola a un caso concreto. 
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Francia cuenta así con un sistema bastante perfecto de integración Estado-funcionariq 
culpable, en lo que respecta a la responsabilidad por culpa o faute. Asimismo, existe el 
sistema paralelo de la responsabilidad estatal por "riesgo", que se hace efectiva cuando 
hay una relación causal entre el hecho y el daño sufrido, sin que haya mediado acto 
administrativo ilícito. Este sistema francés se rige por principios de derecho público, 
principios que ya han sido citados. 

Encontramos además el reconocimiento de In responsabilidad por neto legislativo, por 
lo que Francia es una de las naciones que se encuentra en la vanguardía en esta materia de 
responsabilidad estatal. 

Tocando el punto mencionado anteriormente de la responsabilidad por acto legislativo, 
en Francia hasta 1938 predominaba la tesis de la irresponsabilidad del Estado-legislador. 

El 27 de junio de 1934, el Parlamento había sancionado una ley que prohibía fabricar, 
exponer o transportar, bajo denominación de "crema" un producto que si bien presentaba 
el mismo aspecto que aquélla, no provenía exclusivamente de leche: la gradine: 
compuesta de 70% de leche y 30% de otras sustancias, perfectamente sana e higiénica. 
La ley tenla por objeto favorecer la industria lechera, pero la sociedad de productos 
!acteas "La Fleurette", que desde muchos años atrás se dedicaba a la elaboracíón de la 
gradine, debió cesar en sus actividades, con enormes pérdidas. Demandó reparación y la 
decisión del Consejo de Estado del 14 de enero de 1938 decía: 

" ... que aada. ni el mismo testo de la ley, o en sus 
trabajos preparatorios, ni en el conjunto de Ju 
circunstancio del cuo, permite pensar que el le gislador 
ha entendido poner sobre el interesado una carga que no 
le incumbe normalmente; que esta car¡:a creada por el 
interés aeneral, debe ser soportada por la colectividad11

• 

De este fallo, Rolland desprende dos observaciones: 

lo. El silencio de una ley nueva no es suficiente para 
privar de lodo derecho a indemnización a los parti­
culares damnificados por su vigencia; quedando asl 
definitivamente abandonado el principio de la 
irresponsabilidad del Estado-legislador. 

2o. La responsabilidad del Estado en esta materia se 
funda en el principio de la igualdad de las cargas 
públicas. 
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Esta decisión fue reiterada posterionnente en el caso "Cacheteux ~ Desmont". 

Así Francia, corno lo hemos estado mencionando, es uno de los paises a la vanguardia 
en el terna de la Responsabilidad del Estado, pese a carecer de una legislación general de 
la materia, y sirviéndose exclusivamente de una elaboración jurisprudencia!, poniendo 
esto mismo en palabras prácticas tenemos que: 

Podemos concluir, sin dificultad que, en el ordenamiento francés, a pesar de ciertas 
apariencias de índole puramente tenninológico, los entes públicos están obligados al 
resarcimiento de los daños causados por el ejercicio de su actividad jurídica o material, 
con independencia de la existencia o no de culpa en el comportamiento del funcionario, 
incluso en los casos en que este último sea perfectamente identificable y aunque se 
compruebe la inculpabilidad de su acción. Todo lo más se podría afinnar que si un daño 
ha sido causado culpablemente por un funcionario y la actividad de éste guarda alguna 
conexión con el servicio o con la función que le ha sido atribuida, la culpa del funcionario 
servirá sólo de criterio de imputación del hecho dañoso a éste, sino también al ente 
público del que forma pane. 
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CAPITULO III 

a. Fundamentación Jurídica. 

b. Contratos Administrativos como 

Contractual del Estado. 

c. Responsabilidad Contractual. 

d. Responsabilidad Extracontractual. 

Fuente de la Responsabilidad 

- Responsabilidad Directa o Sin Falta 

- Responsabilidad Indirecta o Culposa 

e. Responsabilidad del Estado por Actos Legislativos. 

f. Responsabilidad del Estado por Actos Judiciales. 

g. Responsabilidad Internacional del Estado. 



RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. 

a. FUNDAMENT ACION JURÍDICA. 

El que los fWJcionarios respondan a los particulares por los perjuicios que cometan en 
el ejercicio de sus fWJciones, puede ser un problema de decisión política. El que el 
Estado responda solidaria, subsidiaria o mancomunadamente con el funcionario 
responsable pueda también ser un problema de decisión política. 

En el mundo actual aparece como conveniente e ineludible políticrunentc la adopción 
de WJ sistema amplio de responsabilidad estatal y de los funcionarios. Repugnaria a los 
principios superiores de Justicia y la Equidad que el particular perjudicado por un acto 
estatal, no pudiese obtener la reparación de su derecho violado por el solo hecho de que 
tal violación ha sido cometida por el guardián del orden jurídico: el Estado. 

l.· Dificultades Básicas: 

Ya admitida la necesidad de reparar los daños fue necesario empezar la laboriosa 
búsqueda de los fundrunentosjuridicos de esa responsabilidad. 

AlgWJos tribunales, tratando de encontrar WJa adecuada respuesta, como el Tribunal 
Francés: Consejo de Estado Francés, fallaban "pretoríanamente". Waline afirma que toda 
la jurisprudencia francesa es, en la materia "pum y simplemente una jurisprudencia de 
equidad"' (1) 

Los juristas tuvieron que trabajar con varios conceptos con las nociones civilistas de 
responsabilidad-culpa-persona juridica, para poder encontrar una solución al problema, 
estos conceptos son semejantes pero a la vez parecen repelerse mutuamente. 

Por otra parte, también manejaban conceptos de Derecho Público que se encontraban 
en plena elaboración, tales como: personalidad y doble personalidad del Estado, 
soberanía, Poder Público, servicios públicos, funcionarios y otros, por lo que se tuvieron 
que analizar profundamente las teorías generales del derecho y del Estado. 

En el siglo pasado predominó la orientación de acudir al Código Civil e invocar 
sus disposiciones para fundar la responsabilidad. Esto es lógico pues los principios 
civiles podían servir para fundar sin dificultades la responsabilidad de los funcionarios por 
actos ilícitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, ya sea que existiera un texto 
expreso o aWJ, a falta del texto expresamente referido a los funcionarios, por aplicación de 
las disposiciones generales sobre responsabilidad por dolo o culpa. Por esto, la primera 
responsabilidad que se consagró fue la directa del fWJcionario. 
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Más dificil fue la aplicación de las disposiciones civiles para fundamentar la 
Responsabilidad del Estado por el hecho de sus funcionarios o empicados, 
construyéndose una teoría basada en la Responsabilidad Indirecta por el hecho de sus 
dependientes. 

Los primeros comentadores del Código Napoleón (Marcadé, Demolombc, Aubry et 
Rau) se inclinaron a declarar aplicable al Estado, el articulo 1384 de dicho Código, que 
contiene el principio de la Responsabilidad Indirecta. Esta solución fue duramente 
atacada por la doctrina, en especial de Lafcrricre y Teissier que postulaban la aplicación 
de principios de derecho público para regular situaciones jurldicas que no eran las de 
simples particulares. Por citar un ejemplo diremos que en el famoso "arret Blanco" 
(8/11/1873) el Consejo de Estado Francés sentó este mismo principio que luego fue 
reiteradamente invocado en lo jurisprudencia. En otro caso, el caso "Carnes" (2 l/VI/895). 
el Comisario de Gobierno Romieu afirmó que: "La base de la responsabilidad del Estado, 
tanto frente a los particulares como a sus agentes, no se halla, pues, en el texto positivo de 
derecho civil, sino en un principio superior de justicia, del cual proceden también los 
textos positivos que el juez civil debe aplicar. Es, pues, una legislación de equidad y no 
de derecho escrito". (2) 

Ante la pregunta de ¿porqué no se ha de aplicar el Código Civil? Welinc contesta: 
"Simplemente, por la razón de buen sentido de que ha situaciones diferentes han de 
aplicarse regios diferentes". (3) 

Existen autores que se oponen o lo aplicación analógica de disposiciones del Código 
Civil para fundar la responsabilidad extracontrnctual del Estado, para defender esto se 
basaban en los siguientes argumentos: 

a. Se concibe o las personas jurídicas como incapaces de hecho, que tienen 
necesariamente que valerse de sus representantes necesarios. Obrando el representante en 
nombre e interés de la persona jurídica, los netos que en tal virtud realice dentro de los 
limites de su representación deben reputarse actos de tal persona jurídica y así lo obligan. 
Si, en cambio, el representante excede los limites asignados, los hechos o netos extraños 
al mandato no se reputan realizados por la personojuridica. 

Para ejemplificar esto, citaré disposiciones de nuestro Código Civil. Los artículos 
1918 y el 2568 del Código Civil para el Distrito Federal: 

Articulo 1918: Las persono morales son responsables de 
los danos y perjuicios que causen sus representantes 
leeales en el ejercicio de sus funciones. 
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Artículo 2568: El mandatario que .se eueda en sus facuUades 
es responsable de los daftos y perjuicios que cause 
al mandante y al tercero con quien contrató, si éste 
ignoraba que aquél traspasaba los límites del mandato". 

Como consecuencia, Ja ejecución de un hecho ilícito importa siempre una 
extralimitación del mandato, pues en éste no pueden incluirse sino aquello que establecen 
las leyes o estatutos aprobados por la autoridad. Este hecho ilícito, generador de 
responsabilidad no podrá así imputarse directamente al Estado, sino que solo aparejará In 
responsabilidad del propio agente. 

b. Para imputar al Estado Responsabilidad Indirecta por los hechos de sus 
empicados, sostienen estos autores que no histórica no dogmáticamente es fundada la 
asimilación del Estado al patrón o domus. 

Se señalaba también, los tres elementos del concepto clásico de responsabilidad: 

1) daño material, pecuniariamente apreciable; 

2) ilegítimamente causado (antijuridicidad); 

3) con dolo, culpa o negligencia de la persona autora del 
daño. 

Pero encontraban que tales elementos no se daban en muchos casos en que habln 
daños causados por la acción del Estado y que era necesario reparar. Esto fue porque los 
civilistas del siglo XIX consideraron muy simple el problema de la Responsabilidad Civil, 
se reducía para ellos a una cuestión de hecho: In determinación de In culpa cometido, 
Todo cambió hacia fines del siglo XD(. La jurisprudencia amplió casi indefinidamente la 
idea de culpa y el legislador sentó el principio del riesgo profesional. 

Con esto surgió la idea de generalizar la regla y de sustituir la culpa por el riesgo, 
como principio común de la responsabilidad. La ley penal se ocupa del castigo; y In ley 
civil de la reparación, por lo que la noción importante en tratándose de un problema de 
reparación no es la idea de culpa, sino la de causalidad. Toda persona que causa un daiio 
a otra debe repararlo. Una parte de la jurisprudencia Belga se ha orientado en tal sentido, 
considerando que constituye una falta el hecho de causar un daño a otro, por la razón de 
que el hombre tiene la obligación de no perjudicar a los demás. Ha llegado asl a 
identificar el hecho perjudicial y la culpa. (4) 
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No obstante, la teoría del riego nunca ha sido acogida en su estado puro como 
dando una regla general de responsabilidad que pueda sustituir a la que está fundada sobre 
la culpa. Legalmente se han consagrado en muchos casos responsabilidades que no se 
fundan en la culpa, sino en el riego. En ciertos casos, esa culpa se presume y en otros no, 
dependiendo el establecimiento de esa presunción del instituto de que se trata. 

En los últimos años se ha insistido en una dislinción, desarrollada por Demogue. 
Distinguir entre las obligaciones de "medio" o de "resultado", también llamados de 
"prudencia y diligencia". (5) En las obligaciones de "medio", el deudor solo promete 
poner su diligencia para llegar a un resultado que es aleatorio, y cuya obtención no 
depende de la debida diligencia puesta en el caso. Pero, si se comprometió a un resultado, 
el obligado o responsable debe acreditar que el incumplimiento no le es imputable, por 
haberse configurado algunas de las causales de exoneración establecidas legal o 
cxtracontractualmcnte. 

Cabe hacer otra observación a Ja aplicación de las nonmas del Código Civil para 
fundamentar la responsabilidad del Estado. Señalando que hay dos maneras de utilizar en 
derecho administrativo las nonmas y principios de derecho civil. Una consiste en recurrir 
a la analogía o a los principios generales de derecho; Ja otra consiste en considerar 
detenninadas nonnas de derecho civil como expresión de una nonna jurídica general y, 
por tanto, no limitada a derecho civil y válida directamente para el derecho administrativo. 
Se trata así, de una aplicación directa de las nonnas jurídicas, que en su conjunto 
pertenecen a la llamada parte general del derecho. Entre tales principios generales de 
derecho se encuentran las nonmas sobre responsabilidad contenidas en el Código Civil. 
Por regla general, cuando el derecho administrativo tomn principios del derecho común, 
no los mantiene con sus caráctcres originales, sino que los adapta, integrándolos con sus 
principios y normas. 

Buscando la base de In responsabilidad del Estado en el Derecho Público 
encontramos que, diversos autores consideran que la etapa actual de evolución de la teoría 
de la responsabilidad del Estado se caracteriza por el abandono de su fundamentación 
civilista y por la búsqueda de principios propios del derecho público para fundar In 
obligación de reparar. 

Basándose en los principios de derecho público se han creado diversas teorias para 
construir un sistema de responsabilidad estatal. Existiendo diferentes bases para los 
autores: (6) 

A. Los autores que toman como base disposiciones consti­
tucionales y legales no referidas expresamente a la 
responsabilidad del Estado, pero que pueden servir 
de punto de partida para sus construcciones. 

B. Los basados en los principios generales de Derecho 
Natural, haciendo abstracción de las nonmas positivas. 
Entre las primeras pueden mencionarse: 
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a) Teoria de la expropiación (de Consolo); 
b) Teoria del sacrificio especial (de Meyer); 
c) Teoria de la igualdad ante las cargas públicas 

(de Teissier); 
d) Teoría del enriquecimiento sin causa y del abu­

so del derecho (de Hauriou); 
e) Teoria de los derechos adquiridos (de Gierke);y 
t) Teoria del riesgo y del Seguro Social (de Duguit). 

A continuación explicaremos las características de cada una de estas teorfas, para 
así poder entenderlas y reconocerlas: 

a) TEORÍA DE LA EXPROPIACIÓN 

Sustentada por Consolo. En Alemania se ha considerado tradicionalmente a la 
expropiación como un caso más de responsabilidad del Estado. Fue Consola quien tomó 
el principio de expropiación para fundar la responsabilidad del Estado. 

Dice Consola: (7) "Si el principio general que In lesión del derecho debe ser repnrndn, 
ninguna razón plausible hay para reconocer unn posición de privilegio a In Administración. La regla 
de la indemnización en la expropiación por utilidad pública representa el reconocimiento de un 
principio, que es aquel por el cual el derecho de propiedad del ciudadano, si debe ceder ni bien 
público, no debe ser sacrificado ni mismo. Si no existiera la indemnización, la acción del Estado 
constituirla la más abierta violación de aquel derecho. Pero de tal principio necesita surgir otro de 
carácter universal, es decir, que el patrimonio del ciudadano no debe sufrir disminución alguna por 
dnfto que pueda derivarse de la realización de Ja actividad del Estado, sen que el dafto pueda 
considerarse injuria dntum, o bien, aunque no teniendo tal carácter, pueda ser la consecuencia del 
desenvolvimiento normal de aquella actividad''. 

Según esta teoria, el fundamento de la responsabilidad del Estado se encuentra en 
la garantía del derecho de propiedad. Así como el Estado solo puede avanzar sobre ese 
derecho de los particulares mediante el procedimiento expropiatorio, de manera similar 
cualquier otro ataque a la propiedad -en sentido lato- deberá ser indemnizado, postura con 
la cual me encuentro definitivamente de acuerdo, en cuanto a que las violaciones deben 
ser indemnizadas. 

Hay un paralelismo entre estas dos instituciones jurldicas: en la expropiación no 
hay un supuesto de "responsabilidad", sino pura y simplemente de ejercicio -por el 
Estado- de un derecho propio reconocido en la Constitución Nacional; en cambio, cuando 
la Administración causa un perjuicio v.g. por un acto culpable de un funcionario, hay 
responsabilidad y no expropiación, ya que no ha habido una "previa calificación 
legislativa de la utilidad pública" de tal acto culposo. 
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Bielsa critica esta teoría argumentando que si se expropia algo es para 
11incorporarlo 11 en el dominio pí1blico o en el patrimonio del Estado, lo que no ocurre 
cuando se causa un daño material sin acrecentamiento patrimonial para el Estado, es 
decir, es transferencia de un bien de un patrimonio a otro, que es esencial en la 
expropiación. (8) · 

Esla leorín, como nos podemos dar cuenta, esta basada en la protección de la 
propiedad privada contenida en nuestra Constinición y en la de muchos otros países. 

b) TEORÍA DEL SACRIFICIO ESPECIAL 

Teoria sustentada por Meyer y desarrollada en la edición alemana de su Derecho 
Adminislrativo Alemán de 1895. Tiene gran simililud con Ja teoría de Teissier. Su 
imponancia reside en que fue el primero en fundar la obligación de indemnizar que 
conlrae el Estado cuando causa daño, aunque el acto estatal sea legal, siempre que se haya 
perjudicado a un individuo de manera desigual y desproporcionada con respecto a los 
demás. 

Apunta tres condiciones esenciales para que pueda darse la responsabilidad del 
Estado: 

a.- Que la Administración Pública cause un daño n un panicular; 

b.- Que este dru1o castigue ni panicular de un modo injusto y desigual, que el panicular 
sufra más que otro por ese acto de la Adminislración, afectándose así la equidad; 

c.- Que esle daño ocasione perjuicio material o empobrecimiento ni panicular. Esto, que 
corresponde ni "pasaje de valores" en el enriquecimiento sin causa constituye el Sacrificio 
Especial. 

"La compensación se hace aquf por medio de una indemnización pagada por fa caja común, lo que 
significa la •generalización' del 'sncrificio especial' correspondiente a la restitución del valor que ha 
pasado en pugna con Ja equidad". (9) 

e) TEORÍA DE LA IGUALDAD ANTE LAS CARGAS PUBLICAS 

Sustentada por Teissier que fue un jurista francés que se opuso desde el principio a la 
aplicación de las disposiciones del Código Civil para fundamentar la responsabilidad 
estatal. Buscó principios de Derecho Público para construir su teorla. Su fundamento se 
encuentra en el articulo 13 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano, el cual citaremos a continuación: 
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"Para el mantenimiento de la fuerza y para los gastos de In Administración es indispensable unn 
contribución común, que debe ser repartida entre todos Jos ciudadanos en razón a sus medios". 

De allí extrae el primer principio que formula asi: 
"Los ciudadanos no deben sufrir mús, los unos que los 
otros, las cargas impuestas en el interés de todos", 

y agrega: 
11Jos daftos excepcionales, los accidentes que el Poder 

Público en el ejercicio de su fUnción administrativa 
causan a veces a ciertos particulares, deben ser luego 
con,siderados como imputables a la cuenta de gastos 
generales de los servicios públicos, pa1ados por el 
impuesto y soportados consecuentemente por todos 
aquellos que constituyen la colectividad beneficiada 
por estos servicios". (10) 

Teissier formula un segundo principio, este segundo principio constituye la 
contradicción parcial del primero: 

11Jos ciudadanos deben sufrir, sin derecho a indemnización, 
aquellos perjuicios emergentes de actos del Estado en el 

ejercicio legitimo y regular del Poder Público y del 
funcionamiento normal de Jos servicios públicos del 
interis general''. 

Para explicar a que se refiere el autor citaremos el siguiente ejemplo: 

Se está quemando una casa y para evitar que todo el pueblo arda, los bomberos 
destruyen algunas casas próximas. Aquí el daño se ha realizado en beneficio de la 
colectividad por lo que no cabria la obligación de indemnizar. 

Esto, que es una limitación. carece de fundamento lógico y jurídico y resta eficacia 
además de que restringe su aplicación. Y en opinión personal es algo absurdo. 

d) TEORÍA DEL ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA 

Cuyo autor es Hauriou, (11) que considera el asunto desde el punto de vista del 
legislador y de los jueces, para concluir que el legislador debe arbitrar, en la ley, los 
principios necesarios que -según el ambiente del país· regulen la responsabilidad del 
Estado; y el juez aplicará esas normas legales. 
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A falta de ellas, analiza las soluciones de Ja jurisprudencia francesa y distingue 
entre los casos causados por culpa del Estado, los producidos sin su culpa y que no lo 
benefician y, por último, Jos que producidos también sin su culpa lo enriquecen. 

Los que producidos sin su culpa pero que Jo enriquecen: 
Respecto a estos considera necesario construir "una nueva teoría por el juez, 
independientemente de toda consideración por el legislador", esto es necesario por la 
insuficiencia de la noción del dalia especial y del principio de la igualdad de todos ante 
las cargas públicas. 

Este autor afirma que: "Sin negar el valor del principio de Ja igualdad ante las 
cargas públicas, es fácil darse cuenta de que es un ideal en el cual el legislador se inspiró, 
pero que es imposible que un juez lo invoque para justificar la condenación de una 
Administración a pagar una indemnización. Ahora bien, sin embargo, Jo que conviene 
buscar es un principio sobre el cual el juez se pueda apoyar". En la época de este autor, 
se encontraba en vigor Ja Constitución Francesa de 1875, en la que no se encontraban 
contenidos los derechos individuales de la Declaración de 1789. 

Se puede considerar que la preocupación de Hauriou reside en que Ja Constitución 
Francesa no es imperativa y su reforma no la hace un órgano del pueblo, sino uno del 
Estado, por lo cual la ley es la máxima expresión de la juridicidad. El dogma de Rous­
seau de la volanté générale impone Ja supremacía legislativa y, por Jo tanto, mientras una 
ley no sancione la responsabilidad del Estado, puede admitirse que éste no se sienta 
obligado a hacer Jo que la ley no le mande: entonces, es irresponsable. (12) 

Los derechos individuales contenidos en la Declaración de 1789" no están 
contenidos en la Constitución Francesa de 1875, como anteriormente lo habíamos 
mencionado, y se dice que si no están contenidos en la Constitución no es por que se 
repudien, sino que se juzga inútil proclamarlos o garantizarlos, toda vez que se 
manifiestan como un patrimonio adquirido defrnitivamente por el pueblo francés. 

Más la Constitución Francesa aprobada el 13 de octubre de 1946 en su preámbulo 
dice: 

"A continuación inmediata de la victoria alcanzada por los pueblos librc.s sobre Jos regimenes 
que intentaron esclavizar y degradar a la persona humana, el pueblo francés proclama de nuevo que 
todo ser humano, sin distinción de raza, ni religión ni de creencia, posee derechos inalienables y 
sa¡:rados. Reafirma solemnemente los derechos y las Jiberlades del hombre y del ciudadano 
con111rados por In Revolución y los principios fundamentales reconocidos por las leyes de la 
República". Lo que coloce. n estn Constitución entre las nuevas Constituciones con los llamados 
"derechos sociales". como lo es la nuestra. 
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'· 
Se cuestiona el alcance jurídico de estos derechos individuales por estar insertos 

en el preámbulo y no en la parte dispositiva de la Constitución, más se mantiene la 
vinculación de el legislador por los términos del preámbulo. Burdeau entiende que 
cuando dichos términos enuncian una regla de conducta, es decir, que pueda resolverse de 
manera precisa mediante la acción o la omisión, entonces es una regla que liga al 
legislador con la fuerza de una ley constitucional positiva. (13) 

El autor de esta teoría, Hawiou, quiere hallar otro principio sobre el cual fundar la 
obligación del Estado de reparar o resarcir los daños que ocasione: "El principio de 
justicia sobre el cual debe linearse aqui el derecho a indemnizaciones es aquel del 
enriquecimiento sin causa -dice- y dos condiciones serán exigidas para que el daño dé 
lugar a reparación: 

1.- Será necesario que el dru1o sufrido por el adminis­
trado corresponda a un enriquecimiento del patri­
monio administrativo; 

2.- Será necesario que ese enriquecimiento sea sin 
causa. Y lo será cuando resulte del ejercicio, 
por la Administración, de un derecho exorbitante 
de derecho común, por ejemplo: el derecho de ex­
propiación." 

A la noción de que el enriquecimiento es sin causa, corresponde aquí la noción de 
que el daño sufrido por el administrado es especial, es decir, no resultado del uso normal 
del derecho, esto se relaciona a la teoría general del uso exorbitante de derechos, o de los 
inconvenientes de vecindad que es uno de los aspectos de la teoría del abuso del derecho. 

Como conclusiones a esta teoría podemos obtener que: 
1) El principio general del derecho del "enriquecimiento sin causa" puede servir, 

efectivamente, de base jurisprudencia! para declarar la responsabilidad del Estado, pues es 
un principio jurídico existente y vigente. 

2) Pero su campo de aplicación será reducido -como en el caso de las teorías de Mayer y 
Teissier- porque deben reunirse estos supuestos: 

- Ejercicio de derechos exorbitantes de derecho común. 
- Perjuicio especial; y 
- Enriquecimiento del patrimonio administrativo, derivado de ese perjuicio 

especial al particular. 

3) El principio del abuso del derecho -también principio del derecho común- que Hauriou 
señala, pero no desarrolla. podría también, por si, servir de base jurisprudencia!. 
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e) TEORÍA DE LOS DERECHOS ADQUIRIDOS 

Cuyo autor es Gicrke, se basa en el principio de derecho natural de la 
inviolabilidad de los derechos adquiridos, según el cual toda vez que se produzca un 
perjuicio a un individuo en violación de sus derechos -aunque tal "violación" provenga de 
la supresión legislativa de tal derecho- nace contra el Estado un derecho a indemnización, 
si es que la misma ley no ha fijado el resarcimiento. 

Esta teoría se basa en el derecho natural por lo que carece de mayor valor en el 
derecho positivo, salvo que se pueda dar base en el ordenamiento juridico, lo que 
apnrejaria su realización. 

Los llamados "derechos adquiridos" son los derechos a la libertad personal, a la 
propiedad, a ejercer industrias licitas, etc. Si un acto de Estado -sea administrativo, 
legislativo o judicial- ha producido la lesión de uno de esos derechos, debe restaurarse la 
plenitud del mismo mediante una indemnización que equivalga al perjuicio sufrido. 

·En la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos los derechos o 
garantías individuales están contenidas de los artículos 1 o. al 290. 

t) TEORÍA DEL SEGURO CONTRA EL RIESGO SOCIAL 

El autor de esta tcoria es Duguit, quien toma como punto de partida un. criterio 
objetivo de riesgo ajeno a toda idea de culpa e ilegalidad, sobre el cual construyó un 
sistema jurfdico consistente en un seguro contra el riesgo social proveniente del fun­
cionamiento de los servicios públicos. 

Duguit tenla una posición negativista de In personalidad del Estado. Parte del 
presupuesto de que no puede tratarse de un problema de "imputabilidad", sino de saber 
cuál es el patrimonio que debe sopórtar, efectivamente, el riego inherente a la actividad 
estatal. Argumentando que "esta responsabilidad del Estado no cntrafta siempre la 
referencia al principio. En ciertos casos tiene por causa la necesidad de reparar, con los 
fondos de las Cajas Colectivas, el perjuicio particular sufrido por un individuo en pro del 
interés colectivo. En tal supuesto, la responsabilidad se funda únicamente en el RIESGO; 
la Caja Pública, es una caja de seguro mutuo de los individuos contra los daños que se les 
ocasionen en beneficio del interés público. Asl ocurre siempre que el Estado es 
responsable, sin que haya violación alguna del derecho, sin que haya cometido ninguna 
irregularidad. En otros casos, por el contrario, el servicio público ha funcionado mal; ha 
habido violación de In ley reguladora del servicio; ha habido una falta y por ello el Estado 
es responsable. Pero esta falta In ha cometido el funcionario, no el Estado, todo ello no 
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pasa de ser una metáfora. Para sostener que el mismo puede cometer una falta, es preciso 
volver a las doctrinas metafisicas de la voluntad colectiva, del alma nacional. De hecho, 
es una falta cometida por hombres, los agentes del servicio público. Y asf se plantea la 
cuestión de saber qué pattimonio soportará definitivamente las consecuencias de esa falta. 
Si es ésta personal del funcionario, es decir, si éste ha obrado con un objetivo extraño al 
funcionamiento del servicio público, el perjuicio deberá repararse a costa de su propio 
patrimonio. Si, por el contrario, hay una falta de servicio, es decir, si el funcionario al 
cometer una falta obraba con el objeto de asegurar el funcionamiCnto del servicio, la 
indemnización debida a la víctima de In falta será tomada de la Caja Pública." 

El Estado no es responsable de una falta que no puede cometer, por la sencilla 
razón de que no es una persona. Pero la Caja Colectiva asegura al administrado contra el 
perjuicio que proviene del mal funcionamiento de un servicio público ... este seguro es de 
derecho, por que el servicio público se ha establecido en vista del interés colectivo. (14) 

A esta teoría de Duguit se le han formulado los siguientes inconvenientes: 

l. Para poder exigir una indemnización a alguien, es necesario que ese alguien tenga 
individualidad, es decir, PERSONALIDAD, lo que Duguit niega al Estado. Y esto no es 
obvio hablando de la "asunción del riesgo por una Caja Pública". 

2. Duguit dice que esa Caja Pública asegura a los administrados contra los perjuicios que 
provienen del mal funcionamiento de los servicios públicos. Pero si tal seguro no ha sido 
establecido contractual o legalmente, no es tal, porque no se puede hablar de seguros 
implfcitos. 

3. Solo puede imponerse la responsabilidad por el riesgo creado a quien se beneficia con 
la actividad fuente del riesgo. El Estado no tiene por fin el lucro, sino el bien común. 

De estas objeciones la más seria es la del seguro social, más esta no tiene una base 
jurídica. 

El criterio del riesgo objetivo no es desdeñable, pues efectivamente, el Estado no 
tiene por fin el lucro, sino el bien común; quienes se benefician con los servicios públicos 
son los administrados: la colectividad. 

Para Duguit el riesgo lo asume la Caja Colectiva. Son pues, los administrados los 
que asumen el riesgo y la indemnización correspondiente, ya que lo pagado por el Estado 
(la Caja Pública) recaerá sobre ellos a través de las cargas impositivas, esto por que los 
beneficios no pueden separarse de los riesgos. 
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La jurisprudencia administrativa francesa ha aplicado este criterio en materias 
relativas al riesgo profesional, al social, al de vecindad, al de obras peligrosas y, por 
último, al relativo a actividades particularmente peligrosas. Se trata de supuestos de 
responsabilidad sin culpa que implican, por un lado, la inversión del .Q!!!l.!; probando y, por 
el otro, que sobre la Administración recaen las consecuencias de la causa desconocida. Es 
por eso que Waline, analizando la jurisprudencia más reciente, distingue tres supuestos: 

1) A veces la jurisprudencia exige una culpa, y con frecuencia una culpa grave, para 
condenar al Estado; 

2) Otras veces la jurisprudencia o la ley consagran, más ampliamente, la responsabilidad 
sobre la base de riesgo: esto tiende a generalizarse; 

3) En fin, en un caso determinado, la ley combina la responsabilidad por culpa con la 
responsabilidad fundada en el riego (responsabilidad de las municipalidades en casos de 
revueltas). (15) 

Estas son las diferentes teorías existentes para dar una base a la Responsabilidad 
del Estado, cada una de ellas tiene sus puntos de acierto, pero también sus 
contradicciones e impedimentos para ser aplicadas. 
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LOS CONTRA TOS ADMINISTRATIVOS COMO FUENTE DE LA 
RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL DEL ESTADO 

Es un hecho indiscutible que el Estado en el desarrollo de su aclividad oblicne de 
los particulares preslaciones voluntarias de bienes o de servicios personales. Es así como 
se le ve comprando inmuebles y equipo para sus oficinas y servicios; arrendando los 
bienes que le son necesarios; encargando a particulares la construcción de obras públicas; 
obteniendo prés1amos; conviniendo con empresas de transporte la conducción de corres­
pondencia, bultos postales y mercancías; expidiendo giros telegráficos y postales; 
enajenando y arrendando determinada clase de bienes propios, asociándose con 
particulares en empresas mercantiles, etc., etc. 

Como se ve, esas diversas operaciones corresponden, por lo regular, a tipos de 
contratos usuales en las relaciones entre particulares, y por ese motivo, ha surgido el 
problema de si el Eslado puede contratar y, el de si pudiendo hacerlo, Jos contratos que 
celebre son de Ja misma naturaleza que los contratos civiles. 

Para entender esto, primeramente daremos una definición de lo que entenderemos 
por contrato: "el contrato es una operación jurídica bien detenninada, cuyos elementos 
esenciales eslán conslituidos, en primer término, por un acuerdo bilateral de voluntades, y 
en segundo lugar, por la creación de una situación jurídica individual, no general". (1) 
Entonces tenemos que aunque todo contrato es un acuerdo de voluntades, no todo acuerdo 
de voluntades es un contrato. Así la ley y la resolución de un tribunal colegiado, suponen 
un acuerdo de voluntades, pero de ninb'llna manera se podría calificar a esos actos 
jurídicos como contratos. Es necesario que el acuerdo de voluntades sea bilateral para 
que el contrato se origine. Es decir, es indispensable que las voluntades emanen de partes 
opuestas, pues si todas las voluntades concurrentes son paralelas, entonces se tendrá otra 
figura jurídica, la del acto complejo, y no la del acto contractual. 

También, es necesario para que el contrato exista, que él se celebre para crear una 
situación jurídica. Finalmente, la situación jurídica que el contrato crea es una situación 
jurídica individual. La necesidad de este carácter deriva de la función misma del acto 
contractual. El constituye el medio juridico para que dentro de una comunidad, los 
hombres puedan satisfacer exigencias de carácter económico, y como esas exigencias 
varían de hombre a hombre, cada uno de Jos contratantes debe fijar para su caso 
individual el objeto, extensión y modalidades de las prestaciones que requiera. 

Es indudable que el Estado no está obligado a intervenir en todos los casos 
imponiendo su voluntad a los particulares. En algunas ocasiones puede obtener la 
cooperación voluntaria de éstos y lograr de ellos por medio de un arreglo consensual la 
prestación de bienes o servicios personales. Existen muchos casos en Jos cuales hay 
correspondencia entre el interés del Estado y el de los particulares. Desde el momento en 
que tal correspondencia existe, se hace innecesario el empleo del mandato imperativo de 
parte del Poder Público para salvar el eficaz cumplimiento de sus atribuciones. De tal 
manera que el Estado sí puede contratar. 
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Ahora pasaremos a señalar la naturaleza jurídica de los contratos celebrados por el 
Estado. 

Se podría considerar, en primer ténnino, que esos contratos tienen una naturaleza 
peculiar en razón de que en ellos una de las partes contratantes es el Estado, ya que la 
competencia de la Administración y de sus agentes se regula, no por la ley civil, sino por 
leyes constitucionales y administrativas; porque, además, estas últimas prescriben 
requisitos de forma y solemnidades especiales distintas de las que exigen las leyes civiles, 
y finalmente, porque las mismas leyes especiales de la Administración imponen a ésta 
serias restricciones en cuanto a los objetos que pueden ser materia de contratación. 

En tvtéxico la noción subjetiva del contrato administrativo que eleva a esa 
categoría a todos los contratos de la Administración Pública celebra, aparece acogida en 
diversas Ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Sucede con la Administración lo que ocurre con todas las personas morales, las 
que, según las disposiciones del mismo Código Civil tienen la capacidad que la ley, In 
escritura constitutiva y sus estatutos les señalan, no pudiendo ejercer más derechos que 
los que sean necesarios para el objeto de su institución, debiendo obrar y obligarse sólo 
por medio de los órganos que las representen, de acuerdo con la ley, escritura constitutiva 
y estatutos. ( 17) 

Por otra parte, un contrato no pierde su naturaleza civil por el hecho de que una 
ley especial prescriba una formalidad determinada. El mismo Código Civil dispone que 
"en los contratos civiles cada uno se obliga en la manera y ténninos que aparezca que 
quiso obligarse, sin que para la validez del contrato se requieran formalidades 
determinadas, fuera de los casos expresamente designados por la ley" (18) 

Podemos decir entonces, que no existe incompatibilidad entre In existencia de un 
contrato de indiscutible naturaleza civil y la circunstancia de que la capacidad o 
competencia, el objeto y los requisitos y formalidades se determinen por una ley diferente 
o un acto especial. Lo único que importa para conservar la naturaleza civil del acto es que 
los efectos que produce, la regulación de los derechos y obligaciones que origine y la 
interpretación de sus cláusulas queden subordinados a Jos preceptos que sobre el 
particular estatuye la ley civil. 

Una de las clasiticacioncs de los contratos celebrados por la Administración, la 
más aceptada por la doctrina es la que los divide en: contratos civiles y contratos públicos 
o administrativos. 

La distinción entre contratos civiles y contratos administrativos tiene importancia, 
no para determinar casufsticamentc el Tribunal que tenga competencia para conocer de 
ellos, sino lo que es más interesante, para señalar doctrinalmentc el régimen jurídico que a 
cada uno de ellos conviene. 

67 



La existencia de unu categoría especial de contratos, Jos administrativos, sólo 
puede justificarse por la circunstancia de que ellos están sujetos n un régimen jurídico 
exorbitante del constituido por el derecho civil. 

De las dos categorías, antes mencionadas, de los contratos que puede celebrar Ja 
Administración: Los contratos civiles están sujetos al régimen del derecho civil aplicable 
a las relaciones privadas, los contratos administrativos están sujetos a régimen jurídico 
diferente. 

Se ha sostenido que la diferencia de régimen entre los contratos administrativos y 
los contratos civiles celebrados por la Administración obedece a que en los primeros ésta 
obra como Poder, mientras que en los segundos actúa como simple persona jurídica. 

Esta opinión supone la existencia de una doble personalidad en el Estado y 
además, reviste una modalidad especial, cuando se sostiene que el contrato administrativo, 
a diferencia del civil, supone una desigualdad jurídica de las partes contratantes. 

Hablar en estos términos significa que el Estado, en situación de superioridad 
respecto de su co-contratante, puede imponer a éste las cláusulas del convenio, no 
quedando al particular ni Ja posibilidad jurídica de discutirlas. En tales condiciones, se 
destruiría la idea misma de contrato, pues si las dos voluntades que en él deben de 
intervenir no contribuyen a su fonnación, sino que sólo una de ellas Jo impone y Ja otra se 
limita a aceptarlo, porque no puede, jurídicamente, discutirlo, entonces no existe In 
bilateralidad de voluntades que al principio de este tema señalamos como un elemento 
esencial del acto contractual, pudiendo, entonces, decirse con Posada. que "si la 
Administración impone su voluntad por interés público, no contrata, manda''. (19) 

De acuerdo con otras opiniones, Ja diferencia de régimen en las dos clases de 
contratos analizados, se debe a que en los administrativos el objeto es diferente al de los 
civiles; que en aquéllos lo constituye una obra pública o un servicio público "que es, en 
definitiva, el interés social". (20) 

Las opiniones citadas, no explican por qué el objeto del contrato impone a éste un 
régimen jurídico especial. Gastón Jéze, que es uno de Jos autores que mayor estudio ha 
consagrado a la cuestión (21), establece como elementos del contrato administrativo: que 
haya un acuerdo de voluntades entre la Administración y un particular que genere una 
situación jurídica individual; que la prestación del particular tenga por objeto asegurar el 
funcionamiento de un servicio público; que "en estos contratos las partes, por una cláusula 
expresa, por la forma misma dada al contrato, por el género de cooperación pedida al 
contratante o por cualquier manifestación de voluntad han entendido someterse al régimen 
especial de derecho público. Por una parte, Ja Administración ha creado este régimen 
especial. Por la otra, el contratante, sometiéndose voluntariamente a este régimen jurídico 
especial, a renunciado a prevalerse de las reglas de derecho privado para la determinación 
de su situación jurídica". 
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Por otra parte, se ha considerado por una buena parte de la doctrina que el 
carácter administrativo y consecuentemente el régimen excepcional relativo, corresponde 
a los contratos en razón de la finalidad que persiguen, que es una finalidad pública, o 
según otras expresiones: de utilidad pública, de utilidad social. 

Y se puede considerar que dentro de estas opiniones se encuentra la respuesta de 
por que esa división en los contratos que realiza la Administración, pues, así como la 
finalidad diferente es motivo para que dentro del mismo derecho privado se clasifiquen 
los contratos en civiles y mercantiles y que estos últimos queden sujetos a un régimen 
legal diverso del que se aplica a los primeros, así los contratos que el Estado celebra con 
fines especiales, distintos de los que persiguen los particulares en sus relaciones civiles o 
mercantiles, exigen, por la misma razón, un régimen jurídico especial. 

Las finalidades diversas de la vida estatal y los procedimientos en ella usados, 
completamente diversos de las finalidades y procedimientos de la vida civil y de la 
mercantil, imponen la existencia de otro régimen exorbitante para regular las relaciones 
que surgen en los llamados contratos administrativos. 

En conclusión, si la finalidad del contrato es realizar atribuciones del Estado, ese 
acto debe regirse por el derecho peculiar al mismo Estado, es decir, por el derecho 
público, o de otro modo, por reglas que son exorbitantes del derecho civil. 

Ahora pasaremos al punto del por qué en unos casos celebra el Estado contratos 
civiles y en otros contratos administrativos. La respuesta bien la podríamos encontrar en 
lo siguiente: "El derecho privado seguirá aplicándose al Estado cuando los actos que éste 
verifique no se vinculen estrecha y necesariamente con el cumplimiento de sus atribuciones 
y cuando, por lo mismo, la satisfacción de las necesidades colectivas· no se perjudique, 
porque en aquellos actos el Estado no haga uso de los medios que le autoriza su rigimen 
especial." 
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Esto significa que en los casos en que el Estado puede, sin compromiso para el 
cumplimiento de sus atribuciones, entrar en relaciones contractuales con los particulares, 
en la misma forma en que éstos se comportan en sus mutuas relaciones, el régimen de 
derecho civil debe ser el aplicable y el contrato que celebre tendrá el carácter de contrato 
civil. 

Por el contrario, cuando el objeto o la finalidad del contrato están íntimamente 
vinculados al cumplimiento de las atribuciones estatales de tal manera que la satisfacción 
de las necesidades colectivas no sea indiferente a la forma de ejecución de las 
obligaciones contractuales, entonces se entrará en el dominio del contrato administrativo. 

En cuanto en qué consiste el régimen exorbitante del derecho civil a que están 
sujetos los contratos administrativos. 

Se puede decir que, no basta con que existan reglas especiales respecto de 
competencia, requisitos y solemnidades en la celebración de los contratos en los que el 
Estado interviene, para configurar el tipo de contrato administrativo, pues dichas reglas no 
llegan a afectar la naturaleza del vinculo contractual y este puede seguir siendo civil, a 
pesar de que ellas sean aplicables. 

Por el contrario, las reglas relativas a la ejecución, interpretación y terminación del 
contrato, si se afectan según el carácter que éste revista. 
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Gastón Jézc, plantea y resuelve, en los términos siguientes, una parte de esta 
cuestión: "¿En qué consisten, exactamente, dice, las reglas especiales aplicables a la 
ejecución de las obligaciones respectivas de las partes contratantes que resultan de los 
contratos administrativos propiamente dichos? Se puede a este respecto formular las 
proposiciones siguientes: 

lo. Hay principios de justicia y de equidad que dominan todos los contratos, de 
cualquier naturaleza que sean, de derecho privado o de derecho publico. Estos principios 
derivan de algunas ideas fundamentales: la palabra dada debe ser respetada; el que comete 
una falta en la ejecución de sus obligaciones debe soportar las consecuencias; las 
cláusulas de un contrato deben ser interpretadas y ejecutadas razonablemente, según la 
intención de las partes, sin atenerse muy estrechamente al sentido literal de los términos 
empicados; las obligaciones de las partes no son sólo las que están formalmente 
e•presadas en el contrato, sino todas las que resulten de la naturaleza del contrato y de los 
usos admitidos para estos contratos, etc. Estos principios se aplican indiscutiblemente a 
los contratos administrativos propiamente dichos. Sin embargo, es preciso observar que 
las fónnulas por las cuales los códigos de derecho privado han traducido más o menos 
felizmente estos principios, no se aplican a los contratos administrativos". "Estas fórmulas 
tienen fuerza obligatoria para las relaciones contractuales a que se refieren: las que 
resultan de los contratos de derecho privado. Las fórmulas no rigen a los contratos 
administrativos, lo que les es aplicable son las ideas que expresan esas fórmulas: se podrá 
sacar argumento de la idea, pero no del tc•to. En efecto, la idea general de justicia y de 
equidad puede, en las relaciones del contratante y de la Administración, implicar 
consecuencias diferentes de las que el derecho privado ha formulado para las relaciones 
de particular a particular; hay un elemento esencial que el derecho privado no tiene en 
cuenta: las necesidades del funcionamiento regular y continuo del servicio público; 

2o. Hay reglas técnicas en los códigos de derecho privado (código civil, código de 
comercio) para tal o cual contrato (venta, arrendamiento, transportes, etc.). El derecho 
privado construye tipos de contratos civiles o comerciales, de convenciones celebradas en 
ciertas materias entre particulares. Estas reglas se aplican indiscutiblemente a los 
contratos celebrados por la Administración, aun para asegurar el funcionamiento de los 
servicios públicos. Pero no hay que aplicarlos por analogia a contratos administrativos 
que a primera vista se asemejan a ciertos contratos de derecho privado, pero que en 
realidad son contratos diferentes". Y concluye diciendo: •Es, pues, un error grosero que un 
jurisconsulto no debe cometer, el querer, n causa de la analogla aparente, aplicar las reglas de derecho privado 
editadas para el contrato de venta, al contrato administrativo de suministros, las reglas del derecho privado editadas 
para el contrato de arrendamiento de obra, al contrato administrati\'O de trabajos públicos". (22) 

Lo anterior demuestra claramente que como en el contrato administrativo existe un 
intimo enlace entre las prestaciones que él impone y el cumplimiento de las atribuciones 
del Estado, es indispensable que In ejecución de las obligaciones contractuales quede 
subordinado a normas que, en todo caso pongan a salvo dichas atribuciones, aun con 
sacrificio dentro de la situación originada por el contrato, del interés privado del 
cocontratante de la Administración. 
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De tal manera que la regla fundamental de interpretación en los contratos 
administrativos, debe ser de que en caso de duda, las cláusulas de aquéllos deben 
entenderse en el sentido que sea más favorable al correcto desempeño por parte del Estado 
de la atribución que está comprendida. 

Consecuencia también de la primacía que en el contrato administrativo tiene el 
eficaz cumplimiento de las atribuciones del Estado, es la de que cuando para lograr esa 
eficacia se haga indispensable la modificación de las prestaciones convenidas, 
aumentándolas, disminuyéndolas o poniéndose fin, debe la Administración poder hacerlo, 
pues, como dice Jéze, "seria absurdo que In Administración continuase haciendo 
funcionar durante años un servicio público que se ha hecho inútil, o que mantuviese una 
organización que se ha vuelto inadecuada, o recibiese prestaciones que se han hecho 
inútiles para el servicio público." (23) 

Naturalmente el reconocimiento de las facultades de modificación y conclusión de 
los contratos administrativos no significa que el ejercicio de ellas pueda realizarse en una 
forma absolutamente discrecional por parte de la Administración, pues, aparte de que las 
propias facultades están, como antes se ha dicho, subordinadas al cumplimiento de las 
atribuciones del Estado y debe ser, por lo tanto, evidente, que ese cumplimiento exija In 
modificación o conclusión de las cláusulas del contrato, el particular que ha celebrado el 
contrato debe, salvo convenio en contrario, ser indemnizado por las variaciones o 
extinción de las obligaciones contractuales, en virtud del principio de igualdad de los 
individuos frente a las cargas públicas. 

Tal vez, por lo que se refiere a nuestro país, pudiera argumentarse que como el 
artículo So. Constitucional establece cuáles son los servicios públicos que tienen carácter 
de obligatorios, la Administración pública está incapacitada para modificar un régimen 
contractual convirtiendo en forzosa la prestación de un servicio público por parte de un 
particular. Más, esta no es In interpretación correcta del artículo So. Constitucional, dado 
que éste no alcanza sino a proteger el estado de libertad jurldica del particular frente al 
Estado, en tal forma que únicamente tratándose de los servicios públicos que la Constitu­
ción restrictivamente enumera, pueda ser obligado a colaborar en contra de su voluntad a 
la prestación de ese servicio. Pero cuando el particular, mediante un contrato ha aceptado 
esa colaboración, la determinación del régimen jurídico de la misma, no es problema 
relacionado con el citado artículo So. constitucional; más, una vez aceptada la 
colaboración para el cumplimiento de las atribuciones del Estado, el particular no 
encontrarla apoyo en el articulo So. para pretender escapar al régimen propio de esas 
atribuciones. 

También pudiera considerarse que las facultades que corresponden a In 
Administración en el contrato administrativo vienen a ser incompatibles con la naturaleza 
misma del contrato, pues equivalen a que la fijación de las prestaciones y el cumplimiento 
de las mismas queden al arbitrio de una de las partes, que en el caso es la Administración, 
la cual por otra parte impondría unilateralmente su voluntad. 
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El particular desde el momento en que celebra el contrato administrativo sabe que 
las obligaciones que contrae no tienen la misma rigidez que las obligaciones contractuales 
civiles y que, como aquéllas se han convenido en tanto que son útiles al eficaz 
cumplimiento de las atribuciones del Estado, tendrán que quedar subordinadas a ellas e 
irse ajustando a las variaciones que las mismas exigían para poder dar adecuada 
satisfacción a las necesidades colectivas. 

Finalmente, el régimen excepcional de los contratos administrativos permite 
considerar como válidas ciertas estipulaciones que no podrían tener efecto en el régimen 
de contratación civil. Dentro de este último serían contrarias al orden público y, por lo 
tanto, estarían viciadas de invalidez, las cláusulas que invistieran a uno de los contratantes 
de facultades para imponer de propia autoridad a su contraparte la ejecución forzada de 
sus obligaciones, las sanciones estipuladas en el contrato o la extinción misma de éste. 

Por el contrario esas mismas estipulaciones en favor de In Administración 'dentro 
de los contratos administrativos se consideran como perfectamente regulares, porque ellas 
salvaguardan el eficaz cumplimiento de las atribuciones del Estado, que de otro modo 
quedaría impedido si el Estado no dispusiera de medios rápidos y efectivos para poder 
satisfacer las necesidades colectivas. Y es que el Estado no puede prescindir de su 
carácter de Poder Público aun en las relaciones contractuales y 11 si no impone como poder 
rl contrato, impone al que quiere contratar con ella condiciones que dejan a salvo ese 
poder". 

Una vez visto lo que son los contratos que puede celebrar la Administración 
pasaremos a ver la responsabilidad contractual del Estado. 
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c. RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL 

Todos los múltiples casos de transgresiones y de Responsabilidad Civil pueden 
clasificarse en dos grupos, de acuerdo con la situación relativa que guarden entre ellos y 
en que se hallen colocados el transgresor y el perjudicado. 

La Responsabilidad contractual del Estado es un tema que, como en los inicios de 
este trabajo dijimos, no esta en cucstionamicnto, pues, esta responsabilidad es plenamente 
reconocida en México, más no esta demás tratar de explicarla. 

Bien puede suceder que el abuso del derecho o el acto illcito, consistan en una 
falta de cumplimiento total o parcial de un contrato por parte de uno de los contratantes. 
Esta falta de cumplimiento puede causarle al otro contratante daños y perjuicios. 

La parte perjudicada tiene derecho a exigirle ni transgresor, a su elección, el · 
cumplimiento o la rescisión del contrato, y en ambos casos el pago de daños y perjuicios. 

En todos estos casos surge n cargo del transgresor lo que se conoce con el nombre 
de: Responsabilidad Civil Contractual. (24) 

El derecho del contratante perjudicado para exigir el resarcimiento y la reparación 
de los daños y perjuicios, constituye un crédito legitimo, que entra a formar parte del 
patrimonio de su titular. 

Por su propia naturaleza, éste crédito no admite otra limitación que la del justo 
valor real de los dru1os y perjuicios padecidos por el reclamante, espontáneamente o en el 
curso de una transacción, pero siempre por su propia voluntad, tiene el derecho y la 
facultad de otorgar quitas o rebajas, grandes o pequeñas, al importe de su crédito. 

Si el Gobierno del Estado Politico intentase rebajarle al reclámcnte el importe de 
su crédito y limitar el importe de los daños y perjuicios a cuyo pago está obligado el 
transgresor, dicho Gobierno llevarla a cabo un acto de privación injustificada de derechos, 
tan grave como cualquier confiscación y el despojo para su propio beneficio, sino para 
beneficio del sujeto pasivo de la Responsabilidad Civil, o sea del transgresor. 

En este tipo de relación contractual el Estado actúa frente al particular con una 
calidad de igualdad uno frente al otro y se regirá por las mismas normas. 
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d. RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL 

Cuando el abuso del derecho o el acto ilícito son llevados a cabo por un individuo, 
en perjuicio de otro con quien no le une ninguna relación de carácter contractual. La 
responsabilidad que de estos casos surge es conocida en la doctrina con el nombre de: 
Responsabilidad Extracontractual. 

En estos casos, de acuerdo con la tradición jurídico romana, española y mexicana, 
el transgresor está obligado a pagarle a la víctima de sus actos, el importe íntegro de los 
daños y perjuicios que con ellos le cause. 

Desde el momento en que los actos dañinos se realizan y en que los daños y 
perjuicios son causados, nace en favor del individuo perjudicado el derecho para exigirle 
al transgresor el pago íntegro de dichos daños y perjuicios. Este derecho constituye un 
verdadero crédito que pasa a formar parte del patrimonio del individuo perjudicado. 
Ningún individuo particular, ni el Gobierno del Estado político, tiene el derecho de limitar 
el importe de la Responsabilidad Civil del transgresor, despojando al reclámente de la 
totalidad o de una parte del importe de su crédito. 
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La Responsabilidad Directa o sin Falta 

La Administración al ejercer legalmente su actividad puede llegar a ocasionar un 
perjuicio a un particular. No se le puede hacer ningún reproche al funcionario que ha 
actuado acatando un mandato legal y. sin embargo, su actuación ha causado un menosca­
bo al patrimonio de un particular . 

. El Moderno Derecho Administrativo, apoyándose en razones de equidad, 
considera justo que el particular perjudicado con un acto legal de la Administración, sea 
indemnizado. Esta situación acarrea, consecuentemente, el deber de indemnizar. 

Han sido varias las opiniones que se han emitido parn fundamentar este principio: 

a. El principio de la equidad de Mayer y Berthélemy. 

b. El principio del daño especial de Gastón Jéze. 

c. El principio de la lesión de García de Enterria. 

d. El principio de enriquecimiento injusto del Estado. 

a. Principio de la Equidad. 

Se funda "en atemperar el rigor de la ley al aplicarla, tomando en cuenta las 
circunstancias excepcionales del caso concreto. que el legislador no previó ni dictar 
aquella. La equidad es la propia justicia en su máxima expresión, una ley equitativa, se ha 
dicho, es una ley justa. 

b. Principio del Daño Especial 

Se apoya en la igualdad de los ciudadanos ante las cargas públicas. Cuando este 
equilibrio social se interrumpe, el ciudadano tiene derecho a que se le elimine de esa 
carga especial o se le indemnice. 
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c. Principio de Lesión 

El concepto técnico de dailo o lesión, a efectos de la responsabilidad civil. 
requiere, un perjuicio patrimonial evaluable, ausencias de causas de justificación (civiles) 
no en su comisión, sino en su producción respecto al titular del patrimonio contemplado y 
finalmente, posibilidad de imputación del mismo a una tercera persona. (25) 

d. Principio de Enriquecimiento Indebido 

Nadie debe enriquecerse a costa de los demás. Cuando la Administración al 
actuar, ve aumentado su patrimonio por un acto perjudicial a un particular, se enriquece 
indebidamente y debe de indemnizarlo por dichos perjuicios. 

e. La Doctrina del Riesgo Social 

La vida social cada día es más compleja y va originando nuevas y continuas 
intervenciones del Estado, en una enonne red de servicios públicos y de actividades 
públicas. 

Esos servicios públicos funcionan nonnal y anonnalmente creando riegos sociales, 
cada vez más frecuentes, que originan serios perjuicios a los particulares, que se causan 
no por culpa, sino por la naturaleza misma de las actividades del Estado. La vida 
moderna divide no sólo la riqueza, sino también la miseria humana. El Estado debe 
considerar que los perjuicios que origine ameriten indemnizaciones convenientes. 

A continuación citare la opinión que sobre el tema tiene Laubndcre: 

"De 11 noción de 'riego administrativo' o 'rie¡:,o creado', que supone o lo menos una relación 
de causa a erecto entre la actividad administrativa y el perjuicio, conviene distinguir la noción de 
'riHKO social'. En un sistema de riesgo social, el Estado debe reparar ciertos daftos, aunque no sean 
imputables a su acción. En derecho francés, una tal 'socialización del riesgo' no existe más que en los 
cuadros de ciertas legislaciones particulares, el caso típico es el de Jos daftos de guerra". (26) 

Con todos estos principios podemos fonnamos un concepto de lo que es la 
responsabilidad directa o sin falta, que es cuando no se tiene una conexión directa con el 
daño o falta provocada, pero pese a esto se tiene que cubrir. 
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La Responsabilidad Indirecta o Culposa del Estado. 

Los servidores o funcionarios públicos pueden actuar indebidamente y causar 
perjuicios a Jos particulares, que tienen el derecho de exigir al Estado que se les cubra la 
indemnización que corresponda por los daños y perjuicios que han sufrido. (27) 

Estarnos en presencia de daños causados por la impericia, negligencia o dolo del 
funcionario o empleado público, que manifiestamente viola las nonnas legales. 

La responsabilidad indirecta del Estado se inspiró originariamente en los 
principios del derecho privado, referentes a la responsabilidad por culpa de tercero y de 
carácter subsidiario. La fundamentación de esta tesis la encontrarnos en el cuasi delito, en 
Ja falta que cometan detenninadas personas en Ja vigilancia o en la elección de otras que 
están bajo su potestad o su responsabilidad. 

El Estado debe responder por sus funcionarios, ya que debe tomar todas las 
precauciones, para el funcionamiento nonnal de los servicios públicos. Es una 
explicación insuficiente para el reconocimiento de la responsabilidad indirecta del Estado: 

ºPara que la responsabilidad de la administración, dice 
Gascón y Marfn, (28) pueda existir por íalta de sus 

agentes, la condición esencial que se requiere es que 
el acto sea administrativo, que la acción u omisión 
illcitas del agente se realicen en relación con el senicio 
que le está encomendado. Si, por el contrario, ha 
u:istido delito del que es responsable el agente, si 
iste ha utilizado sus facultades con un fin distinto del de 
servicio, fuera, por tanto, de lo que puede considerarse 
como verdadero órgano administrativo, la responsabilidad 
de la Administración ei:istirá. La Administración puede 
responder en caso de insolvencia del íuncionario, si a la 
misma se aplica la doctrina de responsabilidad civil del 
comitente''. 

Se acentúa una corriente de opinión que distingue dos situaciones diversas: 

l.· Responsabilidad directa de Ja Administración por netos ilegales de sus funcionarios y 
con motivo del funcionamiento de un servicio público; 

2.- Actos en que existe una culpa personal del funcionario pero el Estado asume una 
responsabilidad subsidiaria. 

Se han dado diversas opiniones para Ja justificación de esta responsabilidad indirecta de 
la Administración. 
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a) Teoría de la Responsabilidad Objetiva. 

Un acto ilegal de la Administración sirve de base para la dctcnninación de la 
responsabilidad. No es necesario comprobar la culpa o negligencia del autor porque es 
suficiente la presencia del acto ilegal. 

b) Teoría del Riesgo Profesional. 

Es la explicación más amplia que se inspira en el derecho del trabajo. La 
responsabilidad del patrono de indemnizar a sus trabajadores por los riesgos de trabajo. 
También el Estado debe cubrir los riesgos que implica en funcionamiento de los servicios 
públicos y el ejercicio de sus demás funciones. 

También esta teoría tiene sus problemas, como el de delimitar los actos que 
específicamente fincan una responsabilidad; y tiene sus opositores, que ven en esta 
doctrina "una regla primitiva que elimina la idea moral del campo de la responsabilidad." 
(29) 

c) La Teoría de la Culpa o Negligencia. 

Otros autores fincan la responsabilidad en una culpa in eligendo Q in vigilando. 
La Administración debe responder de no haber puesto In diligencia debida en la elección 
de sus gestores. Esta responsabilidad recae de un modo indirecto en la Administración en 
el sentido de que se Je impone en atención a un acto administrativo en si, si no 
precisamente en razón n los realizados por sus funcionarios. Esto es una consecuencia del 
carácter que éstos tienen para con aquélla. Si la Administración aparece representada por 
el funcionario y éste realiza un acto concreto, especial, en beneficio de aquélla, es 
evidente que los efectos tanto benéficos como adversos, han de recaer en quien 
encomendó la gestión especial. 

d) La Teoría de la Culpa del Servicio Público. 

Esta teoría se funda en el funcionamiento irregular de los servicios públicos, los 
cuales está obligado el Estado a atender debidamente. El servicio defectuoso o 
desorganizado, engendra perjuicios a los particulares que la Administración está obligada 
a reparar. 

También los servicios públicos deben ser manejados efectivamente y no constituir 
un peligro para la sociedad. 

79 ESTA TESIS 
S~Uft DE LA 

K1 CEBE 
B\íiLlüTEGA 



La prestación de los servicios públicos a los usuarios, crea, además, derechos que 
deben ser respetados por la Administración. La jurisprudencia francesa ha elaborado 
resoluciones muy importantes sobre las distintas fases de desenvolvimiento de los 
servicios públicos, catalogando cuáles son los hechos susceptibles de constituir una culpa 
del servicio y las diversas circunstancias de su funcionamiento. 

Esta misma jurisprudencia ha analizado la responsabilidad que tiene el Estado en 
el ejercicio de su facultad discrecional. 

La base de la responsabilidad sigue siendo la existencia de la culpa que se 
establece a cargo del Estado. Esta culpa reviste dos aspectos: 

A. La culpa individual cometida por un funcionario 
que es posible identificar, ella establece la 
culpa del servicio. 

B. La culpa anónima, en la cual no es posible iden­
tificar a su autor, pues el servicio en su con­
junto el que ha funcionado mal. Es precisamente 
a esta culpa a la que se ha denominado: La Culpa 
del Servicio. 

Laubadcrc (30) señala que las culpas son absolutamente múltiples y pone como 
ejemplos los siguientes: 

1.- El servicio público ha funcionado mal. 
2.- El servicio pUblico no ha funcionado. 
3.- El servicio público ha funcionado tnrdíamcntc. 
4.- La jurisprudencia distingue entre ilegalidad y rcsponsnbilidad, pues no siempre una 

medida ilegal da paso a la reparación. 
S.- El grado de gravedad de las culpas varia según la naturaleza del servicio. Las culpas graves se señalan 
en el régimen de pollcia., el servicio público fiscal, los servicios públicos hospitalarios, el ejercicio del 
poder de tutela. 
6.- La propia jurisdicción franc.::sa ha consagrado, adcm;is de la responsabilidad por culpa, la 
responsabilidad de la Administración por riesgo. 

En ciertos casos el Estado está obligado a reparar los daños que ocasiona con su actividad no 
defectuosa. La teoría del riesgo todavla se presenta como una teoría de excepción y se ha presentado en 
estos casos: 

a) Daños anormales debidos a las obras públicas, que se causan a los particulares con motivo de 
su ejecución. 

b) Accidentes sobrevenidos a los colaboradores del servicio público, son daños causados a sus 
propios colaboradores, que establecen una modalidad n la teoría del riesgo. 

e) Riesgo excepcional. Este riesgo se origina en casos como el riesgo anonnal de vecindad y Ja 
tcorla de las cosas peligrosas. 
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7.- En todo caso, el daño alegado por los paniculares habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado con relación a una persona o grupo de personas. La simple anulación en vln 
administrativa o por los tribunales cunlcneiosos de las resoluciones administrativas, no presupone derecho 
a indemnización. Esta podrá pedirse en vía contenciosa, con arreglo a la ley de dicha jurisdicción, o en la 
vía administrativa. 
8.- Cuando la lesión sea consecuencia de hechos o de actos administrati\"OS no impugnables en via 

contenciosa o, aun siendo impugnables, el perjudicado opte por la via administrativa, la reclamación de la 
indemnización se dirigirá al ministro respectivo o al consejo de ministros si una ley especial asl lo 
dispone y la resolución que caiga será susceptible de recurso contencioso-administrativo en cuanto a la 
procedencia y cuantía de la indemnización. 

Efectivamente, existen diferentes grados de culpa, así tenemos que en nuestro 
derecho penal la culpa se puede clasificar en culpa leve, culpa levísima, culpa grave, por 
citar algunos. 

Ahora corresponde atender a las situaciones creadas por el Estado-legislador y el 
Estado-juez respecto a la Responsabilidad Estatal, este tratamiento especial se justifica 
por: 

a.- la característica diferencial del acto legislativo 
(su legalidad) y el acto jurisdiccional (la compro­
bación con fuerza de verdad legal de la cosa juzga­
da), que dificulta la enunciación de un sistema de 
responsabilidad; 

b.- el consecuente menor grado de desarrollo de respon­
sabilidad por acto legislativo y judicial, respec-
to de la consagrada por los netos y hechos de la 
Administración. 

Solo se imputará responsabilidad al Estado por acto legislativo, cuando el daño 
surge de una ley en sentido formal. No habrá responsabilidad por acto judicial, sino 
cuando ha sido dañosa la actividad jurisdiccional propia de los órganos judiciales. (31) 

e. Responsabilidad del Estado por Actos Legislativos. 

Un principio general de derecho público moderno es el que ha reconocido la 
igualdad frente a las cargas públicas. Cuando el Estado origina perjuicios a los 
particulares debe responder de ellos, cualquiera que sea el poder que los ocasione. (32) 

Es lógico considerar -en un Estado de Derecho- que se supone es lo 
suficientemente evolucionado hacia formas superiores de vida, que cuando el poder 
legislativo expide una ley que causa perjuicios a las personas, el Estado está obligado a 
responder por esos perjuicios. 

81 



Este problema de Ja responsabilidad del Estado por actos legislativos puede 
plantearse partiendo del enunciamicnto del articulo 73 de Ja Constitución Mexicana, que 
contiene las facultades del Congreso. 

Si en el ejercicio de tales poderes Constitucionales el Congreso dicta una ley que 
perjudica a uno o n algunos de los administrados en particular, ¿pueden éstos demandar al 
Estado para perseguir la reparación de tales daños? Al respecto se pueden distinguir tres 
situaciones: 

A) Cuando la misma ley reconoce derecho a In indemnización. 

B) Cuando la ley guarda silencio al respecto. 

C) Cuando In ley expresamente niega derecho a indemnización alguna. 

De estos tres supuestos, los problemas que se plantean son: 

l. ¿Pueden los jueces imponer una indemnización a cargo del Estado y a favor de 
los particulares afectador por la ley en cuestión, cuando ésta guarda silencio sobre el 
punto? ¿En qué principios se fundaría la obligación de reparar? 

2. ¿Pueden Jos jueces adoptar igual decisión, aun cuando la ley expresamente 
niegue todo derecho n indemnización? 

A) Evidentemente, cuando la ley reconoce expresamente la obligación de 
indemnizar a los particulares por la nueva situación jurídica que ella crea, Jos jueces no 
tienen sino que aplicarla. 

B) Pero lo más común es que la ley guarde silencio al respecto. Ln doctrina se 
planten entonces esta interrogante: ¿Ha incurrido el legislador en una arbitrariedad? 
Bielsa responde: " ... si la arbitrariedad consiste en la violación de Ja ley por parte del quien 
mando, el legislador nunca puede obrar arbitrariamente. En efecto, él puede derogar o 
abolir la ley y sancionar otra distinta, aun fundada en principios contrarios a Ja anterior 
por razones de excepción. (ius singulare). El legislador está colocado por encima de la 
ley; sus funciones, como poder, son siempre legales. Consecuencia necesaria de este 
principio es que el Poder legislativo es omnipotente en sus funciones como poder del 
Estado. Nada puede detener y menos anular sus decisiones, sino la Constitución. 

El "acto arbitrario" del Poder Legislativo que causa un daño contra un derecho -
patrimonial o extrapatrimonial- garantizado por Ja ley suprema, impone Ja indemnización. 
La ley constituirá un acto legitimo (porque la ley es Ja máxima expresión de la legalidad), 
pero el ataque al derecho garantizado por Ja ley suprema lleva consigo Ja obligación de 
reparar el perjuicio cierto y especial que se cause. El Estado soberano, omnipotente, que 
desprecia esas garantlas, no se concidc en el Estado de Derecho. 
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Hay autores que afinnan la irresponsabilidad del Estado por el ejercicio de la 
función legislativa. Sayagués Laso ha sistematizado los diversos argumentos esgrimidos: 
(33) 

a. La ley es un acto de soberanía, y lo propio de la soberanía es imponerse a todos, 
sin que pueda reclamarse ninguna compensación. Más el concepto de soberanía ha 
evolucionado. La soberanía no radien en el Poder Legislativo ni aún en los tres poderes 
jurídicos del Estado reunidos, sino en el pueblo, cuyo instrumento soberano es la 
Constitución, que crea y organiza al Estado en la fonna que el pueblo lo ha querido. 

b. La ley es una norma general, que no ataca situaciones jurídicas de personas 
detenninadas: se aplica genéricamente y beneficia o perjudica a todos por igual. Nadie 
tiene derecho adquirido al mantenimiento de un orden jurídico dado. Aunque la ley es 
una nonna general, su aplicación no incide en igual medida sobre todas las personas, 
pues éstas se encuentran en situaciones de hecho distintas; por lo que a veces son muy 
pocos los que soportan los perjuicios derivados de la aplicación de una nueva ley. 

c. Reconocer el derecho a indemnización supondría paralizar la evolución 
legislativa, por la nonna cuantía de las sumas que habrían de abonarse. El progreso social 
no puede detenerse a causa de los intereses individuales. Más no es justo que el progreso 
social que beneficiaría todos se haga a costa del derecho de algunos de sus habitantes. 
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d. Ningún juez tiene facultades para sustituirse al legislador y acordar 
indemnizaciones que la ley no autorizó; los jueces deben fallar conforme a las leyes. El 
silencio del legislador debe razonablemente interpretarse como que excluye la 
indemnización. 

Frente a las teorías de la irresponsabilidad, se han ido constmyendo aquellas que 
fundan jurídicamente. la obligación, por parte del Estado, de indemnizar los daftos que 
causa con sus actos legislativos: 

1. Igualdad ante las cnrgas públicas. Alessi en Italia. 

Linares Quintana que se hace ceo de las opiniones de Duguit sobre el "seguro 
social" que debe cubrir los "riesgos sociales• afirma que: Es el principio de la igualdad de 
los habitantes ante las cargas públicas, el fundamento lógico de esta responsabilidad. No 
resulta ni justo, ni lógico, ni admisible que las consecuencias daftosas de la actividad 
legislativa del Estado sean soportadas exclusivamente por unos pocos, sino que por el 
contrario deben ser repartidas entre toda la colectividad, beneficiada con la sanción de la 
ley. (34) 

2. Enriquecimiento sin causa del Estado. 

Cuando el Estado prohibe una actividad a los particulares para monopolizarla a su 
favor. 

3. Principio de la npropiación. 

En Uruguay lo sostiene Amézaga y Couture. También Sayagués Laso lo considera 
aplicable, para los casos de establecimiento de monopolio, ya que "podrá no existir 
transferencia de bienes corporales, muebles o inmuebles; pero si hay desposesión forzosa 
del derecho a explotar una actividad licita. derecho ya ejercido por el particular y que por 
lo mismo tiene wi valor pecuniario actual." Spota en su tesis argumenta que toda ley que 
importe un cercenamiento de la propiedad del particular por causa de utilidad pública ha 
de cumplir con el requisito de la indemnización. 

Spota enlaza el principio del enriquecimiento injusto, diciendo: "Esa 
responsabilidad por acto legislativo, que no implica la idea de culpa alguna. es sin 
embargo coherente con otro principio básico del derecho -no solo privado sino también 
público-. Nos referimos a aquel que prohibe a cualquiera -aún a la colectividad 
organizada jurídicamente en Estado- enriquecerse a costa de otro. Ese injusto 
enriquecimiento puede comprender al mismo daño necesario que se ocasiona para obtener 
un fin cualquiera de utilidad pública. Y que no hay "causa" para que el Estado se 
enriquezca. surge no solo de la aplicación de la ley civil, sino de la propia ley suprema. 
que prohibe 'tomar' la propiedad privada sin indemnización. 
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Spota enuncia las condiciones de aplicación de la responsabilidad del Estado 
legislador: 

a) que medie un daño; 
b) que el daño sea cierto; 
c) que el daño sea particularizado, especial, no general; 
d) que el acto legislativo no sea jurídicamente ineficaz (en los casos 

en los que pueda ser declarada la inconstitucionalidad de la ley); 
e) que el móvil legislativo no haya sido determinado por un fin de 

salud, higiene o moralidad pública; 
f) que exista un nexo de causación adecuada entre el daño sufrido y 

el acto legislativo. 

4. Teoría de la protección de los derechos individuales. 

Derechos adquiridos fundados en los derechos reconocidos por la Constitución 
Nacional. 

C. Una Ley que Expresamente Niegue Toda Indemnización. 

¿Puede el juez apartarse de la ley y ordenar una indemnización? En Francia se 
sostiene que el juez no puede acordarla, si la ley la niega expresamente. 

Duguit sostiene: " ... en el caso en el que la indemnización por ocasión de una ley fuera 
debida, los tribunales podrían acordarla aun cuando el legislador hubiese decidido expresamente, 
como lo ha hecho el italiano, que no debla ser acordada ninguna indemnización". (JS) 

Linares Quintana a su vez expresa: " ... el propio legb.lador no puede eximirse de 
responsabilidad por la simple inclusión de una clAusula liberatoria en el texto del acto leaislativo 
daftoso11, (36) 

En Uruguay se ha sostenido que (tanto en doctrina como en pronunciamientos de 
la· Suprema Corte), que si la ley niega expresamente la indemnización debida es 
inconstitucional e inaplicable por los jueces. 
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f. LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR ACTOS JUDICIALES. 

Aún sigue demorada la construcción jurisprudencia! de la responsabilidad del 
Estado-juez. Pareciera que, admitido que los jueces son los custodios de la Constitución 
Nacional y celosos guardianes de las libertades y derechos individuales frente a los 
posibles excesos del Derecho Público, se excluye en creer que jamás -sus dccisiones­
pucden causar daño injusto a los administrados. Cabe preguntarse sino será este otro caso 
del viejo problema de la ciencia polltica: "¿cómo custodiar a los custodios? 

La solución clásica en esta materia ha sido la irresponsabilidad basada en In 
caracteristica del acto jurisdiccional que es la comprobación con fuerza de verdad legal de 
la cosa juzgada. Si se reputa que la sentencia declara el derecho, no puede surgir 
responsabilidad de la misma, pues el acto esté conforme n derecho. 

Pero este fundamento desaparece cuando, por un acto jurisdiccional posterior 
dictado de acuerdo con los procedimientos establecidos al efecto, se reconoce que existió 
error judicial en la sentencia impugnada. 

Para solucionar los casos de errores judiciales, se han dictado a veces leyes 
especiales. Por ejemplo: la ley francesa y las leyes alemanas acuerdan indemnización a las 
personas declaradas inocentes y que sufrieron prisiones efectivas en forma injusta (1895 
Francia, 1898 y 1904 Alemania). Existe la misma indemnización para los procesos de 
revisión en los que se demuestre que una persona ha sido condenada injustamente. 

El Código de Procedimientos Penales de Italia (artículo 571) contiene una norma 
expresa para el supuesto de personas condenadas en primera instancia y absueltas en 
última instancia. 

El problema se presenta cuando no existe un texto que prevea el supuesto y le dá 
una solución acorde con los principios de la justicia y In equidad. 

Julio Cucto Rúa a la pregunta de que ¿podrían los jueces acordar una 
indemnización a favor del particular damnificado? se pronuncia por la afirmativa, 
fundándose en la "falta de servicio" (37) y dice que "el error judicial se produce 
generalmente por una concatenación fatal de circunstancias que se traduce en la condena 
injusta, y sin que sea posible señalar en determinado o determinados funcionarios o 
empleados una conducta negligente o culpable. Ha habido un vicio, una imperfección, un 
defecto, una falta, en el mecanismo procesal. ¿Podemos en este caso establecer la 
responsabilidad del Estado a falta de reconocimiento legal? si, porque ha habido una falta 
de servicio. Estamos frente a una culpa propia de la Administración judicial y habiendo 
ocasionado un daño, debe indemnizar a quien lo ha sufrido". 
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Spota dice al respecto que: 11 Cuando se trata de dañas inferidos en el ejercicio de sus 
íunciones por miembros del Poder Judicial o por los auxiliares y agentes en la administración de 
justicia, Ja ley civil ya ha dado una respuesta terminantemente asertiva al problema de Ja 
responsabilidad extracontractual y del adecuado resarcimiento por el Estado. El Código civil 
establece esa responsabilidad del agente o del funcionario. El deber resnrcitorio, como inherente ni 
riesgo creado por la función encomendada, ni que dió In incumbencia, en el caso al Estado. 

El riego de la insolvenc.ia del funcionario no recae, en verdad, sobre la victima del neto 
ilegllimo, sino sobre el que concedió la íunción, es decir, el Estado. 11 (38) 

Gordillo trata de resolver el problema mediante la aplicación de normas 
constitucionales. La antijuridicidad del acto impugnado surge por su comparación con la 
Constitución Nacional y de esa antijuridicidad resulta la responsabilidad del Estado. 

Sayagués Laso afirma la responsabilidad del Estado por acto jurisdiccional sin 
aportar ningún fundan1ento, y remitiéndose a la opinión de Duez y Aguilar Díaz. (39) 

La responsabilidad del Estado por acto jurisdiccional no puede ser fundada en 
forma distinta a los demás supuestos: daños causados por acto legislativo o de la 
Administración. No se justifica -juridicamente- una diferencia. La Constitución Nacional 
protege a los habitantes contra cualquier daño injusto a sus derechos individuales. No 
vemos el porque debe tratarse en forma diferente el error o el dolo cometido por un 
magistrado que ha privado de su libertad a un inocente del daño proveniente de un error 
cometido por un funcionario del Registro de la Propiedad (Responsabilidad 
Administrativa); o de una ley que perjudica en forma especial y desigual a un 
administrado (Responsabilidad Legislativa). 

Supuestos básicos para determinar la responsabilidad: 

a) bienes protegidos constitucionalmente; 

b) una privación de alguno de esos bienes, causada por acto de un 
órgano estatal (el órgano judicial) en ejercicio de poderes propios; 

c) un ejercicio irregular y deficiente de esos poderes, que ha llevado 
a una privación ilegal de los derechos (daño antijuridico). 

Si el danmificado por ese "error judicial" no obtuviera un resarcimiento por el 
daño que se le ha inferido, quedaria vulnerado el principio de "igualdad de las cargas 
públicas", y se habria violado también su propiedad. 
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Si la justicia y la seguridad son funciones encomendadas al Estado para beneficio 
de la sociedad no se concibe que una deficiencia en tales servicios redunde en perjuicio 
especial de un solo administrado. (40) 

Aun cuando la jurisprndcncia acogiese estos pnnc1p10s para fundar la 
responsabilidad del Estado-juez quedaría todavla en pie un problema procesal que es el 
siguiente: Mientras la sentencia mantenga la inmutabilidad de la cosa juzgada, será 
imposible aplicar la responsabilidad resarcitoria estatal; menos aún contra el magistrado, 
aunque éste fuera destituido del cargo en el enjuiciamiento especial. 

No solo hay responsabilidad estatal por ejercicio de la función judicial en el 
supuesto de las sentencias erróneas, también pueden provocarse daños por actos 
procesales que nos son sentencias o por la irregularidad o deficiencia con cjue son 
ejecutados dichos actos procesales. 

Los actos del proceso de la función judicial son siempre actos propios del Poder 
Judicial y no actividad administrativa de los órganos judiciales. Todos los actos 
vinculados al proceso (principal o incidental) y que tienden a que "se decida, con fuerza 
de verdad legal, una controversia entre partes, por medio de un órgano imparcial c 
independiente" son la sustancia jurisdiccional. 

Como conclusión acerca de lo anteriormente planteado podemos obtener que: 
aunque se trate de actos judiciales o administrativos, no se modificarla la situación de que 
el Estado debe responder por los daños que se cause por tales actos procesales, cuando los 
mismos sean ilfcitos, o siendo lícitos también los produzcan. 
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g. RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL DEL ESTADO 

Sabemos que el Estado tiene responsabilidad, dentro de su territorio, que abarca a 
sus súbditos y a los nacionales de otro país, pero ¿qué pasa fuera de su territorio? ¿tiene el 
Estado responsabilidad fuera del mismo? 

Al ocuparnos del tema de responsabilidad hay que partir del supuesto de que si un 
Estado viola sus obligaciones internacionales, está obligado a reparar y con ello a aceptar 
una serie de consecuencias. 

Para poder explicar el porqué de la responsabilidad de los Estados, es 
indispensable tener en cuenta de qué Orden Jurldico Internacional fue formado para que 
las relaciones entre los sujetos de la comunidad internacional, fueran estables y regidas 
por un mismo común denominador. 

Los sujetos de dicha comunidad internacional son los Estados soberanos y, para el 
Orden Jurldico Internacional, son iguales entre si, por lo tanto, este Orden Jurldieo les 
confiere derechos impugnándoles deberes, naciendo asl la "Responsabilidad Genética", ya 
que si los Estados se salieran del margen de libertad en el ·que pueden moverse, 
invadiendo, como consecuencia, otros campos jurldicos, el Orden Jurldico Internacional 
les exigirla cuentas a fin de que ajustasen su conducta al derecho, en caso de que ló 
violasen. Por lo que es notorio de que la violación, hecha por un Estado hacia otro 
Estado, adquiere para el primero el nacimiento de un nuevo deber jurldico a su cargo, este 
puede ser la reparación del dru1o o la sanción que el Tribunal Permanente de Justicia 
Internacional decida. 

Enseguida citare algunas opiniones de importancia jurldica sobre la 
responsabilidad: 

JULIO DIENA: (41) 

"Para que el estado incurra en responsabilidad con relación a otro Estado y que 
nazca, por lo tanto, un deber de reparación es necesario: 

a).- Una violación de las normas del 
Derecho Internacional realizada 
mediante: 

b).- Un acto o una serie de actos im­
putables al mismo Estado. 
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Respecto al primer requisito, observamos que los Estados pueden contraer una 
responsabilidad jurídica por la violación de las nonnas de Derecho Internacional, sin 
embargo, al lado de estas nonnas existen otras que, sin tener valor positivamente 
obligatorio, dan lugar a simples deberes morales en los Estados, dentro de sus relaciones 
reciprocas, la violación de esta última clase de nonnas, no puede originar una verdadera 
responsabilidad jurídica, sino tan sólo una responsabilidad moral y nosotros sabemos qne 
lo que nos interesa es la responsabilidad jurídica". 

Para incurrir un Estado en responsabilidad internacional, si después de haber 
aceptado detenninadas obligaciones internacionales, adopta una disposición legislativa 
contraria a las nonnns, sin que a este propósito pueda invocarse válidamente, el principio 
de la Autonomia Legislativa, que corresponde a todo Estado soberano, porque los deberes 
internacionales señalan un limite al ejercicio de la autonomia; este Estado debe tomar las 
medidas de orden legislativo o administrativo necesarias para respaldar sus propios 
deberes internacionales, no sólo para los actos de sus nacionales sino, también, para las 
acciones de todos aquéllos que cncontrílndosc en su territorio, están pcnnnnentc o 
transitoriamente sometido a su autoridad, por lo tanto, el Estado es internacionalmente 
responsable de los actos realizados por particulares, sólo en cuanto haya omitido tomar las 
disposiciones necesarias para impedir o reprimir actos cuya tolerancia representa una 
infracción de los deberes internacionales. 

CHARLES G. FENWlCK. 
Este autor parte del supuesto de "la existencia de una nonna internacional de 

justicia, en lo que respecta al tratamiento que debe ser acordado a los extranjeros por el 
gobierno del Estado, y plantea el problema de deterrninnr en que circunstancias y en que 
momento el Estado se vuelve responsable por los daños os y errores cometidos en el trato 
con un extranjero. 

¿Es la responsabilidad absoluta 
o relativa, directa o indirecta? 

Esto ha llevado, a los estudiosos de la materia, n grandes discusiones de relevancia 
jurfdica, encontrándose una solución viable a dicho problema. Si vemos que el Estado es 
responsable del mantenimiento de la Ley y el Orden, cuando se producen violaciones, el 
Estado será inmediatamente responsable por la violación de la Ley. Pero como el 
prevenir todos los casos de violencia es de suponer que está más allá del poder de 
cualquier Estado, la responsabilidad del mismo puede considerarse cumplida, siempre y 
cuando proporcione los medios adecuados para reparar el daño causado. 

Por otra parte, podemos decir que el Estado no es, de ninguna manero, responsable 
por la simple comisión del daño ya que su responsabilidad comenzará cuando no 
proporcione los medios adecuados para su reparación. 
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Definiendo la frase "Responsabilidad del Estado". este autor nos la define como 
"la obligación secundaria del Estado, de reparar o de ofrecer reparación a otro Estado por 
su incapacidad para cumplir su obligación esencial de proporcionar la protección debida n 
los e:itranjeros". (42) 

Una definición de la responsabilidad internacional dice que es: una institución 
jurídica, en virtud de la cual todo Estado, al que se ha imputado un neto que el Derecho 
Internacional repute ilícito, debe una reparación al Estado en cuyo perjuicio se ha 
realizado dicho acto. Basándose en ésta definición podemos decir que la responsabilidad 
internacional supone que un Estado reclama contra otro un daño que le ha sido causado y 
pide satisfacción del mismo. Este daño puede ser: 

a).- Un agravio directo 

b).- Una infracción del Derecho Internacional 

c).- Un dru1o sufrido por un súbdito. 

Asl, pues, el principio de la responsabilidad general del Estado en el ámbito 
internacional ha sido admitido universalmente y originalmente en las relaciones entre 
todos los individuos; estableciéndose, formalmente, en el Articulo JI de la Cuarta 
Convención firmada en el Haya, de 1907. 

La responsabilidad del Estado, en el campo del Derecho Internacional, se puede 
dar por actos cometidos por el Órgano Administrativo, por el Legislativo o por el Judicial. 

A).- Por Actos Administrativos. 

La Responsabilidad Internacional de un Estado tiene como supuesto la violación 
de un derecho perteneciente a otro u otros. Las violaciones de normas jurídicas, que dan 
lugar a responsabilidades, pueden ser de la más diversa naturaleza y uno de los casos más 
frecuentes en que un Estado asume una responsabilidad internacional es el que ocurre 
cuando, sobre su territorio, individuos extranjeros, sufren al concurrir determinadas condi­
ciones, daños personales o patrimoniales. 

Ahora veremos cuando un Estado incurre en responsabilidad de actos generados 
por sus órganos, ya que los Estados sólo pueden actuar a través de los individuos. ¿Qué 
comportamiento humano se atribuye al Estado? A esta pregunta podríamos contestar que, 
ante el Derecho Internacional, Jos Estados sólo responden en principio del 
comportamiento de sus órganos y no de los actos de sus súbditos o miembros, y como el 
Estado sólo puede actuar mediante órganos, tiene que atribuirse al Estado todos los actos 
realizados por ellos en el marco de su competencia. 
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Vemos que uno de los órganos principales del Estado es el Órgano Administrativo, 
el cual desempeña el mayor papel en la práctica internacional por que es el que con mayor 
frecuencia se ve en el trance de llevar a cabo actos contrarios al Derecho Internacional o 
dejar de realizar actos impuestos por éste. Así Jo ilustraré con el siguiente ejemplo: 

Pensemos en la persecución de un delincuente en territorio extranjero; la 
detención ilicita de un extranjero; en un acto de guerra antijuridico: en el caso en que la 
policía no haya tomado las medidas necesarias para proteger los bienes que, constitucio­
nalmente deban estar tutelados juridicamcntc como son la vida, la libertad, los derechos y 
Jos bienes de los extranjeros o en la promulgación, por el Jefe del Estado de una garantía 
contraria al Derecho Internacional. Pero vemos que el Estado no puede ser responsable 
por el simple hecho de que un órgano administrativo cause algún perjuicio a algún Estado 
extranjero o a algún extraño, sino que es preciso que el perjuicio haya sido producido por 
un acto opuesto al Derecho Intcmncional. 

Rousscau nos dice que "las principales obligaciones de la Responsabilidad 
Administrativa se refieren a los siguientes supuestos: (43) 

a).- Trato diferencial a un súbdito extranjero. 
b).- Servicios y violencias cometidos por mili­

tares o policías y detenciones arbitrarias" 

En mi opinión Rousscau tiene razón y unicnmentc habría que actualizar a las 
autoridades administrativas que menciona. 

B).- Por Actos Legislativos. 

Rousseau nos dice que "habrá responsabilidad del Estado, por actos legislativos, 
en estos dos supuestos: 
a).- Hay responsabilidad por acción, en el caso 

de promulgarse una ley contraria a las 
obligaciones internacionales del Estado. 

b).- Hay responsabilidad por omisión en dos supuestos: 
1. Cuando el órgano Legislativo no dicta 

las leyes necesarias para el cumplimi­
ento de las obligaciones internaciona­
les del Estado. 

2. Cuando no deroga una ley contraria a 
dichas obligaciones". (44) 
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La jurisprudencia internacional ha recordado, en diversas ocasiones, el principio de 
la responsabilidad de los Estados por actos legislativos. Una de sus más categóricas 
afirmaciones ha sido formulada por el Tribunal Permanente de Justicia Internacional: "Un 
Estado, que ha contraído, válidamente determinadas obligaciones internacionales, tiene 
que introducir, en su legislación, las modificaciones necesarias para asegurar el cumpli­
miento de dichos compromisos". 

Para que una medida sea internacionalmente lícita, no basta con que su aplicación 
se extienda, también, a los propios súbditos. La certificación de esta doctrina consiste en 
que el trato que debe darse a los extranjeros se determine de acuerdo con el Derecho 
Internacional y no tiene por que ajustarse al Derecho Interno que cada Estado promulga y 
modifica a su elección. 

Rousscau nos sigue diciendo que "la responsabilidad del Estado, a consecuencia de sus 
actos legislativos, se extiende igualmente, a los actos constitucionales". (5) Asf lo ha con­
firmado el Tribunal Permanente de Justicia Internacional. "Un Estado no puede invocar 
frente a otro su propia Constitución para sustraerse de las obligaciones que le impone el 
Derecho Internacional o los tratados en vigor", importa no subestimar la importancia de 
este principio, por que consagra de modo terminante la superioridad del Derecho 
Internacional sobre el Derecho Interno. 

C).- Por Actos Cometidos por los Tribunales. 

El Estado automáticamente se convierte en responsable, como ya lo dijimos 
anteriormente, por acción u omisión; y con relación a los actos cometidos por los 
tribunales, éstos si actúan en perjuicio del Estado, causan, al mismo una sanción aplicada 
por el Tribunal Permanente de Justicia Internacional, cuando ellos por si mismos, causan 
un ilícito internacional, es decir, cuando aplican mal un tratado o una costumbre 
internacional o bien al aplicarle Derecho Interno, Jo hacen de manera que violan una 
norma internacional que se deba cumplir; o cuando cometen la clásica figura de 
denegación de justicia; figura que tiene gran importancia. 

Un extranjero, para quejarse de una injuria recibida, por el Estado, debe primero 
intentar todos los medios del Estado, pues si no los agota, un Estado jamás será 
responsable. 

Como se podrá notar, la denegación de justicia es una fclta en la administración 
de justicia doméstica, hacia un extranjero; el fracaso en proporcionar, al extranjero, el 
mismo remedio que se proporciona al nacional cuando tal recurso está a su disposición. 
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Todo Estado es responsable de los actos, de sus tribunales, opuestos al Derecho 
Internacional, sin que modifique, este principio, la independencia que los tribunales 
suelen tener en el Orden Interno, puesto que también sus órganos de la Comunidad 
Estatal. Los Tribunales pueden, en efecto, ser independientes de otros órganos del 
Estado. Por ejemplo: del Poder Ejecutivo, pero no del Estado mismo. 

Tendremos un acto ilícito internacional, realizado por los tribunales, sobre todo 
cuando éstos infrinjan al Derecho Internacional, violando, al mismo tiempo, el Derecho 
Interno. Si por ejemplo, no aplican o aplican mal un tratado internacional, debidamente 
promulgado; o infringen una costumbre internacional reconocida, también, el Orden 
Interno. Pero un tribunal puede obrar en contra del Derecho Internacional infringiendo 
una norma juridico-internacional, sin violar su ordenamiento Jurídico. El Estado 
responde, de igual manera, en uno y en otro caso. 

En cambio, el Derecho Internacional considera que nunca será responsable el 
Estado, por una simple violación de su Derecho Interno. Si, por consiguiente, un tribunal 
aplica desacertadamente el Derecho Interno a un extranjero, este acto, como tal, no logra 
producir la responsabilidad del Estado. 

Ello no incluye el que, el Derecho Internacional mismo, sancione violaciones 
cualificadas del Derecho Interno, por parte de los tribunales, como son la denegación de 
justicia, las sentencias notoriamente ilegales y las violaciones evidentes de las formas 
prescritas, juntamente con los actos judiciales, discriminatorios, en orden a los extranjeros 
en general o a los súbditos de determinado Estado. 

La práctica internacional se mueve en In línea de esta doctrina, reconociendo que 
un acto judicial, ilegal, da lugar a la responsabilidad del Estado cuando se haya cerrado, al 
extranjero, la via judicial o se le haya demorado, indebidamente, (Denegación de 
Justicia), y cuando una sentencia se haya dictado con evidente mala intención hacia el 
extranjero en general o a los súbditos de un determinado Estado. En cambio, no resulta 
claro, bajo qué condiciones tiene lugar la responsabilidad de un Estado, por el contenido 
antijuridico de una sentencia o de los vicios del procedimiento. 
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Conclusiones acerca de la responsabilidad internacional 
del Estado: 

1 o. La responsabilidad genérica del Estado en el ámbito internacional, puede 
devenir por actos realizados por sus órganos administrativos, legislativos o judiciales. 

2a. Son actos administrativos, desde el punto de vista formal, y engendran 
responsabilidad objetiva por parte del Estado, los ejecutados por el Poder Ejecutivo o 
cualquiera de sus órganos. 

Ja. Son actos legislativos, desde el punto de vista formal y que provocan 
responsabilidad del Estado, los emanados del Poder Legislativo y que pueden ser: 
promulgar una ley contraria a las obligaciones internacionales del Estado; o no dictar o 
no derogar una ley para cumplir obligaciones internacionales, contrafdas por el Estado. 

4a. Son actos judiciales que hacen que el Estado incurra en responsabilidad 
internacional todos aquéllos que tipifican la figura jurídica denominada "denegación de 
justicia", que es una institución en la que sólo pueden incurrir el llamado Poder Judicial, 
o aquéllos órganos encargados de impartir justicia, en un Estado y que consiste en la 
inaccesibilidad de los tribunales, para los extranjeros o bien cuando el juez competente 
se niega a actuar, en perjuicio de los extranjeros. 

95 



CAPITULO IV 

a. Sistema Italiano 

b. Sistema Alemán 

c. Sistema Soviético 

d. Sistema Inglés 

e. Sistema de los Estados Unidos de América 

f. Sistema Brasilefto 

g. Sistema Uruguayo 

h. Sistema Espaflol. 



EL SISTEMA ITALIANO 

La doctrina y Ja jurisprudencia italianas no han logrado afirmar princtptos 
uniformes en cuanto a Ja responsabilidad derivada de la acción administrativa. Además ha 
dado solución negativa al problema de responsabilidad por acto legislativo. 

En el siglo pasado la doctrina predominante partia de Ja distinción entre actos de 
gestión y actos de imperio, admitiendo la responsabilidad del Estado solo en los supuestos 
de actos de gestión. 

Posteriormente, se aceptó que ambas esferas de actividad estatal podían generar 
responsabilidad, aunque regulada por normas distintas; es decir, responsabilidad de 
derecho privado o responsabilidad de derecho público. 

Aqui surgían las dificultades derivadas de Ja "teoría de la doble personalidad del 
Estado", esto es, la discriminación de qué actos podían considerarse de derecho privado y 
cuáles de derecho público. Existen respecto a esto diferentes tendencias pero finalmente 
se afirma una tendencia unificadora que sostiene: la aplicación del derecho público para 
regular la responsabilidad general del Estado. Esta doctrina prescinde de la noción de 
culpa para fundar la responsabilidad, haciendo jugar el concepto de la "ilegalidad" del 
acto administrativo causante del daño. 

La responsabilidad por actos legitimos solo se acepta en algunos casos fundándola 
en el principio de la expropiación. 

Paralela n la responsabilidad directa de la Administración se ha construido un 
sistema de responsabilidad directa del funcionario, aunque no se ha logrado un criterio 
uniforme para señalar la atribuibilidad del hecho generador de la responsabilidad al 
Estado o al Funcionario. 

La responsabilidad de los funcionarios se regulaba por las disposiciones del 
Código Civil referentes a hechos ilicitos, pero la Constitución Italiana de 1947 en su 
artículo 28 dispuso: 

11 Los funcionarios y 1ubordin•dos del Estado y de 
or¡anismos públicos son directamente responsables, 

se&ún las leyes penales, civiles y administrativas, de 
101 actos realizados con violación de derechos. Tales 
cuos, en ellos, la responsabilidad se extiende al 
Estado y a los ore,anismos públicos. 0 
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El sistema de la Responsabilidad Estatal tuvo una influencia fecunda con la 
aplicación de esta norma constitucional, por lo que el sistema administrativo italiano 
debió abrir un largo paréntesis en el presente siglo, y dentro de éste la experiencia fascista 
del "todo en el Estado" inscribió principios como éste del articulo lo. de la Carta de 
Lavara: 

"organismo (la nación) dotado de una existencia, 
de fines y de medios de acci6n superiores en 
poder y duración a los de los individuos, aislados 
o agrupados, que lo componen. El... se realiz.a 
íntegramente CI:' el Estado fasdstn". 

Ese Estado fascista, en el que se consustancio la Nación no podía pennitirse 
limitaciones jurídicas ... 
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EL SISTEMA ALEMAN 

Alemania tiene un sistema de responsabilidad del Estado que, por su amplitud y 
ajuste, la coloca en un puesto de vanguardia. 

En Alemania se distingue entre: 

a.· Responsabilidad Pública: que es In <1ue deriva de los netos ilegales de los 
agentes públicos en el ejercicio de sus funciones; e 

b.- Indemnización de Derecho Público: que deriva del ejercicio legítimo, aunque 
dañoso, del poder público. 

1.- Indemnización de Derecho Público. 

Se originó en el Código Civil Prusiano, cuyos artículos: 74 y 75 expresan: 

Artículo 74 del Código Civil Prusiano: "Los derechos y ventajas individuales de los miembros 
del Est&do deben ceder a los derechos y obligaciones para el fomento del bien común, si se origina 
entre ambos una contradicción real 11

• 

Artículo 75 del Código Civil Prusiano: 11 En contra de ello1 el Estado esté obligado n 
indemnizar a aquel que es obligado a sacrificar derechos y ventajas especiales al interés común". 

Estos principios de corte social han pennitido que el Estado se adjudique a sí 
mismo derechos y ventajas individuales, cuando asi lo justifican razones de fomento del 
bien común, con la obligación de indemnización plena en metálico. Por eso, estas 
intromisiones del Estado en los derechos individuales son LEGITIMAS, por lo que no 
generan responsabilidad en sentido técnico. Pero como aparejan indemnización no 
existe diferencia práctica. 

En este tipo especial de "indemnización de Derecho Público" se excluyen los 
casos de perjuicios causados por actos de la Administración, justicia y por actos 
legislativos. Como es natural, "se excluye el caso de las cargas generales o iguales de 
cada uno a través de un acto juridico de soberruún . Por el contrario debe existir 
también en el sacrificio por otro una carga especial, un sacrificio especial del individuo, 
que tenga por consecuencia un daño más grande y apreciable en dinero ... El afectado 
debe haber sido dañado en un derecho individual o en su posición jurídica total. El 
daño solo de intereses o derechos en expectativa no alcanza." (1) 

Actualmente la doctrina y jurisprudencia han construido una especie de "status 
jurídico", de norma consuetudinaria, por el cual se mantienen en vigor los artículos 74 y 
75 del Código Civil Prusiano.(2) 
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II.- Responsabilidad Pública 

Se originó en el Código Civil Alemán (artículo 839) que consagró la 
responsabilidad del funcionario por violación intencional o negligente de sus deberes 
profesionales hacia terceros. 

Posteriormente la "ley sobre responsabilidad del Reich por sus agentes", 
sancionada en 1910, estableció que In responsabilidad enmarcada en el artículo 839 del 
Código Civil Alemán para el agente estatal alcanza al imperio en lugar del empicado. Se 
advierte la gran evolución operada, en el sentido de que el problema se centra en el 
resarcimiento de la víctima más que en la culpa del acto dru1oso, por las siguientes 
razones: 

1° Porque se ha buscado obviar los inconvenientes de la insolvencia de los 
funcionarios~ haciendo recaer Ja responsabilidad en el "imperio". 

2 º Porque In responsabilidad estatal se funda en la violación de los deberes de la 
función por parte del funcionario, pero no en la culpa o subjetividad del mismo, ya que la 
responsabilidad del Reich subsiste aun cuando el agente no estuviese en posesión de sus 
facultades mentales al momento en que realizó el acto que objetivamente resultó 
violatorio de las obligaciones de su cargo. 

Por otra parte, la ley concedió al Estado acción recursoria contra su agente, 
quedando librada a la reglrunentación la forma de hacerla efectiva. 

La Constitución de Weimar (1919), recibió, en forma definitiva, la responsabilidad 
legal del Estado, disponiendo en su articulo 131 lo siguiente: 

"Si un agente estatal en ejercicio del poder público 
a él confiado viola el deber del cargo que le esté. 
impuesto respecto a un tercero, es responsable en 
principio el Estado o Ja corporación en cuyo empleo 
está. La acción recursoria contra el agente queda 
rese~ada;, La jurisdicción ordinaria no puede ser 
uclu1da ... 

La Constitución de la Bundesrepublik (23 de mayo 1949) establece: 
"Si 1l¡uien, en el ejercicio de una función pública 

a B confiada, viola la obli¡ación del careo que 
le esti impuesta frente a un tercero, es responsable 
en principio el Estado o la corporación en cuyo 
empleo est6. La acción recunoria queda reservada 
en el caso de dolo o culpa erave. Para el reclamo por 
reparación de dallo y para la acción recursoria, la 
jurisdicción ordinaria no puede ser excluida''. 
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A continuación señalaremos las diferencias existentes: 

a) En la Constitución de 1949 el Estado asume la responsabilidad por los actos de 
cualquier individuo que ejerza una función pública, mientras que en la de Weimar solo lo 
era por los actos de los agentes estatales. Pero en la práctica no hay tal diferencia, ya que 
la jurisprudencia había interpretado muy extensivamente la disposición de 1919. 

b) La Constitución de 1949 precisa el alcance de la acción recursoria del Estado, 
limitándola a los supuestos en que el agente actuó con dolo o culpa grave. Los demás 
casos los asume el Estado exclusivamente. Es el mismo criterio de la ley de 1910 y 
constituye un homenaje al cúmulo de tareas que generalmente pesan sobre el funcionario 
estatal. 

Ortega y Gasset dijo del funcionario alemán que: "el hombre oculto tras el role 
oficial ha aceptado radicalmente éste, se ha sumergido por completo en él, ha inhibido de 
una vez para siempre su vida personal -se entiende durante el ejercicio de su obligación-. 
No ahorra detalle alguno de los prescritos en el Reglamento, no se sorprende en él 
despego alguno hacia la actuación oficial que le es impuesta. Al contrario, hace lo que 
hace -el oficio- con verdadera eficiencia, cosa imposible si al individuo no le parece, ya 
como individuo, un ideal ser funcionario ... " (3) 

Por último, la nueva ley de agentes públicos de Alemania sancionada el 18 de 
septiembre de 1957 desarrolla la proposición contenida en la Constitución de 1949. Por 
lo tanto, el régimen alemán de la responsabilidad pública determina que "el Estado es 
responsable directo frente a los particulares, recurriendo luego él contra sus agentes, 
cuando éstos obraron con dolo o culpa grave. Pero para que proceda esa responsabilidad 
estatal, deben reunirse las siguientes condiciones: 

1.- Que el agente haya obrado en ejercicio de urm. función 
pública. No basta, pues, que el acto se haya ejecutado 
"en ocasión" de la función pUblica, como en la~~ 
~del sistema francés. 

2.- Que haya violado una obligación del cargo, debida a 
un tercero. No debe, pues, tratarse de la violación 
de un deber existente frente a la Administración ni los 
que existen, en forma general frente a la sociedad. 

3.- Que esta violación haya producida un daño. 
4.- Que haya sido culpable. Asf se considera. que la 

disposición de la ley de 191 O, que hacia responsable al 
Rcich por el hecho de un agente insano no es más 
que Ja excepción que confirma la regla. (4) 

Como conclusión podemos decir que Alemania ha llegado a contar con un sistema 
bastante completo y coherente de responsabilidad estatal y ha llegado a esto sobre la base 
de textos expresos constitucionales y legales, esto era tratandosc de la República Federal 
Alemana, pues ahora con la unificación de las dos Alemanias el sistema pudo haber 
variado. · 
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EL SISTEMA SOVIÉTICO 

La Responsabilidad del Estado solo se concibe cuando un texto expreso lo 
establece, eso es lo que sucede en el derecho soviético. 

Este principio general surge del articulo 407 del Código Civil de la República 
Socialista Federativa Soviética de Rusia, ahora desintegrada, que señalaba lo siguiente: 

"Las instituciones solo responderán de los daftos causados 
en virtud de actos irregulares de sus funcionarios en los casos 
especialmente cspeciíicados en la ley, y además siempre que 
Ja irregularidad de dichos actos fuese reconocida por un 
organismo judicial o administrativo competente. Las 
instituciones quedarán exentas de responsabilidad si In 
víctima no interpusiese recurso en tiempo oportuno contra 
los actos irregulares del funcionario. Las instituciones 
podrin repetir contra el funcionario la indemnización que 
hubieren pa¡ado a consecuencia de sus actos irregulares". 

Quedando esto confirmado con una decisión plenaria del Tribunal Supremo de la 
URSS del JO de junio de 1943, en la que se expreso lo siguiente: 

"También incurren los triburu:iles en frecuentes errores en litigios 
que versan sobre Ja responsabilidad de las instituciones por los 
actos de sus funcionarios, sobre la aplicación del articulo 407 
del Código Civil de la RSFSR y de los correspondientes de los 
códigos análogos de las demás Repúblicas federadas. A 
menudo Jos tribunales resuelven con arreglo a dichos articulas 
los litigios sobre daños causados por los funcionarios con 
motivo del cumplimiento de las funciones económicas o 
técnicas de instituciones, siendo nsl que el ruticulo 407 se 
refiere especialmente a la responsabilidad de las instituciones 

por los actos irregulares de sus funcionarios (en el dominio de 
ta Administracióo)". 

Por cUo se decide que: "Las demandas dirigidas contra 
instituciones del Estado y relativas aJ resarcimiento de daños 
causados y Jos actos de servicios irregulares de los funcionarios 
en el dominio de la Administración, han de rcsolv.:rsc con 
arreglo ni artículo 407 del Código Civil de la RSFSR )'códigos 
análogos." 
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En estos casos, la responsabilidad económica de las instituciones 
del Estado solo podrá ser declarada cuando la prevea una ley 
especial y siempre que la victima recurra contra los actos 
irregulares del funcionario y que la irregularidad de tales actos 
fuese declarada por un órgano administrativo o judicial competente. 
La responsabilidad por los daños que causen los funcionarios en 
cumplimiento de funciones económicas o técnicas de la institución 
de que se trate, se determinará confonnc a Jos principios generales 
del articulo 403 del Código Civil de la RSFSR y códigos análogos. 

El articulo 403 del Código Civil de la RSFSR prescribe: 

"El que hubiese causada un daño a otra persona o a un bien njeno queda obligado a 
resarcir el perjuicio correspondiente. Quedará obligado de dicha obligación si probare que 
no pudo impedir el daño o que tuvo el derecho de causarlo, o bien que el daño Jo produjo 
inlcncionalmenle por negligencia inescusable Ja propia \•fctima", es decir, se exonera de 
responsabilidad acreditando que obró de jure. 

De las disposiciones legales transcritas se deduce: 
1° Que el Estado responde de los actos de servicio irregulares de los funcionarios 

de la Administración, solo en los casos especiales en que una ley declare tal 
responsabilidad. 

Además se requiere que la víctima interponga la demanda en tiempo oportuno. El 
Estado tiene acción recursoria contra el funcionario culpable. 

2° Si no hay una ley especial que autorice la asunción, por el Estado, de tal 
responsabilidad, responderá el füncionario culpable. En este supuesto, dado lo dispuesto 
por el artículo 403 del Código Civil de In RSFSR, no será menester que la víctima pruebe 
la culpabilidad del funcionario, ya que el Código Civil ha consagrado la inversión del 
l!!.!!§probnndi. 

3° Cuando el funcionario ha cometido un perjuicio, pero ejerciendo regularmente 
las funciones económicas o técnicas de In institución, el mismo artículo 403 del Código 
Civil de la RSFSR lo autoriza a liberarse de toda responsabilidad demostrando que obró 
de .iJml o que no pudo impedir el drulo, caso fortuito o fuerza mayor. Es decir, que el 
damnificado no podrá obtener el resarcimiento correspondiente. 

Los derechos de los particulares a lograr indemnizaciones por los dailos que les 
cause el Estado son ilusorios. Cuando un agente estatal ha obrado ilegítimamente, deberá 
correr el riesgo de su insolvencia, salvo el supuesto excepcionalísimo de que una ley 
especial consagre la responsabilidad directa del Estado. En cuanto a los daños que 
objetivamente resulten de la actividad estatal (y que por lo tanto excluyen ejercicio 
ilegítimo de funciones) deberá sufrirlos el particular sin In más mínima posibilidad de 
resarcimiento. 
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Los derechos individuales consagrados por la Constitución Soviética de 1936, no 
son derechos fuera o en contra del régimen, sino dentro del régimen y del Estado, es 
decir, como instrumentos de su consolidación: hay libertades en tanto que su despliegue 
sirva de afirmación al régimen o, por lo menos, sean indiferentes al régimen. Tal es el 
sentido de los artículos 126 y 125 de la Constitución. Por esto se explica In posición 
que adoptó el jurista ruso: Karadgé-Iskrow en el Congreso Internacional de Derecho 
Comparado que se celebró del 2 al 6 de agosto de 1932 en el Haya. Una de las 
secciones del Congreso adoptó por unanimidad "resoluciones que proclaman con suma 
nitidez el principio de la responsabilidad general del Estado en materia administrativa''. 
Contra ese voto y "en nombre de la justicia social", Knradgé-Iskrow condena Ja 
responsabilidad estatal. Trotabas se refiere a esta critica y expresa "¿Cúal es Ja razón 
profunda que conduce al representante de las concepciones soviéticas a condenar la res­
ponsabilidad del poder público? Y su respuesta fue: que es la consecuencia de In 
condenación de la propiedad. 

Es así como se encontraba la URSS en esta materia antes de su desintegración, 
ya que ahora cada uno de los paises que la integraban adoptarán los criterios que 
consideren más convenientes para su calidad de Estados independientes. 
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EL SISTEMA INGLES. 

El antiguo sistema inglés, basado en el principio medieval: "The Ki!Jg Can Do 
No Wrong" (6) sufrió modificación con la sanción de la Crown Proceeding Act DE 
1947. 

El viejo sistema puede resumirse de In siguiente manera: 

a) La Corona no incurría en responsabilidad por los delitos y cuasidelitos Úfil!) 
que hubieran cometido sus funcionarios. 

b) La Corona no podía ser llevada a juicio por los particulares, salvo algunos 
pocos casos en que las leyes especiales consagraban otra solución. 

e) Se admitía que derivaba responsabilidad para la Corona del incumplimiento 
de obligaciones de origen contractual. En este caso como la Corona no podía ser 
enjuiciada, debla recurrirse al procedimiento de la "Petition Qf Right" por el cual la 
Corona autorizaba al particular a que entablara juicio. 

d) Los particulares podían accionar directamente contra los funcionarios 
responsables, de acuerdo con los principios generales del derecho sobre delitos y 
cuasidelitos. Esta responsabilidad de los funcionarios se consagró en el s. XVI y era 
muy severa. Las situaciones injustas que a veces originaba, fueron paliadas (7) 
posteriormente. Así la Public Authorities Protection Act de 1893, que estableció un 
plazo breve de seis meses para accionar contra ellos, estableciendo condenaciones 
especiales para el accionantc que resultaba perdidoso. A menudo la Corona, por otra 
parte, tomaba a su cargo el pago de las indemnizaciones o se dictaban verdaderas leyes 
de amnistía. Pero todo ello, por supuesto, tenía el carácter de "Gracia de su Majestad". 

Jorge T. Bosch en su completo análisis de "la responsabilidad del Estado en 
Inglaterra y en los Estados Unidos de América" (8), menciona una serie de leyes 
especiales y prácticas administrativas que fueron atenuando In rigidez de los principios 
clásicos expuestos. Pero la modificación sustancial del sistema solo provino de la 
Crown Proceeding Af!, aunque fue una modificación sustancial, como lo mencioné 
anteriormente, esto no quiere decir que introdujera un sistema complejo y avanzado de 
responsabilidad estatal, algunas de sus características de la Crown Proceeding Act, en 
forma sistematizada son: 

A) Se mantienen las reglas de fondo tradicionales en materia de responsabilidad 
contractual, pero se suprime la exigencia de In Petition Qf BJgh!. 

B) La Corona es asimilada a una persona común, en lineas generales, a los 
efectos de responsabilizarla por: 
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l. Las faltas cometidas por sus servidores; 
2. el incumplimiento de sus deberes de empleador; 
3. el incumplimiento de aquellos deberes que 

acompañan al dominio, ocupación, posesión o 
contralor de los bienes. 

C) Las faltas cometidas por los funcionarios (!ir!) constituyen figuras similares a 
los cuasidelitos, por lo cual se requiere antijuridicidad, culpa y daño. 

D) En consecuencia, In Corona no responde por los daños que se causen 
objetivamente en el ejercicio de las actividades estatales. No existe la noción francesn 
de faute !ill service o sea el daño causado por una defectuosa organización del servicio. 

E) La Corona solo asume responsabilidad por los hechos de sus agentes, 
entendiendo esto último en un sentido muy restringido. El agente público es solo aquél 
que es pagado con los fondos del Tesoro. La jurisprudencia aún no ha determinado si 
las entidades autárquicas (9) son o no agentes públicos en el sentido de la ley, aun 
cuando ya hubo un caso en el que la British Transport Comission fue declarada no 
comprendida en los supuestos de responsabilidad estatal, por no ser agente público. 
Tampoco lo son los miembros de la policía de seguridad, porque no son pagados por 
fondos del tesoro. 

F) Cuando la Corona impone cualquier obligación a sus agentes y éstos no la 
cumplen, el daño que pueda surgir de ese incumplimiento no es indemnizable por parte 
del Estado ni del agente, siempre que tal obligatoriedad no se haya establecido 
concretamente hacia otras personas además de la Corona. 

G) Expresamente se niega la responsabilidad al Estado por neto judicial, por 
servicio postal y telefónico. 

Estas limitaciones muestran una regulación defectuosa en la materia y han hecho 
reconocer a Bosch que: "ni la Crown Proceeding Act ni la Federal Tort Claims Act 
resuelven todos los problemas anexos al de la responsabilidad del Estado. Ni abarcan 
todos los que se plantean en concreto en los Estados inglés y norteamericano, 
respectivamente, ni cuando lo hacen propician siempre soluciones inobjetables, y menos 
aún encaran todos los aspectos posibles de la responsabilidad estatal. Pero, sin 
embargo, "la importancia de las leyes comentadas, dentro de la órbita de sus respectivos 
paf ses, surge con caracteres evidentes cuando se comparan en ambas soluciones dadas al 
problema de la responsabilidad del Estado antes y después de su sanción. El 
reconocimiento en Inglaterra de la responsabilidad extracontractual de la Corona, la 
abolición del sistema de petición de derechos y la simplificación del procedimiento y 
equiparación de las partes en los juicios seguidos contra aquélla, asf como el esta­
blecimiento de un remedio verdaderamente jurídico para hacer efectiva la 
responsabilidad "ex-delicto" de los Estados Unidos, son hechos de una relevancia tal 
dentro del orden de las instituciones administrativas anglosajonas que no es preciso 
explayarse mucho acerca de los mismos, para que destaquen en toda su magnitud. 
distinciones entre responsabilidad contractual y extracontractual, entre responsabilidad 

106 



por acto de gobierno y corporativo, pues el Estado responde ahora en todos esos 
supuestos, los autores ingleses y noneamericanos pretenden que falta librar la última 
batalla y, anulando la diferencia entre daños causados por actos ilegales y daños que 
tienen por causa actos legítimos, afirmar el principio de responsabilidad sin culpa y 
extenderlo sin excepción a los distintos modos en que se manifiesta la actividad del 
Estado: administración, legislación, justicia, etc. y aún gobierno. (10) 

Se puede decir que se han analizado el sistema inglés y el norteamericano 
coajuntamente, y esto es debido a su gran similitud, pero a pesar de ella, pasaremos a 
analizar el sistema norteamericano separadamente. 
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EL SISTEMA DE ESTADOS UNIDOS 

En este sistema, tradicionalmente predominó el principio de la irresponsabilidad 
del Estado Federal por los delitos o actos culposos que cometiesen sus funcionarios, 
debiendo los paniculares damnificados accionar contra estos. Pero su fundamento no 
podía lógicamente radicar en el dogma "The ki!!g 9!! .Q.Q !!.Q wrong'', en virtud de un 
sistema constitucional. Se sostenía In imposibilidad jurídica de que el Estado fuera 
juzgado por sus propios órganos (judiciales), argumento que según Bosch (11) 
constituyó, en su origen medieval y feudal, la práctica de la imposibilidad de llevar a 
juicio a la Corona de Inglaterra. Por otra parte, se sostenia que toda decisión que se 
impusiera e.1 pago de una obligación pecuniaria debía ser autorizada por el órgano 
legislativo, En consecuencia, los paniculares tenían que presentarse ni Poder 
Legislativo para obtener el pago de sus créditos contra el Estado. aun aquellos que 
proviniesen de incumplimiento contractual. 

En vista del recargo de tareas que este sistema trajo al Poder Legislativo, éste 
creó en 1855 la Court Qf Claims, cuyos jueces eran nombrados de In misma manera que 
los de la Suprema Corte. Al principio no ejercía poderes jurisdiccionales propios, 
limitándose a preparar proyectos de resolución para ser considerados por las Cámaras. 
tanto en los casos de responsabilidad contractual como extracontractual (por delitos y 
cuasidelitos). 

En 1866, otra ley le concedió jurisdicción propia para conocer en ·las 
reclamaciones de origen contractual, con apelación a la Suprema Corte Federal. Para 
las de origen extrncontractual, se mantuvo en sistema anterior (sin embargo la ~ort Qf 
Claims extendió su competencia por via interpretativa, conociendo en casos que eran de 
responsabilidad delictual). 

En cuanto a los distintos Estados de la Unión, sus constituciones no han 
consagrado un sistema uniforrnc. Recordaremos, al respecto, que apenas sancionada la 
Constitución de Estados Unidos, la Suprema Corte se declaró competente para entender 
en las reclamaciones de los particulares contra de los distintos Estados. Esa 
jurisprudencia levantó una ola de protestas de las que se hizo eco la Nación entera, por 
lo que en 1794-98 se introdujo la enmienda XI a la Constitución, que excluyó dichos 
litigios de la órbita de las autoridades judiciales federales. Con el tiempo se admitió que 
la responsabilidad de las personas públicas locales se regulara por el derecho común en 
todas las actividades que podríamos llamar "de gestión", de explotación de servicios. 
Pero, en cambio, en el ejercicio del Poder Público que ejercían por delegación del 
Estado Federal, se mantuvo el principio de la irresponsabilidad. 

En 1946 se sancionó la Federal Tort Claims fil[, que modificó substancialmente 
el régimen tradicional sobre responsabilidad del Estado. Pero que no ha bastado para 
colocar a estos países a la altura de los tiempos. 
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En líneas generales, la Feclcrnl Tun Claims ilia (F.T.C.A) ha tenido solo por 
objeto dejar parcialmente sin efecto Ja inmunidad del Estado. El Estado no es 
enfrentado con responsabilidades especiales que no tengan Jos particulares; Ja ley se 
limila a aceptar su responsabilidad en Jos casos en que el mismo hecho generaría 
responsabilidad privada según las reglas de derecho común. 

( ) Hay en esto un error inicial de la ley, ya que las fonnas en que el Estado 
puede dañar son mucho más numerosas y variadas que las que pueden practicar los 
particulares. 

Por otra parte, el articulo 2680 del Judicial Code (en el que se ha incluido la 
F.T.C.A.) contiene doce excepciones a la asimilación del Estado a las personasjuridicas 
de derecho privado en pro de la responsabilidad: 

1 ª Funciones discrecionales; 
2° Servicio Postal; 
3° Cobro de impuestos, apropiación temporal de merca­

derías por cualquier agente público; 
4° Derecho marítimo (generalmente esto está regulado 

por leyes especiales); 
5° Ejecución de la ley sobre comercio con el enemigo; 
6° Establecimiento de cuarentenas; 
7º (este inciso quedó en blanco): 
8° Delitos de los funcionarios públicos; 
9° Regulación del sistema monetario; 
!0° Actividades militares en tiempo de guerra (se 

regula por leyes especiales); 
11° Hechos ocunidos en el extranjero; 

J. Actividades de la Tennesscs Valley Authorítv; 
JI. Actividades de la Panama Canal Company. 

A su vez, el inciso 1° comprende dos excepciones: 
1) Ejecución, con diligencia, de una ley o reglamento, sean o no válidos. Es 

decir, que en una Nación de Constitución rígida, en la que ésta reconoce y garantiza los 
derechos individuales, el Estado no es responsable por la ejecución de leyes o 
reglamentos que no sean válidos, es decir, inconstitucionales o !legales. 

2) Ejercicio de facultades discrecionales. La extraordinaria amplitud de esta 
excepción ha llevado a negar la responsabilidad estatal por los actos del Poder Judicial. 
Además, en un caso en el que el Congreso autorizó a los ingenieros del Departamento 
de Guerra para ampliar y realizar mejoras en el Río Missouri, a ralz de las cuales varias 
tierras fueron inundadas, se declaró que el Estado era irresponsable por que el 
departamento de Guerra habla ejercido una función discrecional. 
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Bosch quien defiende esta ley en cuanto ha significado la superación de un 
sistema tradicional de irresponsabilidad agrega que: 

11 
••• aquel estado de espíritu colectivo seil11l11do por Savatier, que pone en el centro del 

problema de responsabilidad no al responsable, sino n la victima, y busca siempre a alguien que 
indemnice los daftos sufridos por ~sta, no es ajeno a los paf ses anglosajones ... " 

Pero es evidente que ese ºestado de espíritu colectivo" no se ha traducido 
cabalmente en In F.T.C.A. Es de esperar que pronto encuentre su formación legislativa 
en un texto más respetuoso de los derechos individuales ... 

A pesar de México ser uno de los más próximos vecinos de Estados Unidos, los 
sistemas legales, como bien sabemos, son muy diferentes, y no es la excepción 
tratándose el punto de la Responsabilidad Estatal. 
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SISTEMA BRASILEÑO 

El sistema brasileño cuenta con textos expresos -constitucionales y legales- que 
regulan la responsabilidad del Estado por los actos de los funcionarios. 

Actualmente las disposiciones aplicables al caso son: El artículo 194 de In 
Constitución Carioca de 1946 y el articulo 15 del Código Civil Brasileño, que expresan 
lo siguiente: 

Articulo 19.j Constitucional (1946): "Las personas 
juridicas de Derecho Püblico interno son civilmente 
responsables por los dai\os que sus funcionarios, 
en esa calidad, causen a terceros. Tienen acción 
regresiva contra los funcionarios causantes del 
daño, cuando haya habido culpa de éstos". 

Articulo 15 del Código Civil: "Las personas de 
derecho público son responsables por los actos de 
sus representantes que, en su calidad de tales, 
causen daftos a terceros, produciendo en forma con· 
traria a derecho o faltando al deber prescrito 
por Ja ley, sin perjuicio de Ja acción contra los 
responsablesº. 

Obsérvese que, de la confrontación de ambos textos, surge claramente In 
responsabilidad directa de In Administración sin perjuicio de la acción de repetición 
contra los funcionarios. Pero mientras que el Código Civil Brasileño exige que el neto 
causante del dw1o sea "contrario a derecho" o constituya un ejercicio irregular derivado 
de haber "faltado al deber prescrito por In ley", la Constitución de 1946 no parece exigir 
la concurrencia de esos extremos, bastando que al acto cause daño a terceros. Incluso In 
limitación de la acción recursorin del Estado a los casos en que el funcionario actuó con 
culpa, presupone que el Estado asume por si los casos de indenmiznción de daños 
causados sin culpa. 

El nuevo texto Constitucional, en consecuencia, ha dividido a la doctrina y 
jurisprudencia en cuanto a la interpretación del alcance de su articulo 194. Asi, algunos 
sostienen que la Constitución ha consagrado la teoria objetiva del riesgo (12); otros 
consideran que no ha alterado el sistema anterior del Código Civil y que, por 
consiguiente, se requiere la existencia de culpa (13). Finalmente, para otros, el texto 
constitucional no impone una solución determinada, quedando librada a la que el 
legislador estime más justa. (14) 
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Lajurisprudencia tampoco se muestra firme. Con anterioridad a la Constitución 
de 1946, se planteó jurisprudcncialmente -en varias ocasiones- la cuestión de la 
responsabilidad objetiva de riesgo, con motivo de los daños sufridos por particulares en 
los casos de revoluciones militares o populares ... Pero el criterio predominante fue 
admitir la acción siempre que se probara culpa o falta de los poderes públicos. Después 
de la sanción de la Constitución de 1946 se analizó el alcance del artículo 194 y, en 
algunos fallos, los tribunales de San Pablo parecen inclinarse a invocar la teoría del 
riesgo, aunque los casos resueltos fueron ejemplos típicos de culpa o delito de los 
funcionarios, que implicaba un defectuoso funcionamiento del servicio. ( 15) 

Aunque en el sistema brasileño el Código Civil en el artículo anteriormente 
citado, limite la cuestión de la responsabilidad del Estado lo importante es que en la 
Constitución no se encuentra limitado este mismo aspecto, y como bien sabemos la 
Constitución es In base del derecho de un país. 
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EL SISTEMA URUGUAYO 

Sayagués Laso? jurista umguayo, en su "Tratado" : hace una extensa y muy 
interesante exposición sobre el desarrollo legislativo, jurisprudencia! y doctrinario del 
problema de la responsabilidad estatal en su pais. Respecto a la posición uruguaya en 
materia de responsabilidad del Estado - legislador se mantiene un criterio amplio respecto 
a su reconocimiento. También esto puede afirmarse respecto a In responsabilidad por acto 
y hecho de la administración, existiendo textos constitucionales que expresamente regulan 
esta materia. 

Existen tres periodos en la evolución del derecho uruguayo en la materia: 

J. .. Hasta 1934, Bajo la vigencia de las Constituciones 
de 1830 y 1917, que carecían de disposiciones so­
bre la mntcrin. 

El poder judicial conocía de litigios en los que se hallaba en juego la 
responsabilidad patrimonial de la Administración y se limitaba a acordar reparación en los 
casos en que correspondfn, sin pretender anular o revocar los netos administrativos. Se 
aplicaban los textos civiles, para los actos de gestión, yn que se admitía el principio de la 
doble personalidad del Estado. El criterio predominante fue responsabilizar directamente 
a In Administración y, sólo por excepción, al funcionario en los casos en que el hecho era 
imputable exclusivamente a él. 

Cuando las situaciones de hecho que motivaban el litigio eran propias de In 
Administración y no guardaban semejanza con las que surgen de la actividad de los 
particulares, resultaban inaplicables las disposiciones del Código Civil y del Código de 
Comercio. Entonces, la jurisprudencia utilizó distintas técnicas para resolver tales casos. 
Y, sí bien en algunos casos actuó "pretorianamente" (16), en otros casos comenzó a 
aplicar principios de derecho público. Pero, en general, este periodo se caracteriza por la 
aplicación de los textos del derecho privado, que en parte se explica -además de la 
ausencia de disposiciones constitucionales expresas- porque en su mayoría eran jueces 
civiles los que cntendfan en las causas por responsabilidad extracontrnctual de la 
Administración Pública: era muy limitada la competencia del único juzgado de Hacienda 
competente. 

2.- Desde la Constitución de 1934 hasta In sanción de 
la reforma de 1952. 

El articulo 24 de la Constitución Uruguaya de 1934 introduce una modificación 
sustancial al problema, dándole un giro de 180° , ya que -en ciertos casos- colocó en 
primer plano la responsabilidad personal del funcionario, siendo la de la Administración 
Pública solo subsidiaria de la primera. Para que se configurase esa "falta personal" del 
funcionario debfan reunirse las siguientes requisitas: 
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a) que el acto o el hecho lesivo emanase de un funcionario público. (y la 
interpretación que se dió a esta calidad fue restrictiva y semejante a la ley inglesa de 194 7 
V.G. los jueces no estaban comprometidos). 

b) que hubiese actuado en ejercicio de la función pública que le estuviese 
confiada. (concepto más restringido que el francés de faute ~ service, que incluye los 
actos personales del funcionario realizados con ocasión del servicio; estos últimos, para el 
derecho uruguayo serían "actos personallsimos" regidos por el derecho privado y sin 
indemnización subsidiaria a cargo de la Administración pública); 

e) que el funcionario hubiere procedido con incumplimiento de los deberes del 
cargo. 

La responsabilidad subsidiaria de la Administración Pública era una obligación de 
garantia para el caso de insolvencia del funcionario responsable principal, situación muy 
similar a la de México, por eso, la Administración Pública tenía acción recusoria contra el 
funcionario, por lo que hubiere pagado en caso de condenación. En los casos de "falta 
personal'', calificados por las circunstancias recicn señaladas, surgía la responsabilidad 
directa del funcionario cuando se hubiere originado un perjuicio y existiera cierta relación 
de causalidad entre la falta del agente y dicho perjuicio. 

Pero, en cambio, la Constilucíón Uruguaya de 1934 no contenla disposición 
expresa sobre la responsabilidad directa de la Administración Pública, por lo que ésta 
debió elaborarse por vía jurisprudencia!. Como el Código de Organización de los 
Tribunales que se sancionó en el mismo año, amplió considerablemente la competencia de 
los jueces de la Hacienda (artículo 100), eliminando casi por completo la intervención de 
los jueces civiles en los casos en que era parte la Administración Pública, el resultado fue 
que la jurisprudencia sobre responsabilidad directa del Estado se orientó 
predominantemente hacia la aplicación de principios de derecho público. Así se invocaba 
con frecuencia el artículo 271 de la Constitución sobre "irregularidades de los actos 
administrativos". También se recibieron los conceptos de: 

"abuso de derecho", "enriquecimiento sin causa" y aun, aunque con muchas 
resistencias, el "criterio objetivo de riesgo". Finalmente llegó a generalizarse el concepto 
francés de la "falta de servicio". 

3.- A partir de la snnción de la Constitución de 1952. 

Esta Constitución dió un nuevo giro de 180° volviendo, en cierta forma, al sistema 
anterior a 1934, ya que la responsabilidad originada cuando el funcionario hubiera 
actuado con incumplimiento de los deberes del cargo, recaeria directamente sobre la 
Administración, sin perjuicio de la acción de repetición de ésta contra aquél. Se sostuvo 
que al articulo 24 anterior permitía a los particulares atemorizar a los funcionarios con la 
amenaza de un pleito y que en esas condiciones la Administración Pública se perjudicaba. 
Quedarían solo excluidos los llamados "netos pcrsonalísimos de los funcionarios", es 
decir, actos ajenos a la función. 
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Esta Constitución tampoco prevé los casos de responsabilidad única de la 
Administración, por lo cual se ha mantenido la elaboración jurisprudencial señalada en el 
segundo período. 

En el sistema actual puede pedirse la anulación del acto administrativo ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, por Jo que no puede accionarse directamente 
ante el Poder Judicial reclamando la indemnización. Es necesario obtener primero la 
anulación del acto. En cambio, si el perjuicio no ha derivado de actos sino de hechos de 
la Administración, cualquiera que sea su naturaleza, puede reclamarse directamente ante 
el poder judicial. 

La Administración pública tiene acción recursoria contra los funcionarios 
culpables o dolosos, por la indemnización que haya tenido que pagar. Esa acción de 
repetición no es obligatoria para la Administración Pública sino facultativa. 

Sayagés Laso se muestra decidido partidario del sistema de la Constitución de 
1934, expresando: "El sistema actual es poco recomendable por cuanto prácticamente 
elimina la responsabilidad del funcionario. No es necesario ser muy perspicaz para prever 
el resultado de esa acción de repetición facultativa, luego de transcurrido el extenso plazo 
que exige la tramitación de un juicio ordinario contra Ja Administración. En esa forma el 
régimen vigente tiene como virtualidad hacer que la Administración soporte siempre las 
consecuencias de los desaciertos de sus funcionarios (cualquiera que sea la magnitud de la 
culpa, el dolo o la arbitrariedad) sin el freno que significa la posibilidad de que un 
particular accione directamente contra el funcionario responsable. Lo que ocurrió fue 
que 
el sistema de 1934 resultó en parte desnaturalizado. Los representantes de los entes públi­
cos encontraron muy cómodo arrojar sobre los funcionarios cualquier culpa, a fin de negar 
la procedencia de la acción directa contra Ja Administración y ganar el juicio por error en 
el accionante sin entrar al fondo del asunto. A su vez, los particulares erraban con 
frecuencia el planteo correcto de la acción y para evitarlo acumulaban todas las acciones 
posibles. La jurisprudencia no tuvo tiempo de lograr una sistematización adecuada y el 
legislador fue omiso en reglamentar el articulo 24. Lo ventajoso habría sido corregir Jos 
defectos y no alterar el principio". (17) 

El juicio certero de Sayagés Laso, que ahonda en el aspecto social y polilico del 
sistema uruguayo, hace que podamos omitir nuestros comentarios por ser los suyos tan 
precisos, dado sn mejor conocimiento del sistema. 
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SISTEMA ESPAÑOL 

La admisión de un principio general de responsabilidad civil de la Administración 
Pública en el ordenamiento español es muy reciente. Se encuentra por primera vez en la 
ley de Expropiación Forzosa del 16 de diciembre de 1954. Su fonnulación ha sido más el 
fruto del esfuerzo doctrinal y del propio legislador que de la jurisprudencia, In cual se ha 
mostrado en general bastante reacia a aceptar la figura del Estado responsable de los 
daños causados por sus funcionarios en el ejercicio de sus servicios y funciones. Se 
puede afinnar que hasta la fecha aludida y salvo algunas excepciones introducidas por 
leyes especiales, la Administración Pública ha gozado en España de un verdadero estatuto 
de inmunidad frente a los particulares por los daños causados a éstos. Tal situación de 
privilegio del Poder Público y de indefensión de los administrados se vcia agravada aún 
más por las extremas dificultades existentes en el Derecho positivo para poder exigir 
directamente una responsabilidad civil a los funcionarios. A esta injustificable situación 
se puso fin, como dijimos, con la promulgación de la ley de Expropiación Forzosa de 
1954, y creemos que el cambio radical introducido por este texto legal en el sistema 
jurfdico espat1ol ha sido de una importancia tal, que se puede calificar como In regulación 
técnicamente más progresiva que del instituto de la responsabilidad civil de los entes 
públicos exista en el panorama del derecho comparado. ( 18) Para comprender el alcance 
de esta última afinnación se estudiará la evolución del instituto aplicado a la 
Administración Pública. 

El Código Civil de 1889 establece en su articulo 1902 el principio general de 
responsabilidad civil por los dru1os debidos a acciones u omisiones culposas (19). El 
articulo 1903 precisa, a su vez, que tal responsabilidad se exige no solamente en los casos 
de daños causados por una acción u omisión personal, sino también en aquellos que hayan 
sido ocasionados por personas de las que se deba responder, indicando a continuación 
cuáles son dichos supuestos de responsabilidad por hechos de un tercero, entre los que se 
prevé por primera vez, en su párrafo 5°, la responsabilidad del Estado en los siguientes 
términos: 

"El Estado es responsable en este concepto cuando 
obre por mediaci6n de un a¡:ente especial, pero 
no cuando el dai\o hubiere sido causado por el 
funcionario a quien propiamente corresponda Ja 
gestión practicada, en cuyo caso serA aplicable 
lo dispuesto en el artkulo anterior." 

Este precepto, según la interpretación predominante en la doctrina y en la 
jurisprudencia, exclula toda responsabilidad civil del Estado en los casos en que los 
daños fuesen causados en el desarrollo de su actividad institucional realizada por medio 
de sus funcionarios, siendo estos últimos los únicos llamados a responder frente a los 
terceros dañados. La responsabilidad del Estado estaba, por lo tanto, limitada a los daños 
causados por la extraña y en la práctica casi nunca existente figura del "agente Especial". 
(20) 
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Con esta interpretación de las disposiciones del Código Civil, que venía a negar en 
la práctica toda responsabilidad de la Administración, ha sido duramente impugnada por 
García de Enterria, que se adhiere en este punto a la aislada y discrepante opinión ya 
sostenida por Femández de Velasco (21). Frente a la interpretación tradicional, García de 
Enterria entiende que: "el articulo 1903 trata expresamente de la responsabilidad por 
hechos de tercero, y de aquí la referencia "por este concepto" al "agente especial", que, al 
carecer de la condición de órgano de la Administración, es efectivamente un tercero 
respecto de ella; en la hipótesis alternativa del "agente especial", es decir, "cuando el daño 
hubiese sido causado por el funcionario a quien propiamente corresponde la gestión 
practicada", la Administración debe responder, no por la teoría de responsabilidad por 
hecho de tercero, sino por el principio de responsabilidad por hechos propios, dado que el 
funcionarios es un órgano de la Administración a través del cual es ésta verdaderamente 
quien actúa, lo que expresa con corrección el precepto al remitir para este supuesto al 
juego del artículo 1902 (22). Así, pues, a juicio de este autor, aun reconociendo la 
dificultad de pronunciarse sobre cuál de las dos posibles intenciones animó al legislador a 
la hora de redactar el citado párrafo 5° del articulo 1903, habría sido peñeetamente 
razonable haber incluido al sujeto jurídico "Estado" entre los obligados a responder 
civilmente "por hecho propio" según el articulo 1902, quedando el supuesto previsto en el 
párrafo 5° del artículo 1903 como una simple adición de responsabilidad por los hechos 
dañosos de un tercero. esto es, por los daños causados por un agente especial". 

Indudablemente, desde los principios hoy vigentes en materia de responsabilidad 
civil, la interpretación de García de Enterria puede considerarse formalmente válida. Sin 
embargo, no se cree que fuese ésta la auténtica !filfil g. Una interpretación de los 
términos literales del precepto parece abonar más bien la opinión tradicional, sobre todo 
si se tiene presente su carácter absolutamente novedoso con relación a los preceptos 
análogos a la razón vigentes en Francia e Italia. Pero es que, además, si se observa que, 
en el momento histórico en que fue elaborado el Código Civil, la teoría orgánica tenia 
muy poca audiencia doctrinal -al menos entre los estudiosos del derecho privado- y que, 
por otra parte, mantenía todo su vigor en Derecho Público el dogma de la 
incompatibilidad radical de la soberanía estatal con cualquier forma de responsabilidad 
frente a los particulares, parece más adecuado pensar que el Código Civil quiso atribuir 
exclusivamente la carga del resarcimiento a los propios funcionarios. (23) 

En cualquier caso, ésta fue la interpretación dominante y la que, en definitiva, dio 
origen a la promulgación de la Ley del 5 de abril de 1904, reguladora de la 
responsabilidad civil de los funcionarios. Los estrechos limites señalados por esta ley a 
las posibilidades resarcitorias de los particulares frente a los agentes públicos 
determinaron en la práctica una carencia casi total de garantlas patrimoniales de los 
administrados ante la actividad administrativa lesiva. (24) La coexistencia simultánea del 
Código Civil -que amparada la irresponsabilidad de facto de los funcionarios- apenas 
dejaba oportunidad al ciudadano para hacer valer con éxito sus justas pretensiones de 
resarcirniento frente a los sujetos públicos. (25) 
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Fue el mismo legislador quien trató de poner término a tan arbitrario privilegio de 
inmunidad, mediante la promulgación de una copiosa legislación especial que 
paulatinamente fue sancionando la responsabilidad civil de los entes públicos en determi­
nadas materias y en ciertos casos típicos, sin llegarse, no obstante, a la necesaria 
formulación genernl del principio de responsabilidad civil, en vía principal, de la 
Administración en todas sus personificaciones. La ocasión para la introducción de dicho 
principio general. durante tantos años esperado (26), se presentó, según se ha dicho, en el 
momento de la elaboración de la nueva Ley de Expropiación Forzosa y, cienarnente, el 
legislador supo aprovechar la oportunidad. 

Este motivo puramente ocasional podría explicar el hecho, absolutamente inédito 
en el ámbito del Derecho comparado, de la regulación conjunta de ambos institutos -
expropiación y responsabilidad civil de la Administración pública- en el mismo cuerpo 
legal. Sin embargo, no fue tan sólo una mera razón de oportunidad, sino una más 
profunda razón teórica y sistemática la que indujo al legislador a regular, junto al instituto 
de la expropiación forzosa, la responsabilidad civil de los sujetos públicos (27). En el 
Preámbulo de la Ley de 1954 se dice explícitamente en tal sentido que: 

"Ln ley refleja una concepción de la es:propiación 
según la cual debe ser el estatuto legal básico 
de todas las formas de acción adminlstrativa que 
impliquen una lesión indh·idualiz.ada de los con· 
tenidos económicos del derecho del particular 
por razones de interés general, y como tal se 
estructura, sin perjuicio dc1 obligado respecto 
a las peculiares cnrncterlsticas de cada figura 
en particularº. 

Consiguientemente, el articulo primero de la Ley define la expropiación como 
"cualquier forma de privación singular de la propiedad privada o de derechos o intereses 
patrimoniales legítimos, cualesquiera que fueran las personas o entidades a que 
pertenezcan, acordada imperativamente, ya implique venta, permuta, censo, 
arrendamiento, ocupación temporal o mera cesación de su ejercicio''. 

El mismo Preámbulo explica a continuación los motivos que han conducido al 
legislador a la incorporación del principio de responsabilidad civil de los entes públicos 
como complemento de la materia expropiatoria: 
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"Llevando este principio a sus lógicu consecuencias se ha 
intentado finalmente llamar la atención sobre la oportinidad 
que esta Ley oírece1 y que no debiera malo¡:rarse, de poner 
remedio a una de las más graves deficiencias de nuestro 
régimen jurúdico-administrativo1 cual es Ja ausencia de una 
pauta legal idónea que permita hacer erectiva la responsa­
bilidad por danos causados por la Administración. Bajo el 
imperio de criterios jurídico-administrativos que habían 
caducado ya cuando fueron adoptados por nuestro 
ordenamiento, los limites técnicos dentro de los cuales se 
desenvuelve entre nosotros la responsabilidad por dailos 
de Ja Administración resullan hoy tan angostos, por no 
decir Prácticamente prohibitivos, que los resultados de la 
actividad administrativa, que lleva consigo una inevitable 
secuela accidental de dailos residuales y una constante 
creación de riesgos, revierten al azar sobre el patrimonio 
particular en verdaderas injusticias, amparadas por un 
verdadero privilegio de ei:oneraciones. Se ha estimado 
que es ésta una ocasión Ideal para abrir, al menos, una 
brecha en la rígida base legal que, perjudicando el inter~s 
general, no puede proteger intereses de la Administración 
insolidarios con aquél... Se ha entendido uf, no sin 
hacerse cargo de que Ja Ley de Expropiación no puede muy 

bien recoger una serie de supuestos realmente importantes, 
en los que, al margen de un estrecho do¡:matismo 
académico, cabe apreciar siempre el mismo fenómeno de 
lesión de un interés patrimonial privado que, aun cuando 
resulte obligada por eii¡encias del interés o del 
ordenamiento público, no es justo que sea soportada a sus 
solas expensas por el titular del bien jurídico daftado". 

En base a esta declaración de motivos, el legislador introdujo por primera vez el 
principio general de responsabilidad patrimonial de todos los entes públicos en el artículo 
121 de la Ley, que dice así: 

"Darj también lugar a indemnización con arre¡:lo al 
mismo procedimiento toda lcJión que los particulares 

sufran en 101 bienes y derechos a que esta Ley se 
refiere, siempre que aquélla sea consecuencia del 

funcionamiento normal o anormal de los servicios 
públicos, o de la adopción de medido de car,cter 
discrecional no rucallzables en vfa contenciosa, 
sin perjuicios de las responsabilidades que la 
Administración pueda exi¡ir de sus íuncionario1 
con tal motivo". 
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El artículo 122 especifica, a su vez que: 

"En todo caso, el dai\o habrá de ser efectivo, evalúando 
económicamente e individualizando con relación a 
una persona o grupo de personas11

, 

Finalmente, el legislador quiso completar la nueva tendencia incluyendo el 
mencionado principio en una ley básica del ordenamiento administrativo, Ja ley de 
Régimen Jurídico de la Administración del Estado, del 26 de julio de 1957 (28), que en su 
artículo 40 reproduce casi íntegramente Ja fórmula normativa de la Ley de Expropiación, 
con ciertos matices de perfeccionamiento técnico. Dice así: 

"Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados 
por el Estado de toda lesión que sufran en cualquiera 
de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza 
mayor, siempre que aquella lesión sea consecuencia 
del funcionamiento normal o anormal de los servicios 
públicos o de la adopción de medidas no fiscalizables en 
vfa contenciosa." 

Por último, en el articulo 43 de la misma Ley se prevé también la acción directa de 
resarcimiento contra los funcionarios que sean autores materiales del daño, limitada. sin 
embargo, a los casos en que sea posible probar una culpa grave en su comportamiento. 
Dice así el artículo citado: 

"Los particulares podrán también exigir a las autoridades 
y funcionarios civiles, cualquiera que sea su clase y 

cateeorfa, el resarcimiento de los danos y perjuicios 
que a sus bienes y derechos hayan irrogado por culpa 
o negligencia grave en el ejercicio de sus cargos." 

Teniendo presentes las disposiciones anteriores, el sistema español de 
responsabilidad civil de la Administración se presenta. dentro del panorama actual del 
Derecho comparado, como el más avanzado, no sólo desde el punto de vista de la técnica 
jurídica empleada, sino también por Jo que respecta al ámbito objetivo de los daños 
susceptibles de resarcimiento. Con esto no se pretende afirmar que entre el sistema 
español y otros sistemas de responsabilidad de Jos sujetos jurídico-públicos -en particular 
el francés y el italiano- existan diferencias radicales. Se pretende únicamente subrayar 
que, las fórmulas positivas utilizadas por el legislador español se adoptan con mayor 
precisión y rigor técnico a la naturaleza y a la función del instituto resarcitorio en Ja esfera 
jurídico-pública. 
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En efecto, dentro del sistema español se distinguen dos institutos, la expropiación 
y la responsabilidad civil, cuya característica común radica en garantiznr la integridad 
patrimonial de los particulares, frente a la actividad administrativa (29), diferenciándose, 
sin embargo, en función del modo de manifestarse dicha actividad. En la expropiación 
forzosa, la actividad administrativa se presenta como negocio jurídico que tiene por objeto 
directo la privación de un bien o de un derecho particular; en la responsabilidad civil, en 
cambio, la actividad administrativa se manifiesta como un simple hecho jurídico que 
ocasiona un daño en la esfera jurídica privada, de forma, por así decir, incidental o no 
directamente querida. De esta diferencia se desprende, lógicamente, la diversidad de sus 
respectivos regímenes jurídicos: en la expropiación, la lesión objeto de la medida está 
sometida a un riguroso procedimiento administrativo en el que la indemnización debe 
proceder siempre como conditio sine .!llli! !!Q!! a la producción del sacrificio forzoso; en la 
responsabilidad civil, por el contrario, la lesión incidental es siempre anterior al 
resarcimiento y, por tal motivo, su disciplina se concentra en la fijación de criterios 
juridicos en virtud de los cuales las consecuencias del hecho druloso (bajo cuya apariencia 
se presenta precisamente la actividad administrativa) deben ser imputadas al ente público, 
para crear en este la obligación de resarcimiento. 

De esta forma, en el ordenamiento español se hace ya explicita aquella idea que 
permanecía más bien implícita o latente en la obra jurisprudencia! Conseil d'Etat francés, 
es decir, que el Estado y demás entes públicos deban responder civilmente en vía 
principal frente a los terceros dañados, en cuanto que por medio de sus funcionarios 
desarrollan una actividad organizada potencialmente productora de hechos dañosos. 

La fórmula "funcionamiento normal o anormal de un servicio público", al abarcar 
toda la actividad pública posible, se muestra particularmente feliz a este propósito. Para 
poder imputar un daño a un ente público, lo que interesa es, por una parte, que el ente 
tenga la titularidad del servicio o de la actividad desarrollada por sus funcionarios y 
agentes, y por otra, que el daño causado como "consecuencia" de la actividad jurldico­
pública reúna, desde el punto de vista de la víctima, las características del daño injusto. 
La antijuridicidad del daño existirá siempre que no se den causas de justificación de la 
actividad administrativa dañosa con relación al titular del patrimonio dañado (30). Dicha 
antijuridicidad se traduce, por consiguiente, en la inexistencia del deber de soportar el 
daño por parte de la víctima. Finalmente, el drulo resarcible deberá ser, además de 
antijurídico, efectivo, económicrunente evaluable e indemnizado con relación a una 
persona o grupo de personas (31). 

Con la fórmula "funcionamiento normal de un servicio público" se pretende aludir 
a todos los casos de daños incidentales o eventuales que tengan lugar como consecuencia 
de una actividad legítimamente emanada de la Administración. Son éstos los casos de 
daños no expropiatorios que engendran en la Administración ~ l!!!fil factum la obligación 
de su resarcimiento. En cambio, la . fórmula "funcionamiento anormal del servicio 
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público" abarca todas las hipótesis de responsabilidad originadas por una actividad 
objetivamente ilegítima de los entes públicos. Es claro que, en esos últimos casos, en In 
base de funcionamiento anormal de la actividad podría existir también un comportamiento 
doloso o culposo del funcionario o funcionarios concretos que hayan realizado aquella 
actividad. Esto no obstante, es evidente que la culpabilidad del sujeto fisico-funcionario 
no tiene ninguna relevancia frente a la imputación del hecho dañoso al ente, ya que lo que 
se precisa en este último caso es que la culpa del funcionario se manifieste exteriormente 
como un funcionamiento ilegitimo (anormal) del servicio o de la actividad en relación con 
el standard medio de perfección requerido en el ejercicio de la actividad o en 
funcionamiento del servicio (32). Naturalmente, la ilegitimidad o anormalidad de la que 
se deriva un daño antijurídico se comprobará fácilmente si se identifica primero el 
comportamiento culposo o doloso del funcionario causante material del daño. Sin 
embargo, tal comportamiento culpable no es en absoluto necesario para determinar la 
objetiva ilegitimidad de la actividad administrativa, cuya existencia y valoración concretas 
se realizan efectivamente en el 11 hccho lesivo 11

, con independencia del comportamiento 
personal del funcionario. La culpabilidad subjetiva de este último no sólo no presenta ya 
relieve jurídico alguno para que tenga lugar el fenómeno de imputación del hecho dañoso 
al ente público, sino que ha sido cuidadosamente eliminada las hipótesis legales que 
condicionan la responsabilidad civil de la Administración, lo que equivale a constituir, 
junto a una demostración de riguroso tecnicismo legislativo, una cumplida ampliación de 
la garantía patrimonial de los administrados frente al proceso de intervención creciente e 
irrefrenable de los poderes públicos. 

Por consiguiente, en el ordenamiento español, la culpa del funcionario tiene valor 
solamente, en cuanto criterio de imputación de un hecho dañoso, para engendrar su propia 
responsabilidad, en los casos en que sea posible identificar y probar tal comportamiento 
culposo, quedando en todo caso la culpa del mismo como elemento absolutamente extraño 
de la hipótesis legal que condiciona la responsabilidad del ente público (33). 

Como conclusión podemos obtener que: la obligación de resarcimiento de la 
Administración es concebida por el ordenamiento español como responsabilidad objetiva, 
cuya articulación técnica en las normas positivas es extremadamente coherente y 
adecuada a su verdadera y propia función (34). 
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CAPITULO V 

RE~fON~A!!!1!.l!ADE~ !!E 
10~ 

~.,ERV!DOR_E~fU!!1!CO~ 

a. Introducción a Ja Responsabilidad de los Servidores Públicos. 

b. La Responsabilidad de Jos Servidores Públicos en la Constitución de 

1917. 

c. La Responsabilidad de los Funcionarios Públicos. 

- La Responsabilidad Civil; 

- La Responsabilidad Penal; y 

. - La Responsabilidad Administrativa. 

d. El Poder Disciplinario de la Administración Pública. 



INTRODUCCIÓN A LA RESPONSABILIDAD DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS. 

Los derechos públicos en razón de su contenido, es decir, tomando en cuenta lo 
que por medio de ellos puede ser exigido, se pueden clasificar en tres grupos: 

1.- Derechos de Libertad, llamados también derechos naturales, derechos del 
hombre y derechos o libertades individuales. 

2.- Derechos políticos; 
3 .- Derechos civicos. 

Dentro de la categoría de los derechos cívicos quedan comprendidos los derechos 
de los particulares frente a la Administración, a los que la doctrina ha separado en tres 
grandes grupos: 

1.- Derechos de los administrados al funcionamiento de la Administración y a las 
prestaciones de los servicios públicos administrativos. 

ll.- Derecho de los administrados a la legalidad de los actos de la Administración. 
lll.- Derechos de los administrados a la reparación de los daños causados por el 

funcionamiento de la Administración. Punto que es de gran importancia para este estudio. 

Pero dentro de nuestro régimen legal, no está aceptado francamente el principio 
de la responsabilidad del Estado. Dos ideas fundamentales han sido en nuestro país un 
obstáculo para la admisión del principio de responsabilidad referido. 

Por una parte, el concepto de soberanía considerada como un derecho de una 
voluntad jurídicamente superior de actuar sin más limitaciones que las del propio Estado 
se impone, impide considerar al Estado como responsable cuando se mantiene dentro de 
dichas limitaciones. "Lo propio de la soberanía es imponerse a todos sin compensación". 

Por otra parte, la idea de que el Estado sólo puede actuar dentro de los limites 
legales, es también un motivo para excluir el principio de la responsabilidad, pues ésta se 
basa normalmente en la ilicitud de la actuación dru1osa. Se ha considerado dentro de 
nuestro sistema, que si alguna actuación pública se desarrolla fuera de los limites legales, 
no es ya el Estado el que actúa, sino el funcionario personalmente, y por tanto, sobre él 
debe recaer la responsabilidad. 

Así, pues, se puede asentar que el principio que rige en México es el de la 
irresponsabilidad del Estado y que sólo excepcionalmente y por virtud de una ley expresa, 
puede el particular obtener una indemnización del Estado. 

Entre los casos de excepción, cabe citar, el de expropiación por causa de utilidad 
pública, que sólo puede hacerse mediante compensación. El articulo 1928 del Código 
Civil para el Distrito Federal, anteriormente citado y que volveremos a citar para la mayor 
comprensión del tema, señala que: 
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"El Estado tiene oblieación de responder de los daftos causados por sus funcionarios en el 
ejercicio de tas funciones que tes están encomendadas. Esta responsabilidad es subsidiaria y sólo 
podrá hacerse erectiva contra et Estado cuando et funcionario directamente responsable no tengo 
bienes o los que tenga no sean suficientes para responder del dafto causado." 

Este caso de excepción al principio de irresponsabilidad del Estado viene a 
demostrar que, de acuerdo con las bases de nuestra legislación, el Estado no asume una 
obligación directa de indemnizar los daños causados por sus funcionarios, sino que debe, 
previamente, exigirse a éstos en lo personal, la reparación procedente. Es decir, se trata 
de un caso de responsabilidad subsidiaria del Estado. 

Además esa responsabilidad subsidiaria parece no estar establecida más que para 
el caso de que exista culpa de parte del funcionario, puesto que el precepto de que 
venimos hablando se encuentra dentro del capitulo del Código Civil relativo "a las 
obligaciones que nacen de actos illcitos". 

De acuerdo con la doctrina que ha inspirado al Código Civil, la ilicitud de los 
netos consiste en que ellos se produzcan "sin derecho, intencionalmente o por 
imprudencia o negligencia" y sólo quedan exceptuados, por disposición expresa, los casos 
de "abuso de derecho" a que se refiere el artículo 1912 y los de riesgo consignados en los 
artículos 1913 y 1914. 

Sin embargo, de todo lo anterior, parece que en la ley de 31 de diciembre de 
1941, denominada Ley de Depuración de Créditos a cargo del Gobierno Federal, existe ya 
un principio de admisión de la responsabilidad directa del Estado, al disponer que 

"cuando la reclamación se funde en actos u omisiones de los que conforme a derecho dan 
origen a la responsabilidad civil del Estado, no será preciso demandar previamente al 
funcionario o funcionarios responsables, siempre que tales actos u omisiones impliquen una 
culpa en el funcionamiento de los servicios públicos.11 

Este paso tan importante en el reconocimiento de la responsabilidad directa del 
Estado se perdla al quedar abrogada esta ley. 

Por lo anterior, tenemos que el principio que impera es el de la irresponsabilidad 
del Estado, aunque se haya alcanzado hasta la fecha una responsabilidad subsidiaria del 
Estado, subsidiaria a la de sus funcionarios. Tenemos que una administración pública tan 
compleja como la nuestra funcionando con varios miles de órganos e instituciones 
administrativas, y manejados por más de un millón de funcionarios y empleados públicos 
y aun por particulares, desarrolla una actividad, como hemos visto, que no sólo beneficia 
a los administrados, sino que, en ocasiones, puede causar daños a las personas. 
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El progreso actual del derecho administrativo ha planteado la necesidad lógica y 
justa de que esos daños deben ser reparados. Con esto se plantea una pregunta: "¿quién 
debe reparar esos daiios, el funcionario o empleado o la administración pública? Con 
anterioridad, como en repetidas ocasiones hemos señalado, la tesis mantenida en la 
doctrina y en la legislación administrativa universal, fue la de irresponsabilidad del 
Estado. Tenía que abrirse paso una noción nueva de responsabilidad estatal, inspirada en 
propósitos de justicia. 

Podrían los riesgos que origina la Administración Pública canalizarse en un futuro 
con un sistema apropiado de seguros, o un régimen de socialización de los riesgos. 

En derecho civil todo perjuicio por un hecho ilícito tiene reparación, y presenta 
tres tipos generales de responsabilidad: 

a) La responsabilidad por hecho personal; 

b) La responsabilidad por hecho de otro; y 

c) La responsabilidad por el hecho de las cosas. 

El Estado es una persona juridica que actúa , como seílalamos en nuestra 
hipótesis, por medio de órganos que han sido creados por mandatos legales, es decir, 
esferas limitadas de competencia, las cuales se ejercen por titulares de la función pública, 
que son personas fisicas. En esta actividad estatal se pueden lesionar los derechos de los 
particulares, existiendo la obligación de indemnizarlos por los perjuicios que se 
ocasionen. Es un principio de derecho administrativo la teoria del riesgo creado por el 
Estado por el funcionamiento de los servicios públicos y el ejercicio de sus demás 
actividades. 

Volviendo a retomar el articulo 1928 del Código Civil, cuyo texto ha sido 
anteriormente citado, con el que nos podemos dar cuenta que no existe en derecho 
administrativo la responsabilidad del Estado por el hecho personal, por que el Estado no 
es un ser consciente, ni tiene voluntad, , es un ente juridico o centro de imputación de 
normas jurídicas, con finalidades legales que realizar y que encarga a personas fisicas -
funcionarios o empleados de la Administración-, realicen estos propósitos. (1) 

El Estado debe responder de los daños que ocasiona el funcionamiento de los 
servicios públicos y del ejercicio de sus demás atribuciones. (2) 

Son las personas flsicas las que cometen las violaciones legales, sin culpa, 
dolosamente, por imprudencia o simplemente por el manejo de las cosas que originan 
perjuicios. Cuando una dependencia del Ejecutivo es responsable, con ello indicamos que 
son responsables las personas fisicas que atienden esos servicios públicos o que su 
funcionamiento puede originar en determinadas condiciones, una responsabilidad pública. 
(3) 
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De los tres tipos de responsabilidad señalados hay que eliminar Ja responsabilidad 
por el hecho personal y examinar Jos dos casos restantes: la responsabilidad por el hecho 
de otro y la responsabilidad por el hecho de las cosas. (4) 

Durante largo tiempo se sostuvo el criterio de la irresponsabilidad del Poder 
Público y no se aceptó que los particulares lesionados tuvieran derechos o acción para 
exigir del Estado la reparación de los dallas que le ocasionaren. (5) 

El principio en los ténninos así expuestos, es a todas luces injusto y la doctrina 
jurídica se ha venido abriendo paso para aceptar el principio de la responsabilidad del 
Estado, y una teoria general que la defina y precise en sus consecuencias diversas. 

Así, ya hemos señalado que el Estado responde, en nuestro sistema, de una manera 
subsidiaría respecto a sus funcionarios, por lo que en este Capitulo estudiaremos las 
responsabilidades de los servidores públicos, empezando por el Estudio del TITULO 
CUARTO de la Constitución Mexicana que refiere esta responsabilidad. 
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LAS RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
EN LA CONSTITUCIÓN DE 1917. 

Antes de todo. primeramente analizaremos como fue que se crearon los artlculos 
que comprenden el Titulo Cuarto de la Constitución Mexicana de 1917. 

En el debate para aceptar estos artlculos toman parte los CC. Cespcdcs, Jara, 
Lizardi, Ibarra, Pintado Sánchcz. Gerzayn Ugarte, Mnnjarrcz. Rodríguez Gonzáles. 
Manzano y Rivera Cabrera. 

En la sesión de la tarde del domingo 21 de enero se dió cuenta con el dictamen 
sobre los artículos 108 al 114. y los debates se radicaron particularmente sobre los 
artículos 108 y 109. 

El dictamen dice asi: 

"La responsabilidad de los fWlcionarios es la garantla del cumplimiento de su 
deber, y por tal motivo, todo sistema legislativo que vea la manera de exigir In 
responsabilidad en que incurren los funcionarios públicos por las faltas cometidas en el 
cwnplimiento de sus encargos es de capital importancia en el sistema constitucional. 

Debe establecerse, en primer lugar, la responsabilidad de todos los fWlcionarios; 
en segundo, un procedimiento para juzgarlos y en tercero la penalidad respectiva. 

Respecto del primer punto, se establece por el proyecto la responsabilidad del 
Presidente de la República, de los senadores y diputados al Congreso de la Unión, de los 
magistrados de la Suprema Corte, de los Secretarios del despacho y del Procurador 
General de la República, asl como también la de los Gobernadores de los Estados y 
Diputados a las Legislaturas locales. 

La estabilidad del Poder Ejecutivo exige que solamente por delitos de carácter 
muy grave pueda ser juzgado durante el periodo de su encargo. y por este motivo se 
limitan los hechos por los que puede ser juzgado el presidente. a los delitos de traición a 
la patria o a los de carácter grave del orden común. 

Los miembros del Congreso de la Unión, de la Corte Suprema, los Secretarios de 
Estado y el Procurador, respecto de todas las faltas, omisiones y delitos en que incurran, 
porque respecto de ellos no militan las razones que para la limitación de los cargos que 
pueden ser hechos se establecla respecto del Presidente de la República. 

Los gobernadores de los Estados y los diputados a las legislaturas locales asumen, 
además de su carácter genuino de fWlcionarios de cada Estado, el de auxiliares de la 
Federación, y pueden incurrir, con este carácter, en responsabilidades de carácter federal. 
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El procedimiento para juzgar a los altos funcionarios y a las autoridades 
competentes para ellos, son distintos, según se trate de delitos del orden común o delitos 
oficiales. Respecto de los primeros, el principio de igualdad ante la ley y la prohibición 
de tribunales especiales somete a los funcionarios a los jueces del orden común, como a 
cualquiera otro ciudadano. Solamente que para ponerse a cubierto a estos funcionarios de 
ataques infundados por parte de enemigos políticos, ataques que pudieran perjudicar la 
buena marcha de In administración, separando constantemente a los jefes de los 
departamentos, se ha establecido que, para quedar un nito funcionario a disposición del 
juez común, debe hacerse antes una declaratoria por la Cámara de Diputados. 

Solamente el Presidente de In República ser juzgado siempre por el 
procedimiento para delitos oficiales. 

Estos últimos son juzgados, no por los tribunales del orden común, porque 
evidentemente salen fuera de la naturaleza de los hechos sometidos al conocimiento de 
estas autoridades, y se ha establecido que los juzgue el Senado, mediante el siguiente 
procedimiento: 

La Cámara de Diputados hace la acusación a la de Senadores, dicta la sentencia, 
previos los trámites ordinarios de todo proceso, como son: oír al acusado y practicar todas 
las diligencias necesarias para comprobar su responsabilidad. 

Los actos indebidos de un funcionario pueden estar previstos o no por una ley 
especial que fije una penalidad del orden común, es decir, prisión, multa, etc., o bien no 
tener tal penalidad del orden común; en este caso se prevé una penalidad general que 

·consiste en la privación del empleo o en la inhabilitación para obtener otro, según 
establezca la ley secundaria respectiva. 

Como un gran paso en el sistema de responsabilidad de los funcionarios se 
concede acción a toda persona para que ante In Cámara de Diputados presente denuncia 
formal de los delitos o faltas de los funcionarios, a fin de que dicha Cámara proceda a 
indicar el procedimiento. 

Se recibió por la comisión una iniciativa del C. diputado David Pastrana Jaimes, 
sugiriendo la creación de un tribunal especial de responsabilidades. Esto, desde luego, no 
fue aceptado por la comisión, en virtud de la imperiosa prohibición de no establecer 
tribunal especial de ningún género y por las razones que el autor de In iniciativa presenta 
para fundar ésta, y que son principalmente la de que los tribunales comunes pueden 
incurrir en lenidad al juzgar a los funcionarios, por espíritu de solidaridad de clase, siendo 
todos empleados del poder público, militan también en contra del tribunal especial de 
responsabilidad, porque éste serla también formado por empleados del gobierno que, a su 
vez, sentirían respecto de sus colegas el mismo espíritu de clase que se reprocha a los 
tribunales en su organización actual. 
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Sin embargo, la com1S1on, comprendiendo la gran importnncia que tiene el 
problema de la responsabilidad de los funcionarios y la necesidad de cambiar por 
completo las bases del sistema actual, que ha venido a nulificar radicalmente la 
responsabilidad de los funcionarios y emplendos, ha creído que para juzgar, nadie mejor 
que el pueblo mismo, el cual por experiencia propia conoce el manejo de dichos 
empleados y puede, a ciencia cierta, dar su resolución. Por este motivo se establece que 
los funcionarios y empleados pUblicos, cualquiera que sea la pena en que incurran, serán 
juzgados por el jurado populnr. 

En tal virtud, la comisión propone a la honorable asamblea la aprobación del 
siguiente: 

TITULO CUARTO 

"De las responsabilidades de los funcionarios públicos" 

Articulo 108.- Los senadores y diputados al Congreso de la Unión, los 
magistrados de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los secretarios del despacho y 
el procurador general de la República, son responsables por los delitos comunes que 
cometan durante el tiempo de su encargo, y por los delitos, faltas u omisiones en que 
incurran en el ejercicio de ese mismo cargo. 

Los gobernadores de los Estados y los diputados a las Legislaturas Locales son 
responsables por violación a la Constitución y Leyes Federales. 

El Presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser 
acusado por traición a la patria y delitos graves del orden común. 

Articulo 109.- Si el delito fuere común, la Cámara de Diputados, erigida en gran 
jurado, declarar por mayoria absoluta de votos del número total de los miembros que la 
fonnen, si ha o no lugar a proceder contra el acusado: 

En caso .negativo, no habrá lugar a ningún procedimiento ulterior; pero tal 
declaración no ser obstáculo para que la acusación continúe su curso cuando el acusado 
haya dejado de tener fuero, pues la resolución de la Cámara no prejuzga absolutamente 
los fundamentos de la acusación. 

En caso afirmativo, el acusado queda, por el mismo hecho, separado de su encargo 
y sujeto desde luego a la acción de los tribunales comunes, a menos que se trate del 
Presidente de la República, pues en tal caso sólo habrá lugar a acusarlo ante la Cámara de 
Senadores, como si se tratara e un delito oficial. 
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Artículo 110.- No gozarán de fuero constitucional los altos funcionarios de la 
Federación por los delitos oficiales, faltas u omisiones en que incurran en el desempeño 
de algún empleo, cargo o comisión pública que hayan aceptado durante el período en que, 
conforme a la ley, se disfrntc de fuero. Lo mismo suceder respecto a los delitos 
comunes que cometan durante el desempeño de dicho empico, cargo o comisión. Para 
que la causa pueda iniciarse cuando el alto funcionario haya vuelto a ejercer sus funciones 
propias, deber procederse con arreglo a lo dispuesto en el artículo anterior. 

Artículo 111.- De los delitos oficiales conocerá el Senado, erigido en gran jurado; 
pero no podrá abrir la averiguación correspondiente sin previa actuación de la Cámara de 
Diputados. 

Si la Cámara de Senadores declarare, por mayoria de las dos terceras parte del 
total de sus miembros que el acusado es culpable, después de oírlo y de practicar las 
diligencias que estime convenientes, éste quedará privado de su puesto por virtud de tal 
declaración, o inhabilitado para obtener otro, por el tiempo que determine la ley. 

Cuando el mismo hecho tuviere señalada otra pena en la ley, el acusado quedará a 
disposición de las autoridades comunes, para que lo juzguen y castiguen con acuerdo a 
ella. 

En los casos de este artículo y en los del anterior, las resoluciones del gran jurado 
y la declaración, en su caso, de la Cámara de Diputados, son inatacables. 

Se concede acción popular para denunciar ante la Cámara de Diputados los delitos 
comunes u oficiales de los nitos funcionarios de la federación, y cuando In Cámara 
mencionada declara que ha lugar a acusar ante el Senado, nombrar una comisión de su 
seno que sostenga ante ésta la acusación de que se trate. 

El Congreso de la Unión expedirá. a la mayor brevedad, una ley sobre 
responsabilidad de todos los funcionarios y empleados de la federación, determinando 
como faltas oficiales los actos u omisiones que puedan redundar en perjuicio de los 
intereses públicos y del buen despacho, aunque hasta la fecha no hayan tenido el carácter 
de delitos. Estos serán siempre juzgados por el jurado popular en los términos que para 
los delitos de impuestos establece el artículo 20. 

Articulo 112.- Pronunciada una sentencia de responsabilidad por delitos oficiales, 
no puede concederse al reo la gracia del indulto. 

Articulo 113.- La responsabilidad por delitos y faltas oficiales sólo podrá exigirse 
durante el período en que el funcionario ejerza su encargo y un año después. 
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Artículo 114.- En demandas del orden civil no hay fuero ni impunidad para 
ningún funcionario público." 

El C. CESPEDES: Respetuosamente pido a la Comisión se sirva decirme las 
razones que tuvo para no considerar al Presidente de la República responsable de las 
violaciones a la Constitución. 

El C. JARA, miembro de In Comisión: la comisión no tuvo en cuenta al C. 
Presidente de la República para lo que se refiere a las responsabilidades, porque tendria 
que ser juzgado por los otros Poderes y en estas condiciones se estableccria un conflicto. 

El C. CESPEDES: El señor diputado Jara no me ha satisfecho con su explicación 
respecto a la interpelación que le hice. Yo considero este asunto, como en alguna ocasión 
que vine a esta tribuna lo manifestaré, de mucha importancia. Juzgo que el Presidente de 
la República, como ciudadano de honor, no debe ser juzgado dentro de los preceptos 
sagrados de la Constitución que le vamos a dar, pero juzgo que debe hacerse responsable 
de las violaciones de esos mismos preceptos. El articulo constitucional relativo, del 
cuerpo de leyes de 1857, dice lo siguiente: 

11 Lo es también el Presidente de In República¡ pero durante el tiempo de su encargo sólo 
podrá ser acusndo por los delilos de traición a la patria, violación expresa de la Constitución, ataque a 
la libertad electoral y delilos graves del orden común. 11 

Sólo se preceptúa que este alto funcionario pueda ser responsable o pueda ser 
acusado por los delitos de traición a la patria. Como ustedes comprenderán, esta clase de 
delitos especificados por este artículo son verdaderamente peligrosos, porque "¿cuándo se 
podrá acusar al presidente de la República de traición a la patria si tiene el freno de los 
otros Poderes? Por delitos graves del orden común seria peligroso, por los casos de viola­
ción a la Constitución eso sí es muy importante que se efectúen, porque ¿quién nos 
asegura que tengamos en lo futuro un presidente modelo, un presidente como es el anhelo 
de esta asamblea, como creemos que lo vamos a tener? Pero no hay la seguridad. Yo pido 
a ustedes que reconsideren este articulo; y ya que le hemos dado facultades 
verdaderamente numerosas al Ejecutivo frente a los otros Poderes, y asl como vamos 
pidiendo que sea responsable de los preceptos de esta Constitución, ¿por qué no va a ser 
responsable de las violaciones a esta misma Constitución? Es un ciudadano igual a todos 
nosotros, y aunque es un funcionario de alta investidura, pido que no por eso deba dejar 
de ser responsable de las violaciones que haga a esta Carta Magna que todos estamos 
obligados a respetar. Por tanto, señores, yo os invito a reconsiderar este asunto y a que 
me apoyéis para pedir una adición en este sentido: que sea responsable también de las 
violaciones a los preceptos de la Constitución". · 
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El C. LIZARDI: Al hablar en pro del dictamen de la comisión debo principiar por 
pedir una excusa a la asamblea, supuesto que habia yo declarado su soberanía que estaba 
ya suficientemente discutido el artículo, más como quiera que se ha hecho una seria 
impugnación al dictamen de la comisión juzgo de mi deber desvanecer las dudas, no ya de 
la honorable asamblea, supuesto que no ha habido oradores en contra, sino las dudas muy 
especiales del diputado Céspedes, quien me merece toda clase de consideraciones, 
supuesto que hemos sido compat1cros en diversas luchas, y en tal virtud, únicrunente por 
via de aclaración, vengo a explicarme y a explicar el por qué procedió cuerdamente In 
comisión al hacer lo que hizo. Nuestro sistema polltico está organizado en tres Poderes: 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y ninguno de esos tres Poderes es soberano con relación 
a los otros. es decir. ninguno es mayor que otro ni menos que otro. Se necesita, pues. que 
cada uno de esos Poderes sea intocable por los otros dos, y es peñectamente fácil de 
conseguirse, por lo que se refiere al Legislativo y al Judicial, toda vez que está compuesto 
de varios miembros; y si un diputado viola la Constitución no se atenta contra el Poder 
Judicial porque se procede contra ese magistrado de la Suprema Corte de Justicia, toda 
vez que en el primer caso han quedado los demás diputados y senadores y en el segundo 
caso han quedado los magistrados y, por consiguiente, los Poderes quedan intactos; pero 
hemos reconocido y aprobado ya el artículo que preceptúa que el Ejercicio del Poder 
Ejecutivo se deposita en una sola persona, y desde el momento en que esa persona, 
durante el ejercicio de su cargo, pudiera ser procesada por violación a la Constitución, 
daríamos lugar a la intromisión de los otros Poderes, a la supremacia de los otros Poderes 
sobre el Poder Ejecutivo, cosa que serla fatal en nuestro sistema de ponderación -como 
diría el señor Medina- o de equilibrio -como diría el señor Truchuela- de los diversos 
Poderes de la República. " ¿Cómo evitar que el presidente de la República viole la 
Constitución? Esto está evitado ya, no es necesario enjuiciarlo; en ningún acto del 
presidente de la República, en ninguno de los ramos de la administración tiene validez su 
firma sino va refrendada por el Secretario de Estado correspondiente. Ahora bien: desde 
el momento en que viole el presidente de la República la Constitución no será el único 
violador de la Constitución, sino que habrá también un Secretario de Estado que hubiera 
podido evitar la violación de la Constitución negándose a firmar el acuerdo que hubiere 
dictado el presidente de la República. Si pues hay Secretarios de Estado responsables, y 
si sin ellos no puede hacer nada el presidente de la República, se habrá evitado el peligro 
de que el presidente viole la Constitución. Se me dirá: "Se ha castigado ya al Secretario 
de Estado responsable, pero no se ha castigado al presidente de la República, y esto es 
contra los más elementales principios de la justicia, toda vez que no es posible castigar a 
uno de los autores de un delito y perdonar a otro." Pues, señores diputados, no se trata de 
perdonar al presidente de la República; se necesita conservarlo en su investidura y ejerci­
cio del Poder Ejecutivo sin perjuicio de castigarlo después, porque lo que nos dice el 
artículo es esto: "El presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo 
podrá ser acusado por traición a la patria y delitos graves del orden común". Luego quiere 
decir que si se comete una violación a la Constitución, en primer lugar se castigar al 
Secretario de Estado que debió impedirlo; en segundo lugar no se castigar de momento al 
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presidente de la República; pero sí después, cuando no estuviere ya en el ejercicio de su 
cargo; de no hacerlo as! habremos roto por completo el equilibrio entre los Poderes y 
habremos convertido al Ejecutivo en un esclavo del Legislativo. En tal virtud, suplico a Ja 
asamblea que en el momento oportuno se sirva votar en favor del dictamen presentado por 
Ja comisión. (Aplausos)". 

El C. !BARRA: "Suplico a Ja honorable comisión tenga Ja bondad de decimos por 
qué a los gobernadores de los Estados y diputados a las Legislaturas Locales no se les 
hace responsables de los delitos del orden común como al presidente de la República. 

El C. JARA, miembro de la comisión: La Legislatura de cada Estado determinar 
Ja forma de castigar a los diputados de Ja propia Legislatura. Nosotros no hemos querido 
que la Federación invada la soberanía de los Estado, sino que el espíritu de la comisión ha 
sido respetar esa soberanía en todo lo que sea posible." 

El C. PINTADO SÁNCHEZ: "El señor licenciado Lizardi, al pretender defender 
el dictamen, no ha hecho más que dar argumentos para atacarlo duramente. "No es 
posible en este caso -nos dice-; el presidente no hace más que sancionar los actos de los 
Secretarios de Estado". (Voces: - Al contrario!) Más bien los secretarios sancionan los 
actos del presidente, puesto que sin la finna del secretario no tiene validez ninguna. Ahora 
bien, pregunto: ¿no es una inconsecuencia que los secretarios sean responsables de 
aquello que sancionan con el presidente? Se pretende, según he visto en el dictamen de la 
comisión, quitar al Poder Legislativo todas las facultades que tenía en la Constitución de 
1857. Ahora bien, esta Constitución fue redactada a raíz de la revolución del plan de 
Ayuda, que fue un movimiento netamente popular contra la dictadura de Santa Ana, y es 
natural que tratándose de derrocar a un dictador se procurara hacer que no se pudiera 
entronizar dictaduras en la República; se vio que no se conseguía ese fin y las dictaduras 
seguían existiendo a través de nuestra historia. El Ejecutivo ha seguido su labor de facul­
tades omnímodas hasta la fecha, y ojalá que hubiera, desde la Constitución de 1917 en 
adelante, un hombre que comprenda que sus facultades están limitadas en la Constitución 
y no invada a las facultades del Legislativo. Por Jo tanto, propongo a ustedes que no 
voten de acuerdo con el dictamen, desde el momento que ataca una de las libertades más 
grandes de nuestra Constitución." 

El C. GERZA YN UGARTE: "Las breves palabras que voy a dirigir a ustedes no 
son, en esencia, sino la repetición de los argumentos del señor Lizardi; pero como parece 
que no fueron bien comprendidas por el ciudadano que me precedió en el uso de la 
palabra, y para quitar todo escrúpulo a los diputados que piensan que de algún modo se 
deja sin responsabilidades al presidente de la República por violaciones a la Constitución, 
el artículo 92, ya aprobado, dice terminantemente: 
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"Todos los reglamentos, decretos y ódcnes del presidente, deberAn estar firmados por el 
Secretario de despacho, encargado del ramo ni que el asunto corresponde, y sin estos requisitos no 
serdn obedecidos. Los reglamentos, decretos y órdenes del presidente relativos al gobierno del 
Distrito Federal y a Jos departamentos administrativos, serdn enviados directamente por et presidente 
al gobernador del distrito y al jeíe de departamento respectivo." 

De manera que nuestra organización de gobierno hace que el funcionamiento del 
Poder Ejecutivo tenga todo el desarrollo en los ramos que le corresponden; asl se han 
establecido las Secretarlas de Estado y el la Constitución que estamos elaborando se ha 
determinado ya claramente que los Secretarios de Estado, altos funcionarios de la 
Federación, son responsables durante el ejercicio de sus funciones, de las violaciones a la 
Constitución. Es seguro que el presidente honrado no le dirá a un Secretario de Estado 
que obre, si es del ramo de justicia, atropellando la justicia; si es en relaciones, violando 
la soberanía de la nación para comprometer esa soberanía; si es en el ramo de 
comunicaciones, celebrando contratos que vulneren la soberanía de la nación y haciendo 
que sufran los intereses de la misma; si es, en fin, en cada uno de los departamentos u 
órganos por medio de los cuales el Ejecutivo ejerce sus funciones, no habrá. repito, 
presidente carente de toda honradez que, falseando la confianza del voto popular, llegase 
a cometer esos desatinos por conducto de un ministro. El equilibrio perfecto para que los 
Poderes existan y armónicamente desarrollen sus funciones y tengan por resultado el bien 
común hacen que las prevenciones que las Legislaturas no entrometan las funciones del 
Poder Legislativo o Poder Judicial en un amargo constante para tener al Ejecutivo, 
digámoslo as!, con restricciones absolutas en sus funciones públicas. Los Secretarios de 
Estado, responsables con el Ejecutivo y más responsables aún desde en momento en que 
entre en vigor esta Constitución, porque el articulo 93 les impone la obligación de 
informar al Congreso cuando está reunido, respecto de los ramos que a cada uno 
corresponde, hará, repito, señores diputados, que no baya un presidente torpe o malvado y 
un secretario que sea cómplice de una violación a la Constitución, y que el peligro que 
dijo el sel\or Céspedes y que reforzó el señor diputado Pintado Sánchez sea un obstáculo 
para que aprobemos el articulo a discusión. En efecto, en las violaciones a la Consti­
tución, si fuésemos a dejar sin responsabilidades al Ejecutivo y sin responsabilidades a los 
ministros, entonces serla el peor de los gobiernos; pero si los Secretarios de Estado, al 
refrendar los actos del presidente, debe suponerse que son hombres conscientes, ilustrados 
y patriotas, yo aseguro que dimitirán antes de ser cómplices de una violación flagrante a la 
Constitución, y el Secretario de Estado a quien el presidente impusiera Ja obligación de 
dictar un acuerdo por medio del cual se violara esa Constitución. 
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Asl, pues, scliores diputados, creo que la objeción, de buena fe hecha, quedá 
contestada; que no hay ningún peligro de que el presidente de la República cometa 
violaciones a la Constitución y quede sin castigo; el Secretario de Estado es responsable; 
no podemos llegar al parlamentarismo, tenemos necesidad de hacer una obra evolutiva 
para que cuando en México pueda haber realmente ministros responsables ante el 
Congreso, esa responsabilidad ya en modo alguno podrá tocarle al presidente de la 
República, porque el sistema parlamentario exige la responsabilidad directamente a los 
Secretarios de Estado, a los ministros a quienes los partidos políticos, dentro del 
parlamento, llevan al Poder a colaborar con el Ejecutivo, con responsabilidad directa 
oficial. En nuestro sistema propuesto y adoptado ya en los nrtlculos 92 y 93, vamos a esa 
responsabilidad, en buena parte ganada, para que ningún ministro que colabore en las 
funciones del Ejecutivo pueda ser cómplice, y si lo es, responda de sus actos. El 
Ejecutivo debe ser procesado durante su encargo sólo por el delito de traición a la patria o 
delitos graves del orden común. En esto si no puede ser responsable juntamente el 
presidente de la República con sus ministros; los delitos graves del orden común sólo 
puede cometerlos personalmente el presidente; y por eso personalmente se le exigirá la 
responsabilidad; en los delitos de traición a la patria, que serían la vergüenza más grande 
para In República de México, si un presidente cometiera este gravísimo delito, también 
sólo se consigna allí como una prevención y para el caso de hacer responsable al 
presidente de la República. Para los delitos de violación a la Constitución, ya quedó 
explicado que ejerciendo el Ejecutivo su autoridad por conducto de los Secretarios de 
Estado, si está perfectamente garantizada la Constitución de que no sufrirá violaciones, 
sino que vendrá el castigo que merezca el Secretario que haciéndose cómplice del 
presidente hubiera servido de instrumento para efectuar esa violación. (Aplausos)." 

El articulo se considera suficientemente discutido y se reserva para la votación. 
Se discute sobre el articulo 109. 

El C. MANJAREZ: "Yo suplico a la comisión se sirva decirme que es esta 
mayoría absoluta del número total de los miembros que constituyen la Cámara de 
Diputados. Ha de ser, por ejemplo, si consideramos que la Cámara está constituida por 
doscientos cincuenta diputados, ¿han de ser las dos terceras partes del número que 
concurran? el artículo dice: 

"Artículo 109.- Si el delito fuere común, la Cámaro de Diputados, eri¡ida en gran jurado, 
declararA por mayoría absoluta de votos del número total de miembros que la rormm, si ha o no lu¡:ar 
a proceder contra el acusado. 

En caso negativo, no habrá lugar a nine:ün procedimiento ullerior; pero tal declaración no 
serA obsticulo para que la acusación continúe su cuno cuando el acusado haya dejado de tener íuero, 
pues la resolución de 111 Cámara no prejuz&• absolutamente los fundamentos de la acu11ción, 

En cuo afirmativo, el acusado queda, por el mismo hecho, separado de su cncareo y sujeto 
desde lue&o a Ja acción de 101 tribunales comunes, a menos que se trate del presidente de la República, 
pues en tal caso sólo habré lugar a acusarlo ante la CAmara de Senadoffs, como si se trate de un 
delito oficial". 
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·Pues siendo el número total de los miembros que la fonnan, señores, establecemos 
una inmunidad, porque nada menos en este Congreso que reviste gran interés para todos 
los diputados qué lo constituimos, estamos plenamente convencidos de que no nos reuni­
mos todo el número que debiera ser. No nos reunimos los doscientos cincuenta, sino 
cuando más las dos terceras partes; de tal suerte que para que hubiera ocasión de proceder 
en contra del delincuente, seria necesario que todos los ciudadanos diputados, 
absolutamente todos, concurrieran y declararan que había ese delito, (voces: ¡No, no!) 
pero si aqui dice el número total y no asisten todos, asisten apenas dos terceras partes. y si 
no le quitamos eso del número total, establecemos una inmunidad". 

EL C. RODRÍGUEZ GONZALES: "Con objeto de que pasemos adelante desde 
luego, me he pennitido venir a la tribuna para decir al señor Manjarrez que basta con que 
haya quórum para que pudiera tomarse uu acuerdo necesario para declarar culpable a 
alguna de las personas de que habla el artículo". 

El C. MANJARREZ: "SI, pero la mayoría absoluta de los miembros que 
constituyen la Cámara no concurren; si dijera de los que concurren, entonces estaría bien; 
pero siendo que exige In mayoría absoluta de los miembros que fonnan la Cámara, 
estableceríamos una inmunidad. Consideren ustedes que apenas asistimos las tres cuartas 
partes y eso no constituye mayoría absoluta y se presentaría el caso de que no se pudiera 
juzgar a un delincuente; en una Cámara como esta estableceríamos una inmunidad, 
porque naturalmente el presidente contaría con quince o diez amigos de su parte y bastaría 
con que estos no asistieran para que no hubiera la mayoría absoluta de que habla el 
articulo." 

El C. LIZARDI: "Con objeto de hacer una aclaración sobre este particular, me 
pennito manifestar a la asamblea lo que yo he entendido que dice el dictamen de la 
comisión y cómo debe aplicarse y por qué debe aplicarse asi: yo he entendido que, puesto 
que nos dice que se declarará por mayoria absoluta de votos del número total de los 
miembros que la fonnan, debe haber una asistencia de In mitad más uno del número 
completo de votos. Ahora bien, se nos dirá: desde el momento en que no asisten nunca 
todos los ciudadanos diputados, cómo se va a obtener esto? ¿qué objeto tiene? El objeto 
es claro, el objeto es que ninguno de los miembros de los otros Poderes quede a merced 
de una minarla parlamentaria. Es evidente que cuando alguno cometa un delito, alguno 
de los miembros de los otros Poderes, la minarla tendria interés en juzgarlo y asistirian en 
masa; es evidente que los partidarios de esa autoridad, la mnyoria, nsistirian también en er·. 
mayor número posible; de suerte que no podrá darse el caso de que asista sólo la mitad, y, 
por consiguiente, que se necesite la unanimidad de los presentes para resolver la cuestión; 
son asuntos de tal importancia, que una vez que se acuse a un secretario o que se acuse a 
un magistrado de la Suprema Corte de Justicia o a uno de los diputados, amigos y 
enemigos tendrán interés en ir y no se dará el caso de que vaya únicamente el quórum 
limitado, sino que siempre irán unos más, y, por consiguiente, podrá haber una mayoría 
absoluta, para que los miembros de los otros Poderes no queden a merced de la minoría o 
de una intriga política". 
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El C. MANZANO: "Está bien que para no exponer a los funcionarios a caer en las 
intrigas o movimientos políticos de una minoría se establezca que sea la mayoría absoluta; 
pero la mayoría de los diputados que asista, no la mayoría absoluta de todos los diputados 
que forman el Congreso. Por eso yo me permito suplicar n la Comisión que retire estas 
palabras: "del número total de miembros que la fonnan"; ha de ser "del número total de 
los presentes, y así aseguramos a los funcionarios y no establecemos una inmunidad." 

El C. RIVERA CABRERA: "Las razones expuestas por el señor Lizardi acerca de 
por qué debe exigirse la mayoría absoluta de los votos de esta asamblea para decidir si un 
representante popular fuere responsable o no de los delitos de qne se le puede acusar son 
muy cuerdos, porque tienen por base y fundamento el evitar que el acusado caiga en las 
redes de las intrigas o maquinaciones que sus enemigos politicos puedan tenderles. 
Debemos, antes de todo, aceptar como buena la consideración de que la mayoría absoluta 
es aquella que se obtiene tomando como base el número total de los diputados que deben 
integrar el Congreso; pero también es cierto el hecho que expone el C. Manjarrez, que es 
muy raro, que en ocasiones muy contadas puede integrarse la Cámara con todos los 
elementos de que debe componerse. Así, pues, para poder compaginar una y otra cosa, me 
parece y es mi opinión, que me permito someter a vuestra soberanía, que en vez de exigir­
se la mayoría absoluta de votos deba decirse sencillamente "por las dos terceras partes de 
los diputados que se encuentren en la Cámara en los momentos en que ésta conozca de los 
casos que se sujeten a su deliberación". Me parece que de este modo se resuelve el 
problema y quedarán satisfechos, por una parte la justicia, y por la otra el acusado que 
quedará fuera de las intrigas de que pudiera ser victima. De paso ya que me encuentro 
aqui en esta tribuna y para que se tome en consideración, me voy a pennitir hacer una 
ligera referencia a lo que dijo el señor Jara respecto a los gobernadores cuando éstos 
fueran acusados de los delitos del orden común. Dijo que las Legislaturas de los Estados 
podían conocer de esos casos. Esto no es cierto, señores; solamente la Cámara de la 
Unión puede conocer de estos delitos; las Legislaturas de los Estados nunca podrán 
hacerlo; por consiguiente, de esta manera establecemos impunidad para los gobernadores 
de los Estados. Por lo tanto, a la hora que se vote este artículo hay que tenerlo en cuenta 
para votar en contra, para que vuelva al seno de la comisión y se resuelva en el sentido 
que acabo de expresar". 

Considerando suficientemente discutido, se procedió a la votación habiendo sido 
aprobado por unanimidad, excepto el artículo 108, que tuvo ciento un votos por la 
afinnativa y cincuenta y uno por la negativa, y el 109, que fue votado por ochenta y cinco 
de la afirmativa contra sesenta y nueve de la negativa". 

Este es pues, el debate para la aprobación del TITULO CUARTO de la 
Constitución de 1917 referente a la responsabilidad de los servidores públicos y la forma 
en que fueron redactados originalmente los artículos 108 ni 114 antes de las actunles 
reformas. 
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A continuación haré un planteamiento general de como se encontraban los artfculos 
anterionnente citados antes de sufrir sus últimas refonnas. 

En un régimen democrático, los titulares de los órganos del Estado o los sujetos 
que en un momento dado lo personifican y realizan las funciones enmarcadas dentro del 
cuadro de su competencia, deben reputarse como: Servidores Públicos. Ética y deon­
tológicarnente, su conducta, en el desempeño del cargo respectivo, debe enfocarse hacia el 
servicio público en sentido amplio mediante la aplicación correcta de la ley. En otras 
palabras, y desde el mismo punto de vista, ningún funcionario público debe actuar en 
beneficio personal, es decir, anteponiendo sus intereses particulares al interés público, 
social o nacional que está obligado a proteger, mejorar o fomentar dentro de la esfera de 
facultades que integran la competencia constitucional o legal del órgano estatal que 
representa o encarna. Por lo tanto, si el funcionario público, cualquiera que sea su 
categoría y la índole de sus atribuciones, debe considerarse como un servidor público, o 
como dijera Marcios, como "siervo de la nación'\ es evidente que está ligado con los 
gobernados a través de dos principales nexos jurídicos dentro de un sistema democrático 
que sin el derecho seria inconcebible, a saber: el que entraña la obligación de ajustar los 
actos en que se traduzcan sus funciones a la Constitución y a la ley y el que consiste 
realizarlos honestamente con el espíritu de servicio a que hemos aludido. 

En el primer caso: esos actos están sometidos al principio de legalidad lato ~ 
o sea, de constitucionalidad y de legalidad stricto sensu (6); 

Y en el segundo: al de responsabilidad. 

Ambos principios, aunque cada uno con distintas órbitas de operatividad, se 
complementan y sobre ellos descansa la democracia. 

Al violarse el de legalidad Ü!!!l! sensu), los actos de autoridad en que la violación 
se cometa son susceptibles de impugnarse juridicarnente por los medios, juicios, procesos 
o recursos que en cada Estado democrático existan, (7) y al quebrantarse el de 
responsabilidad, el funcionario público que lo infrinja se hace acreedor a la imposición de 
las sanciones que constitucional o legalmente están previstas. Estas dos situaciones 
comprueban la diferencia operativa de dichos principios, pues tratándose de la 
contravención al de legalidad í!!!!Q sensu), los actos contraventores son invalidables o 
anulables para que, mediante su destrucción o modificación, se restaure el imperio de las 
disposiciones constitucionales o legales violadas; 

En cuanto a la infracción del principio de responsabilidad, tales actos sujetan al 
titular o encargado del órgano estatal respectivo a las expresadas sanciones 
independientemente de la irnpugnabilidad jurídica de los mismos. Por decirlo de otro 
modo, la legalidad es un principio "intuitu actu" y el de responsabilidad "intui!y 
personae", siendo ambos, no obstante, signos que distinguen a la democracia, ya que el 
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primero somete al órgano del Estado en si mismo como ente despersonalizado y el 
segundo al individuo que lo personifica. Por lo tanto, independientemente de los medios 
jurídicos de que Jos gobernados disponen para hacer respetar el régimen constitucional y 
de legalidad por parte de los gobernantes, existen otros que conciernen a Ja exigencia de 
responsabilidad a las personas tlsicas que encaman a una autoridad, cuando su 
comportamiento público ha sido illcito y notoriamente antijuridico. 

El orden de derecho de un Estado no solamente debe proveer a Jos gobernados de 
Jos medios jurídicos para impugnar Ja actuación arbitraria e ilegal de las autoridades, sino 
establecer también un sistema de responsabilidades para las personas en quienes la ley 
deposita el ejercicio del poder público. Es obvio que para el gobernado es más útil, por 
sus propios y naturales resultados, valerse de un medio jurídico de impugnación contra los 
actos arbitrarios para preservar su esfera de derecho, ya que tal medio tiene como efecto 
inmediato Ja invalidación de Jos mencionados actos y Ja restitución consiguiente del goce 
y disfrute del derecho infringido o afectado. 

En nuestro orden conslit'úcional se ha instituido, pues, como garantía juridica del 
mismo y del régimen de legalidad en general, un sistema de responsabilidad de los 
funcionarios públicos, consignados, como ya hemos mencionado, en los artículos 108 al 
114 de la Ley Suprema para los altos funcionarios de la Federación y embozado por todos 
Jos funcionarios y empleados federales y del Distrito Federal en el artículo 111, párrafo 
quinto. 

El 28 de Diciembre de 1982 se publicó en el Diario Oficial de Ja Federación el 
Decreto Congresional que reformó el TITULO CUARTO de la Constitución referente a 
las responsabilidades de Jos funcionarios públicos. En Ja exposición de motivos corres­
pondiente se afirma Ja necesidad de actualizar dichas responsabilidades, sustituyendo la 
locución "funcionarios públicos11 por In de "servidores públicos". Se sostiene que: "La 
obligación de servir con legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, economía y eficacia 
los intereses del pueblo es Ja misma para todo servidor público, independientemente de su 
jerarquía, rango, origen o lugar de su empleo, cargo o comisión". 

En el nuevo texto de los preceptos que integran dicho TITULO CUARTO ya no se 
establece Ja distinción entre delitos oficiales y delitos del orden común que pueden 
cometer los funcionarios públicos como lo hacia el régimen Constitucional anterior. 

Tampoco se habla ya en el nuevo texto preceptivo de "fuero"~ "desafuero" y otras 
expresiones que tradicionalmente se han usado sobre materia de responsabilidad oficial en 
nuestro constitucionalismo. Las reformas aludidas utilizan diversos términos y conceptos 
que suscitan confusiones y equívocos, además de que parecen un tanto extraños al México 
Juridico Constitucional que desde nuestras primeras ~onstituciones se han venido 
empleando, pero las reformas las señalaremos a continuación de la siguiente manera: 
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A.- En cuanto a los Servidores Públicos. 

Dentro de esta calidad, el nuevo articulo 108 Constitucional 
comprende: "a los rcpresentnntes de elección popular, a los miembros de los Poderes 
Judicial Federal y Judicial del Distrito Federal, n los funcionarios y empicados, y, en 
general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo ú comisión de cualquier 
naturaleza en la administración pública Federal en el Distrito Federal". Ahora bien, solo n 
los Senadores y Diputados del Congreso de la Unión, a los Ministros de la Suprema 
Corte, a los Secretarios de Despacho, a los jefes de Departamento Administrativo, al Jefe 
del Departamento del Distrito Federal. al Procurador General de la República, al 
Procurador de Justicia del Distrito Federal, a los Magistrados de Circuito y Jueces de 
Distrito, a los Magistrados y Jueces del Fuero Común del Distrito Federal, a los 
Directores Generales o sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de 
participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y 
fideicomisos públicos, (Artículo 110 Constitucional), se les sujeta a juicio político: 
"cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones que redunden en 
perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho". (Articulo 109 
fracción 1 Constitucional) (8). Estos netos u omisiones anteriormente estaban considerados 
como delitos oficiales, pero estos se suprimió desafortunadamente sin justificación ni 
razón alguna. 

Independientemente de dichos "actos u omisiones", los servidores públicos 
también incurren en responsabilidad ni cometer delitos que se llamaban "de orden 
común", calificación esta que ya no se emplea en el nuevo texto del articulo 109 Constitu· 
cionnl. En este caso, el proceso que por dichos delitos se instruya no es ·~uicio político" 
sino penal común, de carácter federal o local según la indole del delito que se perpetre. 

En cuanto a las sanciones administrativas, estas son aplicables a todo servidor 
público que incurra en actos u omisiones que afecten la legalidad, la honradez, la lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de sus empleos, cargos o 
comisiones (Articulo 109 fracción lll) (9). Las citadas sanciones deben especificarse en la 
legislación secundaria, ya que constitucionalmente solo se prevén la suspensión, 
inhabilitación y destitución, asl como las de carácter económico, que deben decretarse: 
"de acuerdo con los beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los 
daftos y perjuicios patrimoniales causados por sus actos u omisiones" (articulo 113 
Constitucional).En cuanto a la prescripción de las sanciones administrativas, el articulo 
114, párrafo tercero, Constitucional, remite a la ley ordinaria. 

Siendo la responsabilidad de los funcionarios públicos un signo de democracia, en 
todos los reglmcnes que bajo esta forma de gobierno se han estructurado, se han 
implantado instituciones juridicas que la prevén sustantivmnentc y la regulan adjetivamen­
te. Pero aunque dicha responsabilidad tenga esa dotación, no por ello ha dejado de 
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eX1grrse a funcionarios importantes, pero secundarios, en Jos sistemas monárquicos 
absolutistas, en Jos que solo el rey era responsable ante Jos súbditos, como en capítulos 
anteriores hemos señalado, y únicamente responsable ante Dios. El monarca era el autor 
de las leyes humanas sin estar sujeto a ellas. Este principio de "legibus solutus", impedía 
toda responsabilidad jurídica que aquél pudiese contraer en el ejercicio del poder del 
Estado. Es más, el rey irresponsable sujetaba a responsabilidad a Jos funcionarios públicos 
en quienes delegaba el desempeño de ciertas funciones que a él originalmente correspond­
ian a virtud de su investidura divina. Recuérdese la institución llamada "juicio de 
residencia" a que se sometia a Jos virreyes españoles y al que ni el mismo Hernán Cortés 
pudo sustraerse, (10) y cuyo juicio representa un antecedente jurídico novo-hispánico del 
"juicio político" o ''.juicio de responsabilidad" de Jos funcionarios públicos, asl como el 
"impea chment" del derecho anglosajón. 

"Al juicio de residencia estaban sujetos Jos funcionarios públicos al concluir su 
mandato, pudiendo presentar cualquier persona que se sintiese agraviada por ello su 
reclamación ante el tribunal ad hoc, personificado en un juez (oidor) designado por el rey. 
Si el residenciado era el virrey, y el fallo le era adverso, podia apelar ante el Consejo de 
indias, organismo que, durante el esplendor de su autoridad, tenía facultad para llamar a 
cuentas a dichos funcionario aún antes de la expiración del plazo de su gestión 
gubernativa. Según don Juan de Solórzano, el mencionado juicio procedia no sólo para la 
averiguación y pesquisa de las acciones del virrey, oidores y demás ministros de las 
audiencias de las Indias y de otros que en ellas hubiesen tenido cargos de administración 
de justicia o hacienda real, sino también cuando por cualquier modo dejaban Jos oficios y 
eran promovidos a otros mayores, agregando que: " con ese freno estarían más atentos a 
cumplir con sus obligaciones y se moderarán Jos excesos e insolvencias que en provincias 
tan remotas puede y suele ocasionar Ja mano poderosa de Jos que se hallan tan lejos de la 
real" (11). 

Por su parte, el constitusionalismo del México independiente, en los distintos 
códigos fundamentales provenientes de las corrientes tanto federalistas como centralistas, 
siempre reputó a Jos funcionarios públicos como servidores de Ja nación y Jos sujeta a 
responsabilidades jurídicas por delitos comunes u oficiales y a jurisdicciones especiales 
para hacerlas efectivas, sin que esta tendencia hayan rehuido Jos estatutos monarquistas 
(12) 
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LA RESPONSABILIDAD DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS 

El titulo cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
consagra: Las responsabilidades de los servidores Públicos, este titulo ésta integrado por 
Jos articulas 108 al 114 Constitucionales. 

El primer articulo de este titulo que es el 108 señala a quienes se considera 
servidores públicos y dice as!: 

"Para efectos de las responsabilidades a que alude este tftulo se reputarán como servidores 
públicos a los representantes de elección popular, a los miembros de los poderes judicial federal y 
Judicial del Distrito Federal, a Jos funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que 
desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública federal o 
m el Distrito Federal, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el 
desempdlo de sus respectivas funciones. 

El Presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusndo por 
traición a la patria y delitos graves del orden común. 

Los eobernadores de los Estados, los diputados a las legislaturas locales y Jos ministros de los 
Tribunales Superiort!s de Justicia locales, serán responsables por violaciones a esta Constitución y a 
las leyes federales, as( como por el manejo indebido de fondos y recursos federales. 

Las Constituciones de los Estados de la República precisari.n, en los mismos términos del 
primer párrafo de este arUculo y para los efectos de sus responsabilidades, el carActer de servidores 
públicos de quienes desempeftcn empleo, cargo o con:iisión en los Estados y en los Municipios." 

Bueno, una vez establecido Jo que legalmente se entiende por servidores públicos 
pasaremos al tema de su responsabilidad. 

La teoría de Jos deberes de los funcionarios públicos lleva emparejada Ja de su 
responsabilidad, derivada del quebrantamiento de los mismos, es decir, la falta de los 
deberes de la función pública por los trabajadores públicos origina responsabilidades de 
naturaleza diversa con respecto de la Administración pública y de terceros. 

El funcionario y el empicado público están subordinados a la ley y a su debido 
cumplimiento, por esto, están obligados a responder de sus actos públicos. La 
responsabilidad en Ja función pública es la obligación en que se encuentra el servidor del 
Estado que ha infringido Ja ley, por haber cometido un delito, una falta, o ha causado una 
pérdida o un daño. 

El trabajador al servicio del Estado en el desempeño de su cargo puede incurrir en 
faltas o delitos, que deben ser reprimidos para mantener una eficaz y justa administración. 
Esto provoca varios tipos de responsabilidad: 
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La responsabilidad puede ser acerca de terceros - externa- o acerca del Estado -
interna-. Puede ser politica o juridica, y ésta civil, penal o disciplinaria. (13) 

Cerca de terceros no puede ser la responsabilidad del funcionario, cuando proceda, 
más que civil. La penal afecta a las relaciones entre el funcionario y el orden social 
representado por el Estado, y la disciplinaria atañe el orden interno de la Administración. 

La responsabilidad politica deriva de una actuación en el cargo disconforme con la 
dirección u orientación impresas por las autoridades superiores. Refiriéndose 
principalmente a los funcionarios constituidos en autoridad, quienes en el desempeño de 
su misión deben desarrollar una conducta conforme con el sentir de sus superiores. Más 
que a la obra administrativa atañe esta responsabilidad a la obra de gobierno. 

Se resuelve en la necesidad para el funcionario de cesar en el cargo. 

La responsabilidad juridica dimana del quebrantamiento del deber del oficio y 
produce consecuencias de derecho. 

Sus modalidades, entonces, son la responsabilidad administrativa, la penal y la 
civil. Por lo tanto: 

A) Las faltas leves originan el poder disciplinario de la administración que 
tiene el derecho de imponer penas correctivas de la misma naturaleza en relación con la 
falta cometida. Si ésta asume un carácter más grave se aplican penas expulsivas a 
depurativas más severas, como la suspensión o el cese. 

B) Cuando durante el ejercicio del cargo se cometan delitos, se origina la 
responsabilidad penal debiendo ser consignados los responsables a las autoridades 
judiciales correspondientes. 

C) Otro tipo de responsabilidad que se origina es la responsabilidad civil o 
patrimonial por la lesiones que se producen en los bienes del Estado. 

La exposición de motivos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos expresa la naturaleza de la responsabilidad en la función pública en términos 
precisos. En su parte relativa nos dice: 

"El ciudadano que se ha esco&ido para desempeftar una función pública debe comprobar, por 
medio de su comportamiento, que posee aquellas cualidades en él fueron supuestu para hacerlo mere­
cedor de tal investidura, constituyéndose en un ejemplo constante de virtudes dvicu, como medio, et 
mh propicio, para fincar un sólido concepto de responsabilidad y de adhesión por parte del pueblo. 
(14) 
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El Estado, por su parte, debe proveer las medidas eficaces para perseguir n los 
malos funcionarios que, violando la confianza que en ellos se deposita, hacen de la 
función pública un medio para satisfacer bajos apetitos, y aun cuando el pueblo, con su 
claro sentido de observación, señale y sancione con su desprecio a los funcionarios 
prevaricadores y desleales que atentan contra Ja riqueza pública o contra la vida o la 
libertad, o la riqueza de las personas, etc. esa sanción popular, por más enérgica que sí 
misma sea, no puede considerarse lo bastante para dar satisfacción al imperioso reclamo 
de la justicia. 

La actuación criminal de los malos funcionarios, cuando queda indefinidamente 
impune, además de constituir un pernicioso ejemplo, puede conducir al pueblo a la 
rebeldfa como único medio para libertarse de ellos; o bien. puede llevarlo a la abyección 
como resultado de un sometimiento importante, signo indudable de decadencia, o bien, 
produce un estado latente de inconfonnidad y de rencor, que le hace ver al Gobierno no 
como la entidad superior instituida para su beneficio, respetable y orientadora que habrá 
de conducirlo al bienestar y al progreso, sino como un poder despótico y conducente que 
sólo lo oprime y explota." 

"El funcionario o empleado público es responsable del incumplimiento de los 
deberes que le impone la función que desempeña. La responsabilidad puede ser de índole 
administrativa, civil o personal. La responsabilidad administrativa se origina por la 
comisión de faltas disciplinarias y da lugar a la imposición de correcciones de carácter 
también disciplinario. La fracción 1 del articulo 238 del reglamento de la ley orgánica de 
la contraloria de la Federación, que establecía las tres clases de responsabilidad que se 
acaban de menciona, definía la primera de ellas en los siguientes ténninos: " 
Administrativas cuando se refieren a fallas u omisiones cu el desempeño de lns labores y que 
pueden ser corregidas mediante procedimiento puramente administrativo". 

Se está en presencia de la responsabilidad civil cuando el incumplimiento de las 
obligaciones públicas se traduce en un menoscabo en el patrimonio del Estado. En ese 
caso se trata de una responsabilidad exclusivamente pecuniaria, que se establece con el 
único fin de rescindir al Estado de los dailos sufridos. La fracción II del precepto 
invocado consideraba como responsabilidades de este tipo aquellas que provengan de 
faltas o errores cometidos en el manejo de fondos o bienes que traigan aparejadas la 
pérdida o menoscabo de dichos bienes. O las que se originan por satisfacer las 
prestaciones derivadas de contratos celebrados con el Gobierno Federal o sus 
dependencias. Y, por último, las que emanan de la comisión de un delito." Y se incurre 
en responsabilidad personal cuando en el ejercicio de sus funciones el empleado o 
funcionario ejecuta u.n hecho que la ley considera corno delito. La fracción III del mismo 
artículo 238 empleaba la siguiente definición: "PenalH cuando provengan de delitos o 
fallas previstas por la ley penal". La fuente de las tres clases de responsabilidad se 
encuentra en Ja ley de tal manera que en todo caso tendrá que ocurrirse al derecho 
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positivo para detenninar la responsabilidad correspondiente a un hecho detenninado si el 
autor puede ser simultáneamente responsable de las tres órdenes por la misma falta y la 
autoridad puede declararla. Ahora bien, si el quejoso era empleado federal y al entregar el 
puesto que desempeñaba se encontró un faltante en las existencias que estaban bajo su 
guarda, y la autoridad administrativa considerando que faltante de bienes de la Federación 
podria constituir la comisión de un delito y por lo mismo que se estaba en el caso de 
responsabilidad penal, denuncia los hechos al ministerio Público y éste ejerció la acción 
penal correspondiente, se dictó auto de fonnal prisión contra el quejoso por el delito de 
peculado, y se sobreseyó en el proceso por no haber fonnulado el representante social 
conclusiones no acusatorias". 

Esta es la exposición de motivos de la Ley de Responsabilidades, que se encuentra 
contenida en el Semanario Judicial de la Federación anterionncnte citado. La Ley Federal 
de Responsabilidades de los Servidores Públicos que se encuentra vigente a la fecha fue 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 31 de diciembre de 1982 y 
modificada por decreto publicado el 21 de julio de 1992. 

Por la responsabilidad civil del funcionario público no debemos entender la que 
contrae como persona, en ocasión de los actos de su vida civil, ya que en este supuesto su 
investidura de autoridad y el cargo respectivo que desempeñe son irrelevantes. Tan es así, 
que el artículo 114 de la Constitución declara que: 

"En demandas del orden civil no hay fuero ni inmunidad para ningún 
funcionario público.", sin distinción de categorias. La responsabilidad civil referida 
consiste en la que aswne todo funcionario público en el desempeño de los actos 
inherentes a sus funciones o con motivo de su cargo frente al Estado y los particulares, 
con la obligación indcmnizatoria o reparatoria correspondiente. Esa responsabilidad puede 
provenir de hecho ilicito civil o de delito o falta oficiales. En el primer caso, si el 
funcionario obra ilícitamente o contra las buenas costumbres en el ejercicio de su 
actividad pública y causa un daño fisico o moral, tiene la obligación de repararlo con sus 
propios bienes, pues sólo en el supuesto de que no tenga o sean insuficientes para cumplir 
dicha obligación, el Estado contrae responsabilidad subsidiaria (Artículos 1910 y 1928 del 
Código Civil Federal). En el segundo caso, la responsabilidad estaba prevista en el articu­
lo So. de la Ley de Responsabilidades de febrero de 1940, precepto que disponía: 

"La imposición de las sanciones a que se refiere esta ley por delitos o faltas oficiales, debe 
entenderse sin perjuicio de In. reparación del dai\01 quedando expedito, en su caso, el derecho de la 
Federación o de los particulares para hacerla efectiva o para exi¡:ir ante Jos tribunales competentes In 
responsabilidad pecuniaria que hubiese contraido el funcionario o empleado, por daftos y perjuicios, 
al cometer los hechos u omisiones que se le imputen. Esta responsabilidad ser exigible siempre que 
se comprueben los daftos y perjuicios ocasionados con dichos netos u omisiones, aun cuando se 
absuelva al inculpado en el procedimiento pennl. 11 
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La Responsabilidad Civil de los Servidores del Estado. Se origina siempre que la 
falta de éstos ha causado perjuicio a la administración o a los particulares, es decir, brota 
de actos de los funcionarios lesivos al patrimonio del Estado, ya se produzca la lesión 
directamente (alcance), ya indirectamente (faltas del servicio qui! ha motivado 
indemnizaciones del Estado a particulares y por las que aquél repite contra el funcionario 
culpable). Se resuelve esta responsabilidad en la indemnización de daños y perjuicios. 
(15) 

Todo menoscabo en el patrimonio del Estado debe repararse civilmente. 
Corresponde a la legislación administrativa fijar la naturaleza de esta acción y los 
procedimientos para hacerlos efectivos." (16) 

Con esto tenemos que, sin perjuicio de que el Estado indemnice a los terceros 
lesionados, podrá la administración exigir de sus autoridades, funcionarios o agentes, la 
responsabilidad en que hubieran incurrido por culpa o negligencia graves, previa la 
instrucción del expediente oportuno, con audiencia del interesado. La Administración 
podrá también instruir igual expediente a las Autoridades , funcionarios o agentes que por 
culpa o negligencia graves hubieran causado daño o perjuicio en los bienes y derechos del 
Estado. 

Los particulares podrán exigir a las autoridades y funcionarios civiles, cualquiera· 
que sea su clase y categoría, el resarcimiento de los daños perjuicios que a sus bienes y 
derechos hayan producido por culpa o negligencia graves en el ejercicio de sus cargos. 

La responsabilidad civil de los funcionarios presenta en la realidad administrativa 
diversas formas: 

- Según que la persona lesionada y que reclame la reparación al 
funcionario, sea un tercero o el propio Estado. 

Pues no debe actuar lo mismo contra un ministro, que en contra de un mozo de un 
dependencia, pues cada uno de ellos tiene diferentes responsabilidades y acarrea 
diferentes tipos de consecuencias con sus faltas. ' 

·sin embargo, "la doctrina precisa que la responsabilidad civil de los funcionarios 
públicos no puede ser tan absoluta como la de los simples particulares, porque el 
particular obra por su cuenta y el funcionario en ejercicio de sus funciones. El funcionario 
tiene que actuar en un mundo de disposiciones diversas, que hace a veces excusable su 
culpa; cualquier hecho administrativo por sencillo que sea puede tener consecuencias 
incalculables, finalmente una responsabilidad demasiado pesada paralizaría la iniciativa 
del funcionario. (17) 

La Administración tiene derecho a exigir de los servidores públicos: 
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1.- Respondan por los danos o perjuicios en los bienes estatales. 
2.- Respondan por los daños o perjuicios que al patrimonio de los particulares, 

cuando éstos tengan derecho a repetir en contra del Estado por actos de sus servidores. 

Esta responsabilidad de lcsividad al patrimonio del Estado se traduce por lo 
regular, en la indemnización de daños o perjuicios, aunque con frecuencia se dispersa en 
la jerarquía administrativa o se traduce a meras sanciones disciplinarias, esto dependiendo 
de la gravedad de la falta. 

La Responsabilidad Penal de los Servidores Públicos, surge en los casos en que 
los funcionarios, en el desempeño de sus funciones, realizan verdaderos actos delictivos, 
en otras palabras, los funcionarios y empleados públicos son responsables de los delitos o 
faltas en que incurran, ya sean delitos comunes federales o delitos comunes en general, o 
delitos oficiales cometidos en el ejercicio de la función pública. (18) 

La responsabilidad penal de los funcionarios públicos, la que se prevé y regula 
constitucionalmente, siendo la legislación secundaria sobre responsabilidades oficiales, la 
reglamentaria de las disposiciones fundamentales respectivas. Ahora bien, en lo que atañe 
a este tipo de responsabilidad, jurídicamente existe una distinción entre los altos 
funcionarios de la Federación y los que no tienen ese carácter, tanto por lo que respecta a 
la tipificación de los delitos oficiales como aquél procedimiento para aplicar las sanciones 
correspondientes a esta clase de delitos y a los órganos del Estado competentes para ello. 

Los delitos que pueden ser cometidos por los servidores del Estado son los 
siguientes: 

1.- Delitos del orden común y delitos federales cometido por los servidores del 
Estado. 

Estos servidores del Estado pueden ser: altos funcionarios o funcionarios o 
funcionarios y empicados en general. 

11.- Delitos y faltas oficiales de los servidores del Estado que cometan en el 
desempeño de los cargos que tengan encomendados, en los términos de la Ley de 
Responsabilidades. 

El artículo 111 Constitucional señala que para proceder penalmente contra algunos 
servidores públicos como lo son: los diputados y senadores del Congreso de la Unión, los 
ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Secretarios de Despacho, los 
Jefes de Departamento Administrativo, los representantes a la Asamblea del Distrito 
Federal, el titular del órgano de gobierno del Distrito Federal, el Procurador General de la 
República y el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, que hayan cometido 
delitos durante el tiempo de su cargo, la Cámara de Diputados declarar por mayoría 
absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceder contra el 
inculpado. 
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En el caso de que la resolución de la Cámara fuese negativa se suspenderá todo 
comportamiento ulterior, sin embargo esto no será obstáculo para que la imputación por 
la comisión del delito continúe su curso cuando el inculpado haya concluido el ejercicio 
de su encargo, pues la misma no prejuzga los fundamentos de la imputación. 
• En el caso de que la Cámara declarase que se puede proceder, el sujeto quedar a 
disposición de las autoridades componentes para que actúen con arreglo a la ley. 

En el caso del Presidente de la República, sólo habrá lugar a acusarlo ante la 
Cámara de senadores en los términos del articulo 11 O de la Constitución Mexicana. En 
este supuesto, la Cámara de Senadores resolverá con base a la legislación penal aplicable. 

Para poder proceder penalmente por delitos federales contra los gobernadores de 
los Estados, diputados locales y magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia de 
los Estados, se seguir el mismo procedimiento que establece este artículo 111 de la 
Constitución Mexicana, salvo que en este caso , la declaración n de procedencia ser para 
el efecto de que se comunique a las legislaturas locales, para que en ejercicio de sus 
atribuciones procedan como corresponda. Es importante señalar que la declaraciones y 
resoluciones de la Cámaras de Diputados y Senadores son inatacables. 

Cuando la declaración señale que se puede proceder contra el inculpado el efecto 
será· separarlo de su encargo en tanto este sujeto a proceso penal, si éste culmina en 
sentencia absolutoria el inculpado podrá reasumir su función, si la sentencia fuese 
condenatoria y se trata de un delito cometido durante el ejercicio de su encargo no se 
concederá al reo la gracia del indulto. 

Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con lo dispuesto en la legislación 
penal, tratándose de delitos por cuya comisión el autor obtenga un beneficio económico o 
cause daños o perjuicios patrimoniales, deberá graduarse de acuerdo con el lucro 
obtenido y con la necesidad de satisfacer los daños y perjuicios causados por su conducta 
ilicita. 

Las sanciones económicas no podrán exceder de tres tantos de los beneficios 
obtenidos o de los daños o perjuicios causados. 

Esto es lo que señala el articulo J 11 de la Constitución Mexicana con respecto a la 
responsabilidad penal de algunos de los servidores públicos. 

El Código Penal para el Distrito Federal en materia del fuero común y para toda la 
República Mexicana en materia del fuero común Federal en su título décimo se refiere a 
los Delitos cometidos por servidores públicos, este título pertenece a su libro segundo, y 
comprende de los artículos 212 al 224. Contiene que es lo que se entiende por servidores 
públicos, el ejercicio indebido del servicio público, al abuso de autoridad, la coalición de 
servidores públicos, e uso indebido de atribuciones y facultades, el delito de confusión, la 
intimidación, el ejercicio abusivo de funciones, el tráfico de influencias, el cohecho, el 
peculado y el enriquecimiento ilícito. 

El titulo decimoprimero del ordenamiento citado se refiere a los Delitos cometidos 
contra la administración de justicia, en su capitulo primero contiene los delitos cometidos 
por los servidores públicos que comprende a los articulas: 225. 
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La Responsabilidad Administrativa de los Servidores Públicos. Existe 
paralelamente a las otras dos responsabilidades referidas anteriormente: La 
responsabilidad civil y la penal. 

Deriva de la obligación que tienen los funcionarios públicos de "guardar la 
Constitución y las leyes que de ella emanen" antes de tomar posesión de su cargo (artículo 
128 Constitucional) y generalmente se hace efectiva mediante sanciones pecuniarias 
establecidas en los diferentes ordenamientos legales que rigen la actividad de los órganos 
del Estado que los funcionarios personifican o encarnan, incumbiendo su imposición a las 
distintas autoridades que tales ordenamientos determinan. 

La responsabilidad administrativa se origina, comúnmente, en el hecho de que el 
funcionarios público no cumple sus obligaciones legales en el ejercicio de su conducta 
como tal. 

Las responsabilidades administrativas encuentran su fundamento constitucional en 
el artículo 108 que, como anteriormente habíamos mencionado, señala quienes son 
servidores públicos. 

El artículo 109 de la Constitución Mexicana en tercer inciso señala: El Congreso 
de la Unión y las legislaturas de los Estados, dentro de los ámbitos de sus respectivos 
competencias, expedirán las leyes de responsabilidades de los servidores públicos y las 
demás nonnas conducentes a sancionar a quienes, teniendo este carácter, incurran en 
responsabilidad, de conformidad con las siguientes prevenciones: 

111.- Se nplicarán sanciones ndministralivas a los servidores públicos por los actos u 
omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia que deban observar en 
el descmpcfto de sus empleos, cargos o comisiones. 

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas se 
desarrollarán autónomamente. No podrá imponerse dos veces por una sola conducta 
sanciones de la misma naturaleza. 
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EL PODER DISCIPLINARIO DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA. 

El poder disciplinario es la facultad que tiene el Estado de aplicar a su personal 
que no cwnple con sus obligaciones o deberes administrativos, una sanción por las faltas 
que ha cometido en el ejercicio de cargo. El poder de represión disciplinaria permite a la 
administración corregir los errores y anormalidades en los servicios públicos, encauzando 
la acción administrativa con eficiencia y moralidad. 

El poder disciplinario es interno a la administración, a diferencia del derecho 
penal administrativo que es externo a la administración y comprende a otras personas. 

Por este medio se asegura el cwnplimicnto de la relación jerárquica y de los 
deberes que impone la función pública. 

De acuerdo con nuestro sistema laboral administrativo, estas sanciones que se 
producen por las faltas en el orden interno, pueden ser impuestas: 

a) Unas directamente por la propia Administración Pública; y 
b) Otras a solicitud de ella ante el Tribunal Federal de Conciliación y 

Arbitraje de los Trabajadores al Servicio del Estado. 

El articulo 87 de In ley ordena: "las condiciones generales de trabajo se fijarúi por los 
titulares de la dependencia respectiva tomando en cuenta la opinión del sindicato correspondiente''. 

El artículo 88 de la ley ordena: 11Lns condiciones generales de trabajo ordenan ... 111. Las 
dispo~iciones disciplinarias y la forma de aplicarlas 11

• 

El articulo 46 fracción V de la ley, señala: los casos en que un trabajador puede ser 
cesado por justa causa, por resolución del Tribunal aludido. 

La doctrina administrativa reconoce diversos casos de sanciones disciplinarias, 
siendo las más importantes las siguientes: apercibimiento, multa, traslado de destino o 
residencia, suspensión de empico, perdida de un derecho en el escalafón y cese. (19) 

La Ley de los Trabajadores del Estado considera algunas de estas sanciones, 
excluyendo multa, reglamenta el traslado, establece las condiciones de suspensión, 
artlcnlo 45, y las de cese, articulo 46. 

La Suprema Corte ha resuelto: "que carece de facultades para decidir si una raJta 
cometida por el empleado debe ser dispensada o no, ya que ata cuestión sólo corretponde a Ja 
racultad discrecional de la autoridad respon11ble y es asf que la Corte cometerla una cemurable 
sustitución de criterio 1i interviniere en Ja calificación de dichu faltas, por la sola in coníormidad 
injustificada del interesado". (20) 
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En algunas dependencias administrativas se han expedido reglamentos incluyendo 
las condiciones generales de trabajo. Las Secretarlas y Departamentos de Estado 
disponen en la actualidad de recientes reglamentos interiores de trabajo. 

No debe confundirse el poder disciplinario con el derecho penal aunque Jos dos 
tengan como carácter el de ser procedimientos de represión para fines sociales. El derecho 
penal se aplica a todos, el poder disciplinario sólo a Jos funcionarios o empicados en el 
ejercicio de su cargo. Las sanciones del primero son más graves que las del segundo. Las 
sanciones penales deben estar precedidas de las garantias constitucionales, en cambio el 
poder disciplinario implica procedimientos más atenuados (21), con una estimación 
discrecional, salvo los casos en que la ley por el rigor de las medidas disciplinarias 
implica procedimientos más atenuados, con una estimación discreciona1, salvo los casos 
en que Ja ley por el rigor de las medias disciplinarias, como el cese, Ja acompañe de un 
procedimiento para imponerla. (22) 
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También el articulo 113 de la Constitución Me><icana se refiere a la 
responsabilidad administrativa señalando: 

"Las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos, 
determinar'º sus obligaciones a fin de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, y 
eficiencia en el descmpeno de sus funciones, empleados, cargos y comisiones; las sanciones aplicables 
por los actos u omisiones en que incurran, asi como los procedimientos y las autoridades aplicables. 
Dichas sanciones, además de las que sei\nlnn las leyes, consistirán en suspensión, destitución e 
inhabilitación así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios 
económicos obtenidos por el responsable y con da1los y perjuicios patrimoniales causados por Jos 
actos u omisiones n que se refiere la fracción 11 del nrtículo 109, pero que no podr6n exceder de tres 
tantos de los beneficios obtenidos o de los dai\os y perjuicios causados." 

Este articulo, entre otras cosas, señala las sanciones a que se pueden hacer 
merecedores los servidores públicos por responsabilidad administrativa. 

La Ley Federal de los Servidores Públicos también regula esta responsabilidad 
administrativa en su titulo Tercero que lleva por nombre, precisamente: 
Responsabilidades Administrativas y que está integrado por dos capítulos intitulados; 
Sujetos y obligaciones del servidor Público, el capitulo primero, y el segundo: Sanciones 
administrativas y procedimientos para aplicarlas. Este titulo comprende los artículos 46 al 
78 del ordenamiento para aplicarlos. Este titulo comprende los artículos 46 al 78 del 
ordenamiento al que hacemos referencia. 

En síntesis podemos obtener que: 

Las responsabilidades Administrntivas son un: Medio de control disciplinario y 
jurisdiccional de Ja legalidad de Jos actos de los servidores públicos. 

Disciplinario por que es un régimen que establece subordinaci6n y obediencia, y 
jurisdiccional por que consta de un procedimiento para ser establecida dicha 
responsabilidad, y fijar sanciones. 

Ahora señalaré los poderes derivados de las relaciones jerárquicas, esto es por que 
nuestra administración esta organizada en base a un orden jerárquico: 

Los poderes son de nombramiento, de mando, de vigilancia, de revisión, 
disciplinario y de remoción. 

Pero en nuestro sistema el poder disciplinario se encuentra con una centralización, 
es decir, la contralorfa interna de la dependencia determinar si existe o no 
responsabilidad administrativa por el incumplimiento de las obligaciones de los servidores 
públicos, y aplicar , por acuerdo del superior jerárquico, las sanciones disciplinarias 
correspondientes. 
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El articulo 47 de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos señala las 
obligaciones o deberes de los servidores públicos refiriéndose de su fracción 1 a la XXIII a 
actos especfficos, y en su fracción n XXIV a las demás que le impongan leyes y 
reglamentos. Todos estos deberes tienen que ir apegados a la legalidad para no ser objeto 
de una responsabilidad. Si estos deberes administrativos del servidor público son violados 
se convierten en causales de una responsabilidad administrativa y consecuentemente 
acarrean sanciones también administrativas (Esquemas 1 y 2 ). 

En la Administración Pública Mexicana los órganos competente para fijar 
responsabilidad administrativa son: Los órganos internos de control de las dependencias y 
laSECOGEF. 

Los sujetos de control son precisamente los servidores públicos, pues, es a ellos n 
los que se les van a aplicar estos ordenamientos, toda esta determinación de 
responsabilidad administrativa se hace mediante un procedimiento jurisdiccional 
establecido en la ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos en sus 
artículos 64 y demás aplicables también existe una suplctoriedad de ordenamientos legales 
.Esquema 3 

Este procedimiento finaliza en una resolución, que pueda ser: 

Sancionatoria 
Abstención de sanción 
Absolutoria. 
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CONCLUSIONES 
1 º Como se desprende de lo expuesto en este trabajo, los logros alcanzados a la 

fecha han sido muy relativos, porque sólo es el Estado Federal jurídicamente responsable 

en muy contados casos ha saber: que sus funcionarios o empleados quebranten la ley, o el 

funcionamiento irregular de los servicios públicos lesione los derechos de los particulares 

y estos no han obtenido reparación a través de los procedimientos de anulación y, en 

última instancia, del juicio de amparo; también es responsable, aún sin violación de la ley, 

cuando una norma asl lo establezca (como en los casos de expropiación, de rescate de 

concesiones). 

2° Los ordenamientos legales que se refieren a la responsabilidad del Estado se 

encuentran establecidos en los artlculos 108 al 114 de la Constitución general de la 

República; asl como el articulo 1928 del Código Civil vigente y los cuales seilalan la 

obligación que tiene el Estado a través de sus funcionarios de responder (responsabilidad 

subsidiaria) de los dailos causados en el ejercicio de las funciones que les estén 

encomendadas. Pero sólo podrá hacerse efectiva contra el Estado cuando el funcionario 

directamente responsable no tenga bienes, o los que tenga no sean suficientes para 

responder del dailo causado. 

3º Ha quedado fuera de cualquier duda, de acuerdo a lo planteado en este trabajo 

que la responsabilidad del Estado por actos contractuales nunca se ha discutido y que para 

conocer de tales controversias que surgían con motivos de esta contratación, serán 

competentes los juzgados de distrito y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, previa 

audiencia y opinión del C. Procurador General de la República, si este considera que es de 

importancia trascendental para los intereses de la Nación en el cual conocerá de ellas el 

Pleno. 
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4° Respecto a Ja responsabilidad estatal por actos de administración Pública ha 

quedado plenamente establecido que al manejarse Ja doctrina de la falla o culpa del 

servicio público, distinta de Ja doctrina elaborada por el derecho penal o por el derecho 

civil alrededor de Jos delitos o Jos actos ilicitos, tanto Ja doctrina como nuestra legislación 

no Ja aceplan corno Jo hace la doctrina francesa. 

5° Al referimos con anterioridad al anículo 1928 del Código Civil vigente, 

comprendido en el capítulo relativo a Jos actos ilícitos, la responsabilidad estatal en 

ténninos similares como la había acogido la Constitución Alemana de Weimer y Ja 

doctrina civilista francesa, a saber, como una responsabilidad subsidiaria, sólo es 

procedente si el funcionario directamente responsable no tiene bienes o los que tenga no 

tenga no sean suficientes para responder del dat1o causado, en cuyo caso, será responsable 

el Estado. Lo señalado en esta norma desde mi punto de vista resulta muy insatisfactorio, 

pues resullan inoperantes en todos Jos casos en que era imposible determinar al 

fw1cionario responsable, apane de que el procedimiento supone la necesidad de demandar 

primero al funcionario y agotar todas las instancias en el juicio respectivo. 

6º Nos encontramos que en Ja Ley de Depuración de Créditos del 31 de diciembre. 

de 1941, se adopta el principio de Ja responsabilidad del Estado por culpas de servicio 

público con vigencia muy limitada, pero existe Ja necesidad de aceptar francamente la 

responsabilidad objetiva del Estado, llamada responsabilidad por riesgo, para que existiera 

la necesidad de convertir al Tribunal Fiscal en un Tribunal Federal de lo Contencioso, 

encargándole no sólo juicios de anulación, sino también juicios de responsabilidad, 

depurando o definiendo la responsabilidad del Estado por los actos de sus agentes. 
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7° La responsabilidad del Estado es simplemente una especie de seguro para 

distribuir equitativamente entre los miembros de su comunidad los riesgos inevitables en 

la operación cada vez más compleja del Estado Contemporáneo, y ya se habrá dado un 

gran avance si llega a incorporar ese órgano jurisdiccional autónomo y respetable que 

defina la responsabilidad del Estado mexicano cuando un servicio público funcionando de 

manera notoriamente irregular o cuando se ha violado la ley o bien actuando lícitamente 

provoque un daño, sin que la violación haya de corregirse a través del juicio de amparo. 

8° La ley no contempla y, por lo tanto, no se aborda un problema existente y que 

es el relativo a los establecimientos públicos y otras entidades del sector público, dejando 

intocable la responsabilidad de tales entidades surgiendo la duda de que si deben de estar 

sometidas a las normas que rigen al Estado en su carácter de persona moral y en que casos 

deberán aplicarse otras leyes generales o especiales. 

9° La necesidad de dejar perfectamente establecida la responsabilidad del Estado 

frente a los particulares, es inminente, pues estando próximo a entrar en vigor el Tratado 

de Libre Comercio celebrado por Estados Unidos de Norte América y Canadá, se deberá 

de tomar en consideración la existencia o no en sus legislaciones acerca de su 

responsabilidad para con sus conciudadanos para no crear un conflicto de intereses que 

pudiera repercutir en los buenos resultados del referido tratado. 
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(44} Rasy, "l..c1 frontitrcs de la faulc pcnonncllc et dc la faute de scMcc, i;iL, plig. 8' y SS.; y en particulu GU)mot.11 respo111&b1\itd des 

pcnonncs murales, eiL, p.lg. 193 a :Z:ZJ, en donde "utudia ron ¡;ran 1ttnci6n el fenómeno dd ¡tro&JCSÍ\o 1cc:rcamicnln de lujuria dicciones: 

ehil y adrnini1trath·a m cuanto a b. adopción de lot criteriOI de impu14ci6n de hcd1os d.al\m.os 1 lu pctsotllljuridicu pUblicu y (lrivadu 

( 45} Elto es cONeCUcmi.t del principio de la doble pcnonalid.ad del E.Jtado. 

(46} Rccueil. 1877, pli¡; 437-444, S1rcy, 1876·1879, lll,p.ig. :ZI. 

(47}Es1oaclicncquclw:crcnl01tnbunalcsjudicialea. 

( 48) F.sto rcfcrmtc a lu conclwioncs de l..eón Dlurn \\'1linc: ~ae rirrcsporw.bili" des fonctiOM11irn pour !~un raulCI. penonnellcs et des 

mo)'Cnld'ytcmtdi~, en Revue du droilpubhe, T. 64-1949, pjg. 7. Citado porOoohllo, op. ciL parjg. 40 bi1. Tdnn la cita do 1.eón Ulum. El cuo 
~Lcmmonier~. 

(49} Signifü;a: Delinquir los funcionariOI públkos dict.tndo o prO(IOlliendo a aabiendu. o por ignorancia ine11:i;\li1ble, resolución do nuniOeda 

injusticii. EnciclopediaS1lv11. Vol.XSalvatEdilort:11S:A:p.lg.27.SI. 

(50) En Sir~, 19,1, III, pAg. :Z' connota de Malhict; Sircy, 19'3. T: lll, pAg. '7 ~noll do MowWc, Uallot., 1951, rJB 6:ZO; lU'. Publie, 

19,1,pAg. 749connotadeWeil. 
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(J} Waline,Manucl; "t:lémenaircdedroil adminiWahf,Paris. 1936, pa¡;.608,~o losu11mudo porDenhclcmy. 

{2) Constituci6ndc Est.ado, 11-6·89,, •aff•irc Ctme1" en "1irey 1897. llJ, pig. lJ 

(3) Waline, or ~t., pJ.g. 60S. 

(4} Cu&. lklgi" 17 de llCphetnbrc de 1927 )'4 dc:Juhulk 19291. 1933 4, l, nota P: Emtein. 

(5) Sobre cbligaciOOQ de medio y de raul~do puede \'me: Mueaud, Jlenrf, d León el Andrt Tune, "Traitj th«iriquc et pnctique de la 

rcsporw.bilitt civilc (d.!lictucllc et contu..Cucllc) , .. cd1~16n; Galli. Enrique, "ObligacionCI de medio)' de resultado", en mista Jurldiea de Buenot 

Alres,no.J. 

(6) Maria Oracida Rciriz:; "Responsabilidad dd Erado"; Ed. EUDEDA; Ducnm Aires, Argentina. Ng. 26 y u. 

{7) Consolo,Oiovanni; "Tran.ato1ul riutcimcntodcl dumoinm1tcriad1ddi1ti oqu.uidclitti, Torino. 1908,p4g. ,,l.Cit&dororOotdillo,op. cil. 

puag. XIV, no. J. 

(8) IJiclu., "l.lcm;ho Admini1t11ll\'O" lla.. edición, 1Jumo1 Ai112, Tomo 11, pJg. 3411 

(9) Ma~ o.¡ "Oc:ncho Adminirtntivo AlmW!", Buenos Aira, 1974, t. lv 

(10) Tciuitr,op.cit.p4¡.177·78 

(J ) ) Jl11UC1L1 "l'rtci1dc droit 1dministralifetdo droil public•, Paria, 1911, pig. 361 yu. 

(12} Gordillo. •ae1pornabilidadc1rtraaJntrl41u1I del Est&Jo• ... , par"¡;. XV, no. 7 

( 13) Dunluu, "Tn1~ de Scimca l'olitiquc•, Parit 1970, temo 11, ¡d¡. 130 y u. 

( 14) Duguit," La tranafonMción del F.ltado• (traducido por Pouda) Madrid, P•g. 212. roilldo por Oordillo, op. i;it pvi¡. XV. no. !l. 

(JS) W11inc,op.dt.p•¡;.6l5. 

(16) Jau mw ThcoricOcncralc dcaContntadoL'Admini11t1tion. 

( J 7) Anlcul111 l5 al ll del Código Chil. 

( 18) Conlcnidom el ArtJcuto l8Jl dclCódiaoCiril. 

(19) rou.da;•Dcm:hoAdminirtrath"O•,tomollpj¡. 264. 

(20) Oarci1 Ovicdo; •DrruboAdrninistutivo•, Tomo l,pjg.187. 

(21) Lcll PrincipaOcncn.uxde l>cfecblJAdminis!ntivo, tomo IJI; '7bcoriegmenlc dctcontrattdc L'Administratlan, 1912 Rcwe du Drolt l'ubllc, · 
aputirdc1930. 

(22) Gu1ónJtu; "ThcoricGencralodcs contn.bdo adminiitrat.ion• Revista de Ocn=choJ>Ublico. 1930,parig. 60!1yu. 

(23) OutónJiu,op.cit Rcv,dudc:rechopub.1931,pig. 7J, 

(24) Drito Morencs. Manuel; •El valor económico de la vida humana m d derecho mexii;ano"o Miidco, 1961, Editorlal M.uiucl Cuu. P"g. 11. 

RESPONSABILIDAD DIRECTA O SIN FALTA 

(25) Eduanlo Oarda dc En!cnf .. "Lo. Principiot do la Nueva Ley do Expropia.e:ión Fonada-;, Instituto do &tudiot Pollticos. Madrid, &paAa. 
l976.p'a.17!1ySS. 

(26) Andii do Laubadare, "Trait4 Elcmcntain do Orolt ~ 1977. LID Gen dc droit etJurisp Paril. P"B- 471. 

165 



RESPONSABILIDAD INDIRECTA O CULPOSA DEL ESTADO. 
{27) "lloy la doctrina y l1 lcgill.1ci6n un ahandorando J.a 1d~1. ck una mponu.h1tid.td mJ1rt:L'1• Non una tcl1dónjurld1•• de u:prc~l.lción 
la que Jiga a la AdminiJtración PUblii;a ~on 1u1 fundim.u101. No J<>n estM unot. utr&llos a la Administración, sino t¡ue fonnan p.u1c de la mi1m1 como 

ÓfGlnOJ. lA &xtrina orcánica ha prestado uru. ayulb inaprcdab]c al rnpccio. L.. corporad6n es un& J'('mlnl colmi\'.1 real, capu no $ñ1o de 

ikre.;hos, aino tambifn de n1lunud ydc acción El quettT y el obrar de una rorporadón aparecen wmo un& ac1hidad \1UI de un& pcnona iMtancnlc a 

la ('(ln!UnidAd. que 1ólo Jo: ma.nifksta cícL"IÍ\'Ammlc en el c&mpo del dm:,ho mediante la actuldón del ór¡:.ano utcmn ll1m1do a ello ror el 
cL:rccho. En el cuo de que c~lu ororu. es Ja. pcnOf'l.i ~okL"l1v1 mnma hi que quiere y obra mcd1an1c órganos"; S. Ro)'U \'illano\'A, Anlculo dudo ni lo11 

RC\iM de ,\dminislucmn rubtk1. ll::I' ~bdr1d, bp.Uh1 P.ig 15, con rcícrmcia a Ginkc 

{28) Julo! Gascón y Muin, "fott.ido de lkrc•ho Adrmn1'1rltÍ\o" XIII f.d1~1on Instituto ~1torial REUS. Madrid 19'5. PAg. 564 )" .56.5. 

(29) Oar"CiaChicdo; "Oere1:h0Adm.in1str•h\o": <¡umtaedic1ón. Editon•l EISA. M•drid, Espafla, 19'5 

(30) AndrU..aubldac,obciLr's· 49Jyu 

(3 l) Oonhllu; "lntruducción •1 lkre<:ho Admimmah\'O". p.ig '>9, "lntroducciDn al l>crecho administrath·o de la Economla" l 9va. ediciOn. 

OumosAlJQpjg.311 

(32) Andri& de Uubadi:rc, p!g. 490 y sa. 

(33) S.ayagutsl..&so,op.cit.,tomolrig.600. 

(34) linucsQuinl.111.l, S:V: "la Resporu.tb1lid1d del füLldo Lcgi11ador";cn l.t Ley Tomo. 36,J!i¡;. 1088. 

(35) Du¡,'Uil; OJI· cit. 

{36) linard Quint.1n1; DJI. ciL 

(37) Cuelo RUa. J.; "la rcsponQbiliibd diil Eil.ldo por los errorai judicio.lcs en lu c.aulU aimin.tlcs", en In~. Ju!Yp. , ra.:ultad de Clenclu 

Jurfdicu y Soci•lcs, La Plata. Jurisprudencia wbrc rcs¡><>mabi!idad ntn1rontm:'l111l, 1omo I, p. 339 a 357. 

{38) Spota.A; "Tr.udodcDertclloCivil",OUC001AUcs, Tomol,vol. 34,Cap. Vn. Parig. 60.¡>lig. 5'2. 

(3 9) Sayaguk 1.-o; op cit., Jllig. 671, quim cil1. a A¡uilar I>iu; "DA RC1óponsabilidadc Ci\il"; 2a. edición,, Rio de Janc:iro, lomo 11, p1gs. 2-43·1.56 

ya Ouc:z P., 21. edición. Parls. PJp.146 y254. 

{ 40) FJorini, Dartol~; "M.anual de Derecho Adrninidntivo" Tomo 11. Libro oct..l\'O. Cap. 1 "La Rf.sponsabilid&d Estatal" pig. 1.120. 123, 

Buenos Aitcs. ed. JA l..cy. Quien aíirma: "Los rERMCJOS 1'0R SE-<1llNCL\SQl'l! SON' llEVl.SADAll POR l!RJIOR O DOLO, SI! DIIDEN A UN !.AC'RJl'lCIOQlr'E 

INlUSTAMl!HTB llA [Ml'UESlO m. ESTADO. POR CONDUCTA RErROCltAlllJ! DI! Al.CUNO DI! Sl.'S 0ROAN05.., 1!L ERROR. SINO ES PRODUCTO DEI. DOLO 

l'ERSONALDnLMA01Sl11.ADO, ll.S lo':'lA fAl.T,, DI! Sll.\iCIO Di; J./\ fUNCÓN E!TATAL 1UDICAL ", 

{ 41) Dicta Julio; "Detcdio lntcmaciond PUblico"¡ 9na. cJici6n. Editorial Doch. 1989. lll.fcelona EspAft.t. Jlli¡. 452. 

( 42) Fawich O Charle:s; "Dcffc:ho lntcrn.acional PUblico"; ]ra.. Nición; F..dilorial D1bling.raflca At¡mtina. S R.L, Jlucnt1J Airea, Argentina, 1911, 

pig.317 

(43) ROUl&Uu,Charle:s;"Ocrccholntcm&ciOn.tlPUblico"., 13\-a.ruiclón,,F.ditorialAriclS.A. ;DucelonaF~ 1991. PAg.J-16. 

( 44) Rouueau. Charles; op. cit.; Pig. 3'3. 
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CAPiTULO IV. 

( 1) Gicse, f.; All¡:cmeincs Vcrwlltuncemhl. TObin&m. citado por Owd!llo. Raponsah1lid.d ütr~traduat..., rl&- 38. 

(2) ll•Y .Olo alguno leyes especiales. que rcgul&n determinad.u •ilLm:illl'lcs, ejemplo: indminiucibn m ID:!I aUdos de necesidad policial, prc\iJta 
en la ley prusiana de admini1tfaci6n polii;ial de l?JI, Ley de: llcmn de 19'0 wbre cmpko dc mnru1tión inmediall en el ejercido dcl poder pi\blko; 
la ley do 1904 tobrc detcndOn de mcauu.dos que luego multm inoccn1es. 

(3) OfkgayOus..1. "Unrugodcl•vida1lemana~cnobrui:omplet.u. Tonio \' ,¡uig.194. 

( 4) Ikndcr, AJl&emlincs Vcrw1l1ungcrcdit, Fmburg. citaOO por G<>rd11lo. op. 1;1L plg JK. 

(5) Troll.bh; -La rcs¡iuruabilite dc l'El.11 en droit mkmc et k r~1~ct de l.1 PfOpitl.!I Pfh'tcH; en Rc~-uc:il Lambert. lomo J, p.1g. 46. l..t• cit.u de 
legislación ao\·ii:tica m lcgidu:iOn 1aviéllca inodmia, ~lhico 

(6) Su1lgnilleadoa: •EJ Rey no puede h~mmal~. 
(7) Vimc de PALIAR. que signi(lca; Encubur, disimulu, ~ohonest.u; f..nmJoped1a Salva!. Tomo X.p.lg. 2544. 

{8) Enld .. cy, 1950,1omo57,p.tg. 893·916. 

{9) Auilrqulca,adj.pc11enecimlcorcla1h·o•bautan¡ul•·quccsdpodcrru•so~ulmi1.tno. 
{JO) Dosch. op. cit in fine. 

(] 1) ~ op. cit Efectiv.mcnte. el pfhilcgio feudal del •juk10 por 'u1 plrcs· otorcado 1 101 b.lrones cxigla que h101 fumn ju1g•dos ante los 
tribun.Jes reales. Peto el rey: ¿uite qui! jueces comparei;:crl.1, qu.: fueran d.: IU minna rondicibn? 

{12} Aguilu Dlaz, •oa rcsponubilidadc et\il•, 2.J.. edición Río de hnciro. lomo 11, r.igii. 160-225~ Sc1.ITT fagundcr. •o controle&;.. llos 
admirtlstr•tivot pelo poder judicihio•, 21. edid6n., RJo d4 J&neiro, p.tg. lll. 

(13) Oone.tlvcz&:!Oli,·cra;not.J.en RC\i11.tdcd1rcito1.dmini1tr1.ti\'C,pig. ll8. 

{14) Dn.ndas Cavalcanli. A comt11uiuo fcdcr1.I c"n11:n1.td.t. Rlo d4 Janciro, 1omo IV, rj&.~. 190-91. 

(15) Tfibwual D.: Justicia. de Sto Pibto l'·\'11·948, Rc\irt.1 d.: d.:rccho aJministuthu, tomo 15, pilg. 6~; nnta. de Agui111 0i.az, l0.9·951; RC\isti 
cita.da., Tomo31, plg. 28'; 25-10-951, Rcv. Cit., 15,pig. 288 

{ 16) l'ntoril.Ollt1Cntc, d.: pretorianiimo que 1i¡;nifiea: m. lnílucnda polilita abusi\'.i. ejercida J>Of algiln gnipo miliW. Encldopcdia S.Jvat Ofl· cit. 
Tomo IO.Pig.2751. 

{l 7) Sayagu~Luo.op. cit. Tomol N&'-670·1. 

EL DERECHO ESPAÑOL. 
(18) OonUleslbmguer.~~l::~!k:~&irit.ciLp.tg.19•1; 
( 19) Artfrulo 1.902 Códi!!O Ch·il E•p.i.no!: "El que por accl6n u omi&iónuuu d.t&aotrn, inlcninicndoculr- a nr¡;ligmcia. c:stA chlic-00 a 
rc¡wv el daAo causa.do" 

(20} OarciadaEntaria.:L:!~!kl~i:iL.t.pig.9;0onUlczlkrenguer,~~cita. p!g.191·193. 

(21) Fem!ndez&Vtluco,~!knmmc ~l::!k.l!gmm!k11~·.n.121 EJ., Madrid,üp.u'la.1981. 
pig..C.UySS. 

(22) OarciadcEntc:ma.roWUdEXJlfllr/11oria, ~ ,lkilmrl¡g,~i.rir. Dam:looa, EspaliL 19S!5,citt.J'!g.1.IOS. 

(23) Eaaatambimla~Ju1i6n•l•quellcgaNJETO,~~lkl~lk ~ f'.!:!r¡w•,ciu.pjg..102,d 
bien 1 juicio de ate autor, el moth'O último de la lrTczpons.ahilidad de la 1dmin!Jtnci6n u: ll1lado 1.903 del Código Cilil debe bu1.;ana en el 
:rndomlnlo absoluto de la doctrina de la culp:a. C11 virtud de la cud aólo era ima&lnahle !1 n:sporwhilid:lld de la AdminiJt..-dón en el 'upuato 
e!tCCpc:ional do que le fuese imput.tblci una culr-in~ d.: un agenl~ especial. 
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{24) Artículo 1 Ley' abril 1904: •LoJ funcionarim ci\iles del orJrn gubcnuti\-o. cu1lquiera que 1usu duey calegorla. desde Minilttodc 
la Corona hasta a¡mte de la autoridad. que en el ejercicio de sus cargos inílinjan ron aclos u omisionct al¡;Un rectf'IO cuya observancia lits haya 
sido m:Iunada por escrito, qucdarbl oblipdos a rc~ir al rcdtmcntc agra\iaJo de los danos y perjuicios catwdos por lal infra006n legal. lgu1ka 
responsabilidades scrbl exigibles a quicnca ejcrun funciones en 11 Administración munidptil o pro\incial, daignado. por el Oobicmo, por miniderio 
delalcyopor elccd6n popular".Fahr.tgudclPilar;:La~!kl fü!!!!2:~i!s!ll!~~~·,Madrld.1977, p.6g.11 y 
SS.Omidofalla.:L!!~!kl~Adrnini•tt1tj\'o",]a.cd,f.lldrid.l981,p.tg.182. 

{25) Cfr.Oardadef.nkrrla.•rotest1d ~·. cita.p.tg.1.104.yDoqucra.1.! ~ f!lrim2ni!lski~cita.p.lg.. 
22$. 

{26) Un at'to antn de la prvmulgación dc la l..ey de f'.KprDpiación Forz<»a. con a<:Uión de 1u magistral ciclo do confermclu en el Institulo de 
Estudios Pollticos, denuntiaba toda\1a Oarrido Falla la anómala 1hu1ción del 1i11cma cspal'lol de rcspon11bilidad en la c::sfcrajuridica·pUblica, 
urgiendo al legislador au pronta e improrrogable rCC'lilkación. •0c análop manen. a como lu. acuntccido con la raqultica jurisdicción conlcndoso 
administn.tiva cspal'lola. ha sido panidójicamtflle d sistrrna polltica liberal ti que ha coOPg:rado cn Espal\I la lrm:ponubilidad lepl ~ la 
Administnción PUblica. Pero Unicamenlc lu limiw:ioncs que en su aclhidad y finct te lmponfa el ütado liberal hicieron J!C'ihlc siknciar 
lu insuficiencias de tal 1istnna. Cu.indo hoy dí1 en int.crvmcioniuno administn.tÍ\'O y el número de scnicios (IÜ.blieo11umc:nta fabuloumcntc, no 
resulta posible delcntcndcnc de 11 necesidad de un1 rcvi1ión. El tq11ilibrio jurldko que el Dcrcdio Admlnim11ivo rcprcJenta exige que lu nucvu 
prmogativuqu1ala Admini1traci6n .cconflanacvancom¡icnsandoporunmUamplio acntido de la~bilidad". Tcn.aRamitu..~ 
X~.Cita.p4g.190. 

{27) OudadeErrtcrla.'"Polcrt.td ~ella.. (Yg.l.116-l.117;cnccntra,OarridoF11la.:In!!!l:!!ik 12mm2~·.19sl, 
ll,pJg.2I0.21<4,not.a9; del 
mismoautot,:1,aim:!!~l!~m~~·.cit.a.p4g.4llySS. 

{28) Enlrcn.ICucs!a,:IJJm2B.!fi!!lifu!2!kl!L&l!"~ fil&imm~!kl!~~f:m!!2:",dc20dcjuliodc 19'7,cnRAF14, 
l9'7,p.ig.255ySS. 

(29) Oln:fadcErrtcrla.'"Potcsud Eiqiropiatoria" cit. (l<tg.1.124;Nic10.~~lkl~!k~fs!w!y",cit.a. 
pJg.119°121. 

(30) ~~".c::ita.pjg.J.126. 
{31) Ardi:ulo 122 de la Leydc Elqiropiaci6n forzosa y 40 de la Leyde R~gimmJurid1"°dela Administnd6n del Estado. 

{32) Oan:fadcF..ntcrrla.:L!~!klf.ru!ig'",cit.pjg.26-27, 
{33) to la doctrina cspallola corrc::spondc 1 Oarda de EntCl"lÚ el mlrilo de haber IOS!cnido por primera vu esta ll:sia. Sdlala. en cona:lo, en 
uno de SUI trabajoa dcdicadol a e.a materia que •pan imputar n-sponsabilidad a la Adminlltración no n preciso qui ICI haya producido una 
adUlción illcita de un agente concreto¡ pueda ltllarle de un cmiportamimto impcnonal o ~io de 11 inatitui;ión•. Cll ~ !kl ~ 
mA.12!&.24). 

{34) U nueva oricnt&ción legislativa ha Udo rcit.tridammte coofümada por JUccilvu hOlmU de rango lcpl o reglamentario, que aplican 
corm:tamcn11 el principio 11encr1I de respooubilidad patrimonial de la Adminiltrac::ión, incluso c:n malcriu tndidonalmcn1e cxenw do toda 
deuda raarritoria a cargo del poder pUblic.o. 
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RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 

CAPiTULO V 

INTRODUCCION A LA RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. 

( l) El Derecho Romano ~noció I• rnron~abili<bd de c1crtm mtc1 pUbJ1cns. 

(2) Dibliografll K>brc I• rnponubilic4d p•tnmonial de la Admimrtr~i6n.. Rcvim de Administración PUblica. Núm. 91, nicm-abril de 1980, r•g. 
JO?.CcntrodcE11udm1Coiu11tudon1lcs. 

(3) 1 ... 1mtcnd1 Dlanco turn rn rranci1 un. gu111ign1fk1dón por que i:n ella u uaminuon loa principios b.Uicw del Derecho admlniltnti\'o. No 
habla de qucdu rum. d tan.t d~ l.a rnponu.bilidad y uf indicó: "La rqiuaci6n del rcrjuicio cs una rou.11 repartición de bW es otn.". y con ello rlD!I 

m:onlnrnos otro principio que funda la t~bllid.td del fa11do· La iguald4d en la ttpalticióndc lu ~gu pUblicu.. (w~ este uunto m la oln 
de R. C.uinyM. Wahnc: •tcsgrandlan'dldc lajumpmdc:nccadmini'trativoSircy, 1988. J.V. p.tg. 489. Lasmtcncia Dlancocs c:umirwh m lu 
p!gs. '· 46, S.5, 137, ISI, l99y201 de laadministncióuludid4) 

(4) M. W11inc; "Droitadministulif", 19.59. P.tp.647y1ip. 

(S) Reconi.unm como antecedente el decreto de 27 Je mano de Ull que ntablccc rcglu pu• que se haga cícciiva Ja rc:sporw.b1li!Wl. de !011 
crnpleaW» piihlirot. El cap!tu!o l .e rtficte a la Rcsponubilitl.td de 1us Magistrados)' Je los lueccs. Dublin Temo l. r.tg. 40 

LOS SERVIDORES PÚBLICOS EN LA CONSTITUCIÓN DE 1917. 

(6) Elle principio longent=tn. Corutltucióncn GlfWdladcl gobernado, la cual &ecnnlknecnlos ar1kul01114y16 conatituclanalcs. 

(7) En P.fütko,cl primordial medio ilnf'Upuilivodelllc:tados c:tcljuicio de amp.tro. 

(8) Se¡Un el arUwlo 7 de la l..cy Fclktal De mpom.abili.Lulcs de lot r~1onarios l'Ubhc1>1 puhlicadll el J 1 de d1ciC111bro de 1982 y que abrogó el 
nrdmamimlo correspondiente de 27 de diciembre de 1979, 1c considmn romo actos u omisiones que redundan en perjuicio de ln1 inkrcscl pjbli~ 
íundamcntalcs o de su buen ~acho IOll 1iguicn1n: "J. El ataque a lu imtitudoncs dcmnaitias; U. El at.aquc a la fonm. de gobierno republicano, 
ttprnCntalh<o, íedm.I; 111. Lu violaciones r;n.vcs y 1iltcmiticu de lu guantl.u individualc:t o wdalcs; IV. F.I ataque a la hbcrtad do su.&agi6; V. La 
111Urpaci6n de atnbuciona; VI. Cualquict lnfraeción a la Constitución o a lu IC)u ícdcralc• cuando ae cause pc:rjuiciot grava a la Fcdcruión, a uno · 
o \'viDI F.at&dol de la miAna o de la JOdcdad. o motiw algün lnnllomo en el íunclommimto nonnal de lu instituciones; Vil. Lu Dmiliona de 
carictcr grave, en los tkminOll de la íracclón an1crior, y \"llJ, Lu \iolacioncs 1istmd.tica. o graves a IOll pl.uics. programas y pruupumoa do Ja 
Adrninmraclón Nblica Federal o dd Distrito Fcdcnl y a lu lcyc1 que dctcnninan ti manejo de fDI m:uno. eronómiCC'!I Fcdcralt1 y del Dillrilo 
Fedcn.J.M 

(9) La Ley Federal de REiponu.bilidadn; en au anlrulo 47 ldlala los casoa que ccocm.an dichos artm u omi1ionci. rcmltiáidme a tu luto. 

(10) MAnle lud1flrullade1 creadas J'O"IOS dcsonL:nCI que 1iguicron a U expedici6n de Ju Hibucru. ame lu acusaclona quo IOI cncmipdo 
Cortb no caaban de formular tcmerolOI de un justo cutigo por la tt>nduru que habfan obscn'ldo m tu austnda, Culos V se encontraba en la 
nccaidad de lomar una medida, •in ubcl aitl; ni podla dar cntcn. r~ a l.u dct11cciones., ni. en su carictcr suspicaz. cabra dejar que Can& ai¡uicra 
diúrutando de una 1utoridad que pudiera llcVll'lo al eK1rano de ln'&llt&nc con un reino que ti habla conquistado. En aquella ciri:unmnda otro habrla 
paNdo mandar un general al mando de un ej«cito; pero aquel monarca J>CftS6 en un togado, en una aoluci6n do orden judicial: eljui~o do rcaidcnda, 
Jnambro d lk.cnciado l.ult Poooi de L.cónju" de la caw.a. lo aial tenla en el CIJO una amplblma connoucí6n. puesto qua. para n::bdcnciar • Cutéa, 
en noccurio dtjarlo sin autoridad., y IWlituirlo m sus \"lriadu y onutlmoda faaittades•. fforibio Elquivel Obregón. J\¡!unlol parar. Historia dol 
Derecho aa M~xic:o. Tomo 11, P:r: 298 y u., obra en la que tu illl$lR aulot° transcribe las provisiones realn para entablar juicio de residencia contn 
donllcmin.Cortá, fcchaduel 4deooviembrcdc 1525). 

(11) Pollticalndiana.Cfr. Tomo J. Edición 17J9. Madrid. 

(12) Sobre C1tepunlo.,«1n1Ultesc la obra: "OcredlDI del pueblo mexicano, ),ftJdcoatravbdo1t11Comtitw:ione.•Tomo VUT,r p. 1371289. 
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(13) V.Dclp«h,:JkJ!~~l'.E1!1~.!!!!mm!Sk!~cnM·ll., 1969,p.t.&.187y1iguicnlct 

(14) Antcccdcntct: Dcaetodell4dcmano de 1813. Reglas paraqucschagací~ivalarcsponsabifüüddclos emplu&..públicos. Oul:Un. 
T.J.,ptg. "Ol.Leydc Re1ponubi\idadcs del IJ de noviembre de IK70 Leydc Re1ponaabilidai:ksdcl 6 de junio de 11196 Serr;a Rcju Andrb, :umffi2 
~·. EdilofillPomla,Mixico, 1991,pjg.462 

(JS) V, No¡urira de Sa, '.'.N2!H W!ll ! ~~ ill:il !!!!! [uncjonarj .... ~·.Sao Paulo, 194!5, Guaita, ::LJ Cu'!ill!! !k 
~~!kk!l~~·,f.nAnuariodcl>ercthoChil,195]. pjg.94. 

( 16) l.ü sanciones que ap1iu la administraci6n rueden Kr: lcvn como el apcrribimicnto, la amonestación o reprui6n de la censur1 Entro lu 
rnú KVCrU la ~i6n. la ceun!la, Ja destitución, privación del dcrcdlo de .ucmJO. trulado, multa, arresto, pmlid. del dcrtcho de jubiluión y ...... 
(17) Mcatrc,:Lf~~!filu:.m!Jl!!!h!k! m!!mil~•. J962 

( 18) Seminario Judicial de la Federación. T. 80, pjg. 146 !Sta. tpca. 

EL PODER DISCIPLINARIO DE LOS SERVIDORES PUBLICOS 

{19) Falw de lo. ttabaja.dorel al servicio del Estado. Scminuio Judidal. TOIOO 112, pjig. 835. V qioca. faQilt.ad.:s de la Suprtm4 Cot1e 
tn1lndoM do l09 trabajadora 1l tc:0icio del Estado. 

(20) Scm.Jud. Fcd. Vtpoea. Tomo 112,pig.BU 

(2 l}Scm. Jud. Fcd. Vltpoca. 4L SalL Tomo XIX. plg. 112. 

{22} Conl«uenciudc Ju medidas dolqilinariua lot trabijadorcl del Estado. San Jud. Fed. 6L l-pocL <Ita. S;ila. Tomo 19, plg. 12. 
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